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La realización del presente trabajo investigativo ha sido de suma importancia para 
nosotras debido a que a lo largo de nuestros estudios universitarios nos hemos dado 
cuenta que en Nicaragua existe una increíble escasez de estudios y proyectos en 
defensa de los Derechos Humanos, que ponen de manifiesto la falta de control y 
respeto de los mismos, afectando tanto el ámbito político como el jurídico, y 
especialmente este último, ya que estos principios fundamentales están entrelazados 
con la democracia y la justicia permitiendo de esta forma el desarrollo del Estado. 
Es por esto que hemos enfocado nuestro objeto de estudio en el Debido Proceso 
porque constituye un derecho fundamental de obligatorio cumplimiento para las 
actuaciones tanto judiciales como administrativas, para la defensa de los derechos de 
los ciudadanos, razón por la cual deben ser respetadas las formas propias del 
respectivo proceso. Lo anterior garantiza la transparencia de las actuaciones de las 
autoridades públicas y el agotamiento de las etapas previamente determinadas por el 
ordenamiento jurídico. Por ello los ciudadanos sin distinción alguna, deben gozar del 
máximo de garantías jurídicas en relación con las actuaciones administrativas y 
judiciales encaminadas a la observancia del debido proceso. 
El respeto a los derechos humanos es una vía fundamental para la reafirmación del 
Estado de derecho, pues la violación de ellos sería un deterioro y pondría en peligro la 
seguridad jurídica de toda una nación y las relaciones internacionales, ya que los 
derechos consagrados en el ordenamiento interno dejaron de ser un asunto doméstico 
adquiriendo una dimensión más trascendental, por tal motivo nuestra investigación está 
debidamente fundamentada en legislación, doctrina y jurisprudencia tanto nacional 
como  internacional. 
El Debido Proceso es pues un derecho esencial para entablar un verdadero Estado de 
Derecho, por ello es de vital importancia desglosar que comprende el mismo, por tanto 
hemos incluido en la presente investigación la evolución nacional e internacional de los 
derechos humanos,  de tal manera que sea más fácil comprender la razón por la cual 
es hasta nuestros tiempos que se habla del debido proceso común a todas las esferas 
del derecho. 
Hemos visto también necesario abordar los mecanismos de defensa de los derechos y 
garantías constitucionales, en correspondencia a la importancia del debido proceso que 
se liga a la búsqueda del orden justo.  Ya que no es solamente poner en movimiento 
mecánico las reglas de procedimiento y así lo insinuó Ihering, es más que eso, es el 
proceso justo, para lo cual hay que respetar los principios procesales de publicidad, 




 Capítulo 1 Generalidades de los Derechos Humanos 
 
El tema de los Derechos Humanos, no es algo que pertenezca a la época moderna, 
aun antes que se conocieran con dicho nombre ya existían y los hombres luchaban por 
ellos, pues, los mismos son inherentes a la persona, sin embargo no fue sino hasta 
hace poco tiempo que logró conceptualizarlos, caracterizarlos, clasificarlos y 
plantearlos en instrumentos jurídicos que permiten su reconocimiento de manera 
internacional. 
Las primeras manifestaciones de su existencia se encuentran en el contexto del tercer 
milenio antes de Cristo, en Egipto, con el “Libro de los Muertos”, en el que un difunto 
ante el Tribunal de Osiris, con el objetivo de asegurarse la vida eterna, alega en su 
defensa “no haber hecho daño a la hija del pobre”. Aquí se manifiesta un cimiento de 
las garantías tuteladas por el debido proceso tal como es la intervención y defensa 
aunque de manera muy somera.  
Luego en el siglo XVII a C, en Mesopotamia tenemos el “Código de Hammurabi”; en él 
se regula por primera vez la Ley del Talión, lo que marca una proporcionalidad al deseo 
de venganza. Este principio que ahora parece totalmente bárbaro era en esos tiempos 
la forma más acertada de contener la venganza sin límites. Este Código no marcaba 
distinción entre las distintas ramas del Derecho (penal, civil, administrativo, 
constitucional, etc.) como en la actualidad, simplemente era una agrupación de leyes 
que recogía el mayor número de casos posibles, indicando cómo debía actuarse. 
Un avance sustancial en la materia lo marca la cultura Griega, con el nacimiento de la 
democracia y el nuevo concepto de dignidad humana basado en “el hombre libre”, “el 
ciudadano”, sin embargo no todos los hombres gozaban de esta condición dado a la 
existencia de la esclavitud en ésta época. 
En lo que se refiere a estos antiguos imperios Roma, fue una de  las grandes 
civilizaciones organizadoras, su mayor logro fue realizar un consolidado de todos los 
conocimientos de las antiguas civilizaciones, muestra de ello fue el desarrollo de un 
amplio cuerpo de leyes. 
En el largo trayecto de su evolución los derechos humanos, no se ven desligados del 
factor religioso, el pueblo Judío y sus profetas, exhortaban a los poderosos a actuar 
con Justicia y todas estas exhortaciones se encuentran recogidas en los libros del 
Antiguo Testamento; siendo la máxima revelación de los mismos “Los Diez 
Mandamientos”; considerados por los cristianos el cimiento de las modernas 
Declaraciones de los Derechos Humanos. 
Así mismo en China y la India, existieron pensadores que colaboraron a la 
transformación de dichas sociedades, entre los más importantes, Buda y Confucio, este 
último, exhortaba el buen gobierno; con principios como la caridad y justicia, 
contemplados ya como bases de los derechos humanos, promulgando al mismo tiempo 
el respeto a la jerarquía, este último aspecto de esta doctrina fue la que colaboró para 
que la misma se transformara en la religión oficial del Estado. 
En los primeros años después de Cristo, los cristianos y estoicos inician una nueva 
etapa en el desarrollo de los derechos humanos; continuando tras la línea que 
planteaba la cultura Griega, la cual exaltaba la idea de la igualdad y dignidad de los 
seres humanos, rechazando rotundamente la violencia. 
A principios del siglo VII Mahoma empieza a divulgar el Islam, lo cual supone un 
proceso de humanización de las costumbres de las sociedades del Norte de África. 
Insistió en la igualdad de los seres humanos proclamada por el cristianismo. 
En Europa, las invasiones de los pueblos germánicos y la descomposición del imperio 
romano dan lugar al nacimiento de una nueva organización social; “el feudalismo” el 
que dividía la sociedad en 3 clases; la iglesia, los nobles y los siervos (los que no 
tenían ningún derechos). Sin embargo con la implantación de las monarquías absolutas 
en el siglo XV, el feudalismo desaparecerá como régimen político de la Europa 
Occidental. Es al disminuir las invasiones, con la superación de esta época que toma 
fuerza una nueva clase social “la burguesía” sus miembros, al sentirse desvinculados 
de las sumisiones feudales, inician una larga lucha en pro de los derechos civiles. De 
esta época de transición es la Carta Magna (1215), favorable a los nobles y burgueses 
ingleses. A la Carta Magna se la considera como la base tradicional de las instituciones 
inglesas. En ella se establecía el respeto del rey hacia los derechos feudales de los 
nobles y las libertades de la Iglesia. Dentro de la Carta Magna se planteaban dos 
importantes principios: uno destinado a evitar los abusos judiciales por el que se 
obligaba al rey y a sus funcionarios a respetar la aplicación de justicia. El otro principio 
se refería al establecimiento de los tributos por el que estaba prohibido exigir 
contribuciones a los vasallos sin su previo consentimiento, el cual se lo podía expresar 
en una asamblea que era convocada para tal efecto. 
Estos principios o garantías tenían alcance limitado pues solo regia para clases 
privilegiadas como las eran el clero, y la nobleza pero más tarde se extendieron a todo 
el reino. La Carta Magna desarrollo un importante papel en la evolución política de 
Inglaterra; “el de la ilegitimidad de todo impuesto no consentido libremente por el 
pueblo”. La importancia de la Carta Magna no solo es importante por los principios 
contenidos en ella sino que también expresa que “un gobierno deja de ser legitimo 
cuando viola los derechos de la comunidad”. 
En este proceso de evolución de los derechos humanos, el carácter irrenunciable, se 
evidencia en el siglo XV, con el inicio del Renacimiento en Italia, quienes recobran la 
concepción griega del hombre como medida de todas las cosas, y la libertad de 
pensamiento y de acción se vuelven irrenunciables. El derecho natural abandona la 
base teológica sobre la que se había asentado durante la edad media y adopta una 
concepción puramente racionalista. Los derechos giran alrededor de la persona 
individual independiente de la colectividad. Una concepción unilateral y combativa: los 
derechos enfrentados al poder, desarrollados a través de una lucha entre el Estado y el 
individuo, o entre éste y la Iglesia. 
Otro de los eventos históricos que contribuyen a la consolidación de los derechos 
humanos es el Descubrimiento de América, donde los indígenas sufrieron enormes 
abusos, mismos que se traducen en una reflexión, sobre los aspectos más inadmisibles 
de la colonización, entonces, las Leyes de Indias y la misma Corona Española 
establecieron normas para proteger a la población indígena. 
Durante el siglo XVII, en Inglaterra, se producen tres hechos importantes: La Petición 
de Derechos (1628), que protegía los derechos personales y patrimoniales; El Acta de 
Habeas Corpus (1679), que prohibía las detenciones sin orden judicial; La Declaración 
de Derechos (1689), que consagraba los derechos recogidos en los textos anteriores. 
Importantes declaraciones se produjeron en las colonias inglesas de Norteamérica, 
impulsadas por sus conflictos con la corona inglesa: en junio de 1776 se proclamó la 
Declaración de Derechos de Virginia y en julio la Declaración de Independencia de los 
Estados Unidos. La Declaración de Independencia, redactada por Thomas Jefferson, 
afirmaba lo siguiente: "Sostenemos como verdaderas evidencias que todos los 
hombres nacen iguales, que están dotados por su Creador de ciertos derechos 
inalienables, entre los cuales se encuentra el derecho a la vida, a la libertad y a la 
búsqueda de la felicidad...". 
Dando un salto en la historia, el siglo XIX, representa un siglo de grandes luchas por 
los derechos humanos; en especial por los “derechos sociales”; por parte de los 
obreros de manera colectiva. 
En el siglo XX, de manera más precisa en el año 1917, son las revoluciones mexicanas 
y rusas los hechos históricos que marcan una consagración jurídica de estos derechos 
colectivos (derechos económicos y sociales). 
En este siglo se viven dos Guerras Mundiales que marcan una época de mucha sangre 
en la Historia, sin embargo marcan un efecto totalmente contrario, pues son un 
precedente de una lucha para evitar que este tipo de hechos vuelvan a suceder, y parte 
de esa lucha son las convenios para acabar con la esclavitud, la creación de las 
Naciones Unidas, misma que crea el Tribunal Internacional de la Haya. Y como punto 
de culminación es la Declaración Universal, con el afán universalización y 
consolidación de los Derechos de las Personas. 
 
1.1 Conceptualización de los Derechos Humanos 
 
Manuel Aráuz Ulloa (1996) los define de manera muy precisa y fundamentada de la 
siguiente manera: 
 Desde el plano más elemental se consideran Derechos Humanos al conjunto de valores 
morales que todo ser humano posee, sin distinción de sexo, edad, raza, nacionalidad, 
origen social, posición económica y forma de pensar, pero esencialmente constituyen un 
conjunto de requisitos y presupuestos que garantizan la convivencia social y la 
salvaguarda de los derechos inherentes a la persona humana. (p.1)  
El deseo de un mundo más justo, humano, solidario y libre; una sociedad ordenada, 
con una convivencia armoniosa con seguridad han existido desde los inicios del ser 
humano, por eso se dice que generación tras generación de seres desdichados han 
luchado por ellos desde antes que los mismos se conocieran. 
Francisco Enríquez Cabistán, en su publicación Acceso a la Justicia y Derechos 
Humanos en Nicaragua, 2009, cita a Pedro Nikken quien expresa: 
“La noción de derechos humanos se corresponde con la afirmación de la dignidad de la 
persona frente al Estado. El poder público debe ejercerse al servicio del ser humano: no 
puede ser empleado lícitamente para ofender atributos inherentes a la persona y debe ser 
vehículo para que ella pueda vivir en sociedad en condiciones cónsonas con la misma 
dignidad que le es consustancial”; en otras palabras, los derechos humanos son derechos 






1.2 Clasificación de los Derechos Humanos 
 
Los Derechos Humanos han sido clasificados de diversas maneras, de acuerdo con su 
naturaleza, origen, contenido y por la materia que refiere. La denominada Tres 
Generaciones es de carácter histórico y su aparición se da con un orden cronológico. 
Los Derechos Humanos a como se denominan actualmente fundamentan su misión 
básicamente en dos ideas: la primera es la dignidad inherente a la persona humana y 
la segunda el establecimiento de límites al Poder, por ello se consideran de manera 
tradicional la mayor demarcación al poder del Estado. 
1.2.1 Primera Generación 
Se consideran derechos de la primera generación aquellos que tienen origen con la 
Revolución Francesa. Son derechos civiles y políticos tales como los contenidos en el 
Título IV capítulo I y II de nuestra Carta Magna (1987), entre los que se contemplan: el 
derecho a la vida, a la libertad individual, a su seguridad, al reconocimiento de su 
personalidad y capacidad jurídica, a su vida privada, a la inviolabilidad de su domicilio, 
al respeto a su honra y reputación, a la libertad de conciencia, de pensamiento, de 
profesar o no una religión, derecho a elegir y ser elegidos en elecciones periódicas y 
optar a cargos públicos, derecho de reunirse pacíficamente, derecho de concentración, 
manifestación y movilización pública de acuerdo con la ley, de organizar o afiliarse a 
partidos políticos entre otros. 
Esta amplia gama de derechos pretende ante todo la reivindicación de un espacio de 
autonomía y libertad frente al Estado, lo que plantean estos derechos humanos es la no 
interferencia del Estado en la vida de los ciudadanos y ciudadanas. Sin embargo, con 
el paso del tiempo se fue viendo que los derechos civiles y políticos eran insuficientes y 
que necesitaban ser complementados. 
 
1.2.2 Segunda Generación 
 A fines del siglo XIX e inicios del XX, con el auge de la clase obrera y los partidos de 
ideología socialista estos derechos civiles y políticos fueron considerados como simples 
libertades formales si estos no se garantizaban a su vez otro tipo de derechos, he aquí 
la segunda generación los denominados “derechos económicos, sociales y culturales”. 
Nuestra Constitución Política (1987), contempla dentro de este segundo grupo: derecho 
al trabajo, derecho a la educación y cultura, derecho a habitar en un ambiente 
saludable, derecho a la seguridad social para una protección contra las contingencias 
sociales de la vida y el trabajo, derecho a una vivienda digna, a la información veraz, 
derecho a la familia, derecho al trabajo contenido también como una responsabilidad 
social, derecho a elegir y ejercer libremente su profesión, plena libertad sindical, entre 
otros. 
Es en este segundo grupo donde se reivindica al Estados su participación activa para la 
protección y tutela de estos derechos, esencialmente, acceso a la salud, educación, 
vivienda, seguridad social. 
De tal manera los derechos humanos se constituyen como deberes del Estado, esto es 
muy fácil de visualizar dentro de nuestra Constitución (1987): “Arto. 48 párr. Segundo: 
Es obligación del Estado eliminar los obstáculos que impidan de hecho la igualdad 
entre los nicaragüenses y su participación efectiva en la vida política, económica y 
social del país”. 
La tarea de proteger los Derechos Humanos representa para el Estado la exigencia de 
proveer y mantener las condiciones necesarias para que, dentro de una situación de 
justicia, paz y libertad, las personas puedan gozar realmente de todos sus derechos. El 
bienestar común supone que el poder público debe hacer todo lo necesario para que, 
de manera paulatina, sean superadas la desigualdad, la pobreza y la discriminación. 
Estas dos categorías perfectamente marcadas y reconocidas en la historia son 
interdependientes e indivisibles. 
1.2.3 Tercera Generación 
Podemos decir que es a partir de los años 70 donde se da la aparición de este tercer 
grupo. La sociedad se encuentra en constante evolución por lo tanto el Derecho está 
obligado a reinventarse para suplir las necesidades creadas a consecuencia de la 
constante evolución social, por tanto la aparición de este nueve conjunto de derechos 
tratan de responder a necesidades urgentes de la humanidad. 
Felipe Gómez Isa, en su artículo Derechos Humanos: concepto y evolución; plantea lo 
siguiente: 
Entre los derechos humanos que han sido propuestos para formar parte de esta “nueva 
frontera de los derechos humanos” se encuentran los siguientes: el derecho al 
desarrollo; el derecho a la paz; el derecho al medio ambiente; el Derecho a Beneficiarse 
del Patrimonio Común de la Humanidad o el derecho a la asistencia humanitaria. 
(http://www.dicc.hegoa.ehu.es/listar/mostrar/61) 
Cada vez más Estados reconocen la existencia de problemas globales que exigen 
decisiones coordinadas, por lo que es inevitable recurrir a la cooperación internacional, 
y son estos derechos los que básicamente enfatizan una dimensión colectiva. 
A pesar de la existencia de tales derechos estos no han sido reconocidos de manera 
formal a través de un tratado ratificado por los Estados, es por ello que Gómez Isa 
aborda el tema de la aceptación de tales derechos, expresando: 
 Ahora bien, esta nueva generación de derechos humanos no ha sido aceptada de forma 
pacífica ni por la doctrina iusinternacionalista ni por los propios Estados, existiendo un 
intenso debate en torno a ellos. Salvo el derecho a beneficiarse del Patrimonio Común 
de la Humanidad, ninguno de los otros nuevos derechos ha sido reconocido mediante 
un instrumento convencional de alcance universal, es decir, mediante un tratado 
internacional vinculante para los Estados que lo ratifiquen. El reconocimiento de estos 
nuevos derechos se ha efectuado principalmente a través de resoluciones de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, lo que nos plantea el espinoso tema del 
valor jurídico de tales resoluciones. 
 
1.3 Características de los Derechos Humanos 
 
1.3.1 Universales 
Los derechos humanos pertenecen a todas las personas, nuestra Constitución Política 
en su artículo 27 determina: 
 Todas las personas son iguales ante la ley y tiene derechos a igual protección. No 
habrá discriminación por motivo de nacimiento, nacionalidad, credo político, raza, sexo, 
idioma religión, opinión, origen, posición económica o condición social. Los extranjeros 
tienen los mismos deberes y derechos que los nicaragüenses, con la excepción de los 
derechos políticos y los que establezcan las leyes; no pueden intervenir en los asuntos 
políticos del país. El Estado respeta y garantiza los derechos reconocidos en la presente 
Constitución a todas las personas que se encuentren en su territorio y estén sujetas a 
su jurisdicción. 
1.3.2 Incondicionales 
Esto quiere decir que los derechos humanos únicamente se encuentran subordinados a 
los lineamientos y procedimientos que determinan los límites de los propios derechos; 
es decir donde comiencen los derechos de los demás (la colectividad).  
Así lo determina nuestra Constitución Política en su artículo 24 párrafo segundo: “. Los 
derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la 
seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común”. 
1.3.3 Inalienables 
Porque no pueden perderse ni transferirse por propia voluntad; son inherentes a la idea 
de dignidad del hombre. 
1.3.4 Imprescriptibles 
Pertenecen al ser humano desde que nace hasta que muere. 
1.3.5 Progresivos 
El ser humano no puede perder los derechos ganados, todo lo contrario, va 
descubriendo nuevos derechos que antes no se necesitaban. Tal como lo hemos 
comprobado a lo largo de la evolución de los mismos a raíz de grandes revoluciones y 
otros hechos históricos. 
1.3.6 Complementarios  
Los derechos humanos están relacionados entre sí, ningún derecho es más importante 
que otro. 
 1.4 Evolución de los Derechos Humanos a través de la Historia en Nicaragua 
 
A lo largo de la Historia nicaragüense los Derechos Humanos han sido tema de vital 
importancia y han sido incluidos en las diferentes Constituciones, siendo ampliados, 
restringidos y modificados acorde a los movimientos y cambios políticos de la época, a 
los avances y regulaciones internacionales y a la influencia de los Tratados 
internacionales preocupados por la protección de los derechos fundamentales del ser 
humano.  Sin embargo su condición sine qua non está dada por el respeto al derecho 
ajeno y la búsqueda del bien común. 
Para una compilación más exacta de la evolución de los Derechos Humanos en las 
diversas Constituciones hemos basado nuestra investigación, en los aportes realizados 
por diversos autores (Castro y Calderón, 2007; Ampié, 2006; Moreno y Prado, 1995.) 
Empezaremos el estudio de la Evolución de los Derechos Humanos en Nicaragua con 
la Constitución de Cádiz, la cual estuvo influenciada por la constitución de Bayona (6 
de julio de 1808 creada por Napoleón), que no fue reconocida por  el pueblo español ni  
por la Capitanía General de Guatemala.   
La Constitución de Cádiz fue promulgada el 19 de marzo de 1812, en un ambiente de 
hostilidad en contra del imperio Napoleónico quien había impuesto al Rey de España 
José Bonaparte (José I).   Sin embargo esta constitución tenía influencia de la 
Revolución Francesa, pero mantenía derechos y principios de la legislación española.  
A lo largo de su cuerpo normativo reconocía los derechos y libertades, establecía los 
derechos individuales. Los derechos fundamentales como propiedad, libertad de 
pensamiento, educación elemental, e inviolabilidad de domicilio, también fueron 
abordados en esta Constitución.  Es una Constitución de corte democrático, 
nacionalista, que influyo en varios países de Europa, y estuvo vigente en Portugal y 
varios reinos de Italia.  Estableció una monarquía limitada a la Constitución, y 
determinó la separación de poderes. 
Los derechos y garantías procesales penales también tuvieron cabida en esta 
Constitución,  se abordaron temas como: la competencia de los tribunales sobre 
causas civiles y criminales, la falta de competencia del Rey y las cortes para conocer 
causas judiciales, debido proceso uniforme y ordenado en todos los tribunales, 
competencia territorial de juzgados, se habla de tercera instancia de conocimiento de 
causa, la prohibición de detención ilegal sin orden del juez, derecho a un juicio breve y 
sin vicios, derecho a no tener que declarar en contra de uno mismo, 24 horas para 
comunicar al reo las causas de detención, derecho a un juicio secreto, o público o 
mixto, se prohibió la tortura, el apremio y la confiscación de bienes, y la posibilidad de 
un jurado.    
Centroamérica buscaba un cambio y la independencia, el 1 de julio de 1823 la 
Asamblea Nacional constituyente, promulgo el Decreto de Independencia Absoluta, y 
se crea la Federación Centroamericana.  
Así nace la Constitución de los Estados Federados de 1824.  Constitución que 
guardaba todo el espíritu liberal de la época de luchas, que consagraba los derechos y 
garantías individuales, reconocía la existencia de los derechos del hombre y los 
ciudadanos, sobre los principios inalterables de la libertad, igualdad, seguridad y 
propiedad.   (Influida en estos aspectos por las nuevas corrientes establecidas en las  
constituciones de los Estados Unidos, la declaración de los Derechos y del Hombre y 
los Ciudadanos de Francia, la Declaración de Filadelfia, y la Constitución de Francia y 
Cádiz). 
En su amplio articulado conformado por 211 artículos, guardaba y reconocía una serie 
de derechos y garantías individuales, definiéndolos en los Títulos X y XI 
específicamente, y más esporádicamente a lo largo del cuerpo legal.  
Además todos los ciudadanos de la Confederación debían ser sometidos al mismo 
orden de procedimientos y juicios establecidos por la ley, establece dos instancias y 
prohíbe que en ambas instancias sean los mismos jueces quienes conozcan de la 
causa. 
 Esta Constitución prohibía la esclavitud, el tormento, apremios, confiscación de bienes, 
azotes, penas crueles, inviolabilidad del domicilio, derecho de reuniones públicas, la 
pena de muerte era permitida solo en casos de delitos contra el orden público, 
asesinato, u homicidio premeditado.  
Además nadie podía ser detenido sin orden escrita de autoridad competente, debían 
tener un jurado, libertad bajo fianza, y su normativa brindaba una doble seguridad a las 
garantías constitucionales prohibiendo que otras leyes las contraríen.  
En la Constitución de 1826 se establecieron como principios fundamentales la libertad, 
igualdad, seguridad y propiedad.   La novedad en esta Constitución se da en que 
ponían a la Ley  por encima de cualquier funcionario, brindando seguridad jurídica, libre 
movimiento interno y externo, derecho a obtener trabajos en el Estado sin distinciones, 
también se habla por primera vez de la libertad de prensa dada por la libertad a la 
escritura e imprenta,  y la libertad de palabra.  Protege además el derecho a la vida, y 
la reputación de la persona.   
La Constitución de 1826 establecía que  “una Ley que fuera contra los derechos de los 
nicaragüenses sería “in- justa” y por tanto no se consideraría Ley”. Debía estar pues al 
servicio de los derechos, y no los derechos al servicio de la ley. (Esgueva Gómez. 
1994. p. 234).   
Establecía además que solo el poder Judicial podría ejercer las funciones judiciales, 
aplicando las leyes y velando porque se ejecute lo juzgado, instauraba la brevedad en 
los juicios y los juicios públicos, hablaba además de la competencia de los jueces o 
tribunales, prohibía la formación de tribunales especiales para conocer determinados 
delitos y cierta clase de ciudadanos,  instituía tres instancias y tres sentencias 
definitivas, sin embargo dejaba abierta la puerta a nuevas instancias cuando la calidad 
e intereses de los negocios lo necesitaren, siendo los tribunales quienes designaren la 
sentencia a ejecutarse, reparamos en este aspecto la falta de seguridad jurídica que 
dejaba este articulo (art. 122). 
En cuanto al ámbito penal la novedad la encontramos en cuanto a la inviolabilidad de 
domicilio salvo mandato de autoridad competente, a no declarar contra sí mismo, y que 
la pena no trascienda a otros.   
La Constitución de 1838 es la primera Constitución de Nicaragua como Estado Unitario 
e Independiente.  Tras tres guerras civiles a lo largo de la Federación Centroamericana 
a causa de conflictos entre liberales y conservadores Nicaragua fue declarada como 
Estado libre, soberano e independiente. 
Esta era una constitución de corte liberal, la cual promulgaba los derechos y deberes 
fundamentales de los ciudadanos nicaragüenses, entre ellos: libertad, igualdad, 
seguridad, propiedad, protección ante la ley, libertad de pensamiento, palabra, 
escritura, imprenta sin censura, libertad de movilización interna y externa, inviolabilidad 
de domicilio, no confiscación, igualdad de oportunidades.  
Obligaba a intentar la resolución de los conflictos por medio de la conciliación, este 
debía ser requisito indispensable para establecer juicios civiles, escrito o sobre injurias. 
Continuaba con el lineamiento anterior en cuanto a seguridad jurídica ya que establecía 
claramente la superioridad de la Ley sobre los poderes y la sujeción de estos a la Ley. 
La Constitución de 1858 nace a consecuencia de la guerra civil instaurada en 
Nicaragua y la intromisión de tropas norteamericanas lideradas por Byron Cole y 
William Walker, quien fue proclamado presidente de Nicaragua.  Su poderío duro poco 
tiempo y fue derrocado del poder en la batalla de San Jacinto.  Así se promulgó la 
Constitución el 19 de agosto de 1858 hasta 1893. 
Se caracteriza por ser una Constitución de corte conservador, favorecedora de la clase 
privilegiadas, dicha naturaleza conservadora y pudiente influía y restringía la protección 
a los derechos fundamentales del hombre.   
Entre las principales y más obvias restricciones a estos derechos tenemos: 
 Restringía el acceso a ocupar puestos importantes ya que se requería poseer 
dinero y propiedades. 
 Se limitaban los derechos a quienes no profesaran la religión católica y de 
aquellos que no tenían propiedades.  
 Existía la libertad de movilización interna y externa siempre que la persona se 
encontrara libre de responsabilidad. 
 Libertad de prensa sin previa censura, siempre que no infrinja la ley y 
respondiendo ante un jurado en caso de abuso. 
 Limitaba en lo máximo los derechos de las mujeres y analfabetos ya que no eran 
sujetos de derechos humanos  
 
Sin embargo mantenía la inviolabilidad de la propiedad, asegurando que nadie podría 
ser privado de ella.  Se mantiene la supremacía de la Ley ante los poderes del Estado. 
En cuanto al ámbito penal encontramos que se establece nuevamente la pena de 
muerte para el asesinato, homicidio premeditado o seguro, incendios con 
circunstancias agravantes, asalto en poblado que cause la muerte, asalto en 
despoblado que cause heridas. 
La Constitución de 1893 “La Libérrima”, se dio a raíz de la revolución en Granada y 
Masaya contra Roberto Sacasa quien se había reelegido inconstitucionalmente como 
Presidente de la República de Nicaragua.  Fue una lucha entre partidos conservadores 
y liberales, que puso fin a los treinta años de gobierno Conservador. 
Con esta nueva Constitución se restablecieron derechos y garantías antes restringidos 
brindándoles mayor amplitud, debido a su raíz liberal, razón por la cual se la llamó la 
“Libérrima”.    
Esta constitución establecía entre sus derechos fundamentales: 
 Como principio fundamental se establece la soberanía que reside en el pueblo, 
siendo inalienable, e imprescriptible. 
 El voto personal, directo, secreto y obligatorio. 
 Para ser electo o ser ciudadano ya no se requería tener propiedades. 
 Se crea la Ley de Amparo, contra las leyes o actos contrarios a la Constitución. 
 Se crea el Recurso por Inconstitucionalidad de Ley. 
 Se reconocen la garantías de todos los habitantes de Nicaragua sean nacionales 
o extranjeros, brindándoles seguridad individual, libertad, igualdad y propiedad. 
 Se estableció el Habeas Corpus, garantizando la libertad personal. 
 Prohíbe la aplicación de leyes proscritas, o retroactivas    
 Establece la administración de justicia gratuita, y solo admite tres instancias 
 Libertad de culto. 
 Se regularon los derechos y garantías de los extranjeros. 
 Inviolabilidad de domicilio. 
 No ir a la cárcel por deudas. 
 Derecho al asilo de los extranjeros. 
 Prohibición de la extradición por delitos políticos o comunes conexos. 
 Libertad de educación, educación laica, gratuita, financiada por el Estado. 
 Estudios primarios obligatorios. 
 Libertad de reunión y asociación.  Con excepción de aquellas que contraríen la 
los derechos individuales. 
 Derecho a la defensa en juicios. 
 Supremacía de la Constitución. 
 En el ámbito penal: se suprimió la pena de muerte,  se estableció el derecho a 
no ser arrestado si no es por orden de autoridad competente, se da la 
prohibición de penas perpetuas, fustigación y tormentos, establecimiento de 
jurado. 
 
Sin embargo se podía suspender los derechos ciudadanos por causa de vagancia 
declarada o motivos similares, y en  caso de cometer injurias están debían ser 
aclaradas frente al Tribunal.   
En 1896 la Libérrima fue Reformada a causa del levantamiento contra los abusos del 
poder del gobierno de José Santos Zelaya, sin embargo como este contaba con el 
apoyo de la Asamblea de Managua, fue declarado Presidente por segunda vez, para lo 
cual fueron suspendidos de aplicación varios artículos de la constitución referentes a la 
elección de Presidente. 
En esta reforma se suprimieron algunas garantías constitucionales afectando los 
derechos fundamentales, de nacionales y extranjeros, además se incluyó: 
 Se suprimió la prohibición de cárcel por deudas 
 Se prohibía a los extranjeros recurrir a la vía diplomática 
 En delitos políticos se suprimió el derecho a jurados.   
 
La Constitución de 1905 o La Autocrática, fue la suma de la Constitución de 1893 más 
las reformas que sufrió esta en 1896.  Se mantuvo vigente el habeas corpus, sin 
embargo se suprimió el Recurso de Inconstitucionalidad, y sus normas atentaban a la 
libertad de culto.  Los tribunales de justicia podían requerir la ayuda de la fuerza 
armada o de los ciudadanos para hacer cumplir las sentencias.  No trajo más 
novedades en cuanto a los derechos humanos. 
La constitución de 1911, nació en un ambiente hostil, en la pugna de poderes, y la 
ambición por la gobernabilidad del país. Nació en medio de guerras civiles y la 
intervención de tropas estadounidenses. 
Esta era una constitución de corte conservadora, sin embargo mantenía tradiciones 
liberales, garantizaba la seguridad personal, libertad igualdad y propiedad para todos 
los habitantes sean nacionales o extranjeros. 
La soberanía residía en el pueblo, siendo una, inalienable e imprescriptible.  El Estado 
estaba subordinado a las leyes. 
En su cuerpo normativo se mantuvieron los derechos y garantías establecidos en la 
anterior Constitución, sin embargo se instauró la pena de muerte en delitos militares, 
asesinato, parricidio, incendio o robo que cause la muerte.   
Se estableció la libertad de culto, aun cuando reconoció a la religión Católica como la 
profesada por la mayoría del pueblo nicaragüense.  
La Ley de Amparo es sancionada este mismo año, y al igual que la Constitución 
regulaba el habeas corpus, y recursos de Amparo, Inconstitucionalidad y Casación 
contra leyes o actos contrarios a la Constitución, y contra actos de particulares que 
violentaran las garantías de libertad personal.  
La Constitución de 1939 fue aprobada por la Asamblea Constituyente en un ambiente 
de tensión política y fue fruto de las presiones políticas de Anastasio Somoza García ex 
jefe de la Guardia Nacional, para subir al poder.  
Esta era una Constitución de lineamiento social, influenciada por corrientes europeas 
del momento como las Constituciones de Alemania (Hitler), Italia (Mussolini), España 
(Franco), sin embargo  presenta la novedad que con ella se dan por primera vez 
garantías y derechos sociales iniciando con la creación del Instituto Nacional de 
Seguridad Social, y con este se da la seguridad social para trabajadores, seguridad 
social en maternidad, brinda seguridad en materia laboral, establece el descanso del 
séptimo día obligatorio, indemnización por accidente, y demás derechos laborales y 
sociales. 
Constitución de 1948.  Mantiene la misma línea en cuanto a Derechos y Garantías. 
Constitución de 1950. Instaurada gracias al Pacto entre Generales firmado por Somoza 
y Chamorro.    
Presenta como novedad el derecho de la mujer al voto, para elegir y ser electa para 
cargos públicos, salvo los exceptuados por la misma Constitución.  
Además mantiene los deberes, derechos y garantías para nacionales y extranjeros, de 
la anterior Constitución. 
En el año de 1955 se da la primera Reforma a la Constitución de 1950, con dicha 
reforma se amplían los derechos de la mujer eliminando las limitaciones de 
participación política.  
En 1974 nace una nueva Constitución, resultado de pactos políticos entre los Partidos  
Conservadores y Liberales, el pacto entre Somoza – Agüero más conocido como el 
pacto “Kupiakumi”.   Con el fin de mantener a Somoza Debayle en el poder la 
Constitución brinda facultades al Presidente para detener a aquellos de quienes se 
sospeche responsables de amenazar la tranquilidad pública.  
Los derechos y garantías fundamentales fueron divididos en diversos títulos como: II La 
Nacionalidad, III  Derechos y Deberes de los Extranjeros, IV Ciudadanía, V 
Disposiciones Generales, Derechos Individuales, Propiedad, Familia, Trabajo, 
Educación, Religión, Impuestos. 
La libertad al trabajo se la definió como un derecho pero también como un deber del 
pueblo nicaragüense.  
Además se estableció el voto popular directo. 
Constitución de 1979. El Gobierno de Reconstrucción Nacional promulgo el Estatuto 
Fundamental, el cual vino a tomar el lugar de la Constitución Política. Además 
estableció el Estatuto sobre Derechos y Garantías de los Nicaragüenses en el año de 
1979.  Ambos estatutos conformaron la norma suprema protegiendo ampliamente los 
derechos fundamentales.  
Es por esto que esta Constitución respetaba los acuerdos y Tratados de la OEA, por lo 
tanto garantizaba el respeto a los Derechos Humanos.  Entre las garantías y derechos 
más relevantes y novedosos encontramos: 
 La prohibición de la pena de muerte bajo cualquier circunstancia, derecho a 
la vida, integridad física, psíquica y moral. 
 Libertad individual y seguridad personal, libre circulación y residencia, 
derecho al asilo. 
 Garantías procesales. 
 Igualdad y participación ciudadana en el ámbito social y político. 
 Protección a los derechos en situaciones de emergencia nacional. 
 Libertad de conciencia, de pensamiento, de religión de información de 
expresión, libertad irrestricta de pensamiento hablado y escrito. 
 Libertad de culto, respeto a su honra y reputación, protección a la vida 
privada. 
 Prohibición de prisión por deudas, derecho de petición, de elegir y ser 
elegido. 
 Libertad de sindicalización. 
 Garantiza la vigencia de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la ONU, y la 
Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, de la 
Organización de Estados Americanos. 
 
Tras una larga revuelta política, y diversas luchas por la libertad y la democracia, se 
crea la Constitución de 1987.  De espíritu revolucionario, para su elaboración y 
redacción se requirió de la participación ciudadana, de consulta y estudios a 
constituciones extranjeras, de opinión de diversos partidos políticos existentes en el 
país, de organizaciones económicas, y sociales.  
En esta Constitución prima la protección y defensa de los derechos y garantías 
individuales, es un compendio de  Derechos Humanos, dejando amplias garantías y el 
respeto absoluto a los derechos fundamentales.  Además a través de los Recursos de 
Amparo, Inconstitucionalidad y Exhibición Personal, garantiza el efectivo cumplimiento 
de la Constitución Política y demás leyes, y ratifica la correcta interpretación de la 
misma. 
El Título IV de esta Constitución trata de los derechos y garantías fundamentales, como 
los derechos individuales, políticos, sociales, de familia, laborales, y derechos de las 
comunidades de la Costa Atlántica, definiendo cada uno de estos derechos y 
ampliándolos.   
El Capítulo de los Derechos Individuales incluye:  
 El derecho a la personalidad, y capacidad jurídica,  
 La inviolabilidad del derecho a la vida, en Nicaragua no hay pena de muerte,  
 A la integridad física,  a la honra y reputación, a la libertad, libertad individual 
y física,  
 Al debido proceso,  
 Libertad de pensamiento, libertad de expresión, libertad de culto, libertad de 
conciencia,  
 Libertad social, de reunión de trabajo,  
 A la vida privada, inviolabilidad de domicilio, se señalan expresamente los 
casos en los cuales procede el allanamiento y la exhibición de libros y 
documentos 
 Igualdad y protección ante la ley, no discriminación por razón de nacimiento, 
nacionalidad, credo, preferencia política, sexual, opinión, origen condición 
social, económica.   
 De circular dentro y fuera del país, de fijar su residencia en cualquier parte 
del territorio,   
 Respeto a la integridad física, psíquica y moral,  
 Prohibición de torturas, penas ni tratos crueles inhumanos ni degradantes. 
Prohibición de la esclavitud, servidumbre y la trata de personas.  
 Derecho a la propiedad personal. 
 En materia penal: Prohibición de prisión arbitraria, salvo por causas fijadas 
por ley y con arreglo a procedimiento legal.  El procesado tiene derecho de 
recurrir a un tribunal superior para revisar su caso. La pena no trasciende a la 
persona del condenado. Prohibición de penas mayores de treinta años. La 
ley no tiene efecto retroactivo excepto en materia penal cuando favorezca al 
reo. Sistema penitenciario humanitario, penas de carácter reductivo.  
 No prisión por deudas.   
 Derecho al asilo.  No extradición por delitos políticos.  
 Los extranjeros gozan de los mismos derechos y deberes que los nacionales, 
con excepción de los derechos políticos. 
 Derecho al Recurso de Amparo, inconstitucionalidad y exhibición personal 
para las personas cuyos derechos constitucionales hayan sido violentados. 
 En referencia al capítulo de los Derechos Políticos encontramos: 
 Ciudadanía a los 16 años, 
 Igualdad de derechos políticos a los nacionales, participación efectiva en la 
vida política, económica y social del país,  
 Igualdad entre hombre y mujer 
 Derecho de constituir organizaciones, grupos de trabajo, de asociación, 
dentro de los límites de la ley, pudiendo ser de carácter religioso, moral, 
político o científico, derecho de reunión pacífica. 
 Derecho a elegir y ser elegidos para cargos públicos 
 Derecho a hace denuncias y peticiones a los Poderes del Estado. 
 
El capítulo de Derechos Sociales circunscribe: 
 Derecho al trabajo,  
 Derecho a la educación, cultura, deporte, educación física, recreación y 
esparcimiento. 
 Derecho a la salud, a habitar y trabajar en un ambiente saludable 
 Derecho a la seguridad social 
 Protección contra el hambre, el estado promoverá programas que aseguren 
la disponibilidad de alimentos y su distribución equitativa. 
 Derecho a una vivienda digna. 
 Derecho a la información veraz, a ser informados y a informar de forma oral, 
escrita o gráfica.  
 
Derechos de familia capítulo IV: 
 Derecho a constituir una familia 
 Derecho al matrimonio, unión de hecho estable y su protección por el Estado 
 Respeto, solidaridad, e igualdad absoluta de derechos y responsabilidades 
entre hombres y mujeres. 
 Mantenimiento del hogar y formación integral de los hijos. 
 Derechos y responsabilidades de los hijos 
 Protección especial a la reproducción humana, 
 Derechos de maternidad a la mujer. En el ámbito de seguridad social y 
laboral. 
 Igualdad de derechos entre hijos 
 Creación de centros de cuidados de menores por el Estado 
 Derechos y medidas de protección a  los ancianos 
 Protección e investigación de la maternidad y paternidad responsable 
 Derecho de adopción. 
 
Los Derechos laborales contienen: 
 El trabajo como derecho y responsabilidad social. 
 El Estado procurará la ocupación plena y productiva 
 Condiciones de trabajo seguras 
 Salarios que aseguren el bienestar y dignidad humana 
 Inembargabilidad del salario mínimo 
 Jornadas de ocho horas laborales 
 Estabilidad en el trabajo y promoción 
 Seguridad social 
 Derecho a la huelga 
 Prohibición trabajo de menores, protección de explotación a niños y 
adolescentes 
 Derecho de elección de trabajo 
 Libertad sindical 
 
El Capítulo VI está dedicado a los Derechos de las comunidades de la Costa Atlántica, 
quienes tienen especial tratamiento por su calidad de comunidades autóctonas 
indígenas y con el afán de preservar y desarrollar su identidad cultural, lengua, arte y 
forma de organización social, conforme a sus tradiciones. 
En la Reforma de la Constitución del año 1995, se amplía el capítulo de los derechos 
individuales prohibiendo el servicio militar obligatorio, o reclutamiento forzoso sea para 
el ejército militar o la policía nacional.  Además se reduce a 48 horas el término para 
poner en libertad al detenido o a orden de una autoridad competente.  Se establece el 
juicio por jurado, el Recurso de Revisión. 
En el año 2000 también sufre una reforma la Constitución en cuanto a la nacionalidad 
ya que esta reforma permitió la doble nacionalidad, y con ella se eliminaron los 
obstáculos que impedían la igualdad entre nicaragüenses que tuvieran otra 
nacionalidad.  Sin embargo para cargos públicos no se admite la doble nacionalidad.  
Como podemos ver a lo largo de la historia de todas nuestras Constituciones, 
Nicaragua ha adquirido un profundo compromiso de respeto y cumplimiento a los 
Derechos Humanos. 
El artículo 46 de nuestra Constitución vigente refleja el compromiso internacional en 
materia de derechos humanos que Nicaragua ha suscrito desde la aprobación de la 
Declaración Universal de Derechos humanos de 1948 y que se convierte en un 
postulado programático que los Estados tratan de cumplir. 
Artículo 46: Constitución Política de Nicaragua 
 
En el territorio nacional toda persona goza de la protección estatal y del reconocimiento 
de los derechos inherentes a la persona humana, del irrestricto respeto, promoción y 
protección de los derechos humanos y de la plena vigencia de los derechos 
consignados en la Declaración Universal de los Derechos humanos; en la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre; en el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos de la Organización de las Naciones Unidas; y en la Convención Americana de 




















Capítulo 2: Mecanismos de Defensa de los Derechos Humanos en el 
Ordenamiento Jurídico Nicaragüense  
 
Nicaragua ha construido su historia jurídica en un escenario de miseria, guerras, 
controversias políticas, que dificultan fuertemente el desarrollo de los Derechos 
Humanos en nuestro país. 
Manuel Arauz (1996) nos dice que: 
 De la consideración constitucional de estos derechos la Doctrina ha expresado que para 
asegurar su eficacia y respeto no basta que los derechos y garantías se encuentren 
establecidas constitucionalmente, sino que requiere del establecimiento de mecanismos 
de ejecución y defensa de estos derechos en la legislación ordinaria.(p.3)  
A continuación abordaremos cada uno de estos mecanismos, que todos quienes vean 
violentado sus derechos pueden activar para la salvaguarda de los mismos. 
 
2.1 Amparo  
 
2.1.1 Generalidades 
El recurso de Amparo surge ante la necesidad de garantizar el ejercicio y la protección 
de los derechos fundamentales y garantías de las personas contenidos en la 
Constitución  frente a la Administración Pública. 
En Nicaragua la regulación del Amparo ha seguido la suerte de las diversas 
Constituciones Políticas que le han dado vida desde su institución en nuestro sistema. 
La primera ley de Amparo data de 1894, determinada por la Constitución de 1893 
producto de la Revolución Liberal, norma que instituye plenamente el control judicial de 
las leyes. La segunda de 1911, la tercera de 1939, la cuarta de 1948, la quinta de 1950, 
la sexta de 1974, la séptima de 1980 y la octava y actual 1988; dichas leyes han 
coincidido con el año en que se han aprobado las Constituciones de nuestra historia.  
Según lo aseverado por Mauro Xavier Ampié Vílchez en su Manuel de Derecho 
Constitucional (2006) 
 Hasta la entrada en vigencia de la Ley de Amparo de 1939 la sentencia dictada en 
Amparo ordenaba la indemnización por los daños y perjuicios causados. 
Por un breve período entre julio de 1979 y mayo de 1980 no existió la protección de los 
derechos en sede constitucional por la vía del amparo. 
Otro hecho de relevancia es que no fue sino hasta la entrada en vigencia del decreto de 
la referencia, - 417 – es decir, hasta en mayo de 1980 que se facultó a la Sala Civil de 
las entonces denominadas Cortes de Apelaciones para recibir y tramitar el recurso 
hasta la suspensión del acto. Anteriormente era la Corte Suprema de Justicia la que 
debía recibir el Amparo, lo cual tuvo un impacto positivo al aproximar la protección a los 
lesionados por los actos u omisiones de la autoridad y sus agentes. (pp. 381,382) 
2.1.2 Origen 
El recurso de Amparo tiene origen en México con la Constitución Mexicana de 1857, ya 
que fue la primera que lo reconoció y es de la misma que tiene origen nuestra 
institución de Amparo. 
Así lo expone  Selene Guevara Solís en su artículo del texto Homenaje al Profesor 
Héctor Fix Zamudio  
 El Amparo es un recurso característico del sistema latinoamericano, aparece por 
primera vez en la Constitución mexicana de 1857, siendo posteriormente asumida por 
los textos constitucionales promulgados en el continente durante los siglos XIX y XX, 
incluido el nicaragüense en la Constitución de 1939. (p.504) 
 
2.1.3 Concepto 
El recurso de Amparo constituye un instrumento legal del control de constitucionalidad. 
La acción judicial de Amparo se considera como un remedio para proteger derechos 
fundamentales, en especial los garantizados en disposiciones constitucionales. 
Rizo Oyanguren (1992) citado por Sánchez Corrales ha destacado  que el Amparo en 
Nicaragua es un “juicio autónomo de carácter contencioso” es decir, el Amparo implica 
la existencia de un litigio que se da dentro de un proceso y ante una instancia 
jurisdiccional y que concluye mediante una Sentencia de carácter definitiva. 
2.1.4 Principios 
a- Instancia de parte agraviada: según el cual solo puede interponerlo la persona 
agraviada o perjudicada. 
b- Existencia de un agravio personal y directo: lo que quiere decir que es extremamente 
necesario que la resolución o acto viole derechos y garantías fundamentales 
contenidas en la Constitución. 
c- Subsidiariedad: para que el mismo proceda nuestro Ordenamiento requiere que se 
haya agotado la vía administrativa. 
d- Eficacia relativa de la sentencia: lo que significa que solo produce cosa juzgada para 
las partes que intervinieron en el litigio y también que el Amparo concedido a quienes lo 
promovieron, no puede hacerse extensivo a otros sin que haya promoción de los 
respectivos proceso por parte de los mismos. 
 
 
2.1.5 Procedencia del Recurso 
Margine Calderón en coautoría con Edwin Castro Rivera, basados en la ley de Amparo 
vigente, en la obra Derecho Constitucional Nicaragüense (2007), determinan: 
 El recurso de Amparo sólo puede interponerse por parte agraviada, y procede contra 
toda acción u omisión de autoridad o agentes de autoridad que lesionen o transgredan 
los derechos y garantías consagrados en la Constitución. 
En el ámbito protector del Amparo se incluyen así, tanto las lesiones y omisiones como 
la amenaza y perpetración de la lesión de un derechos reconocido constitucionalmente. 
(pp. 157, 158) 
El Recurso de Amparo, era conocido también como Amparo Administrativo ante la 
inexistencia en Nicaragua de una jurisdicción Contencioso Administrativa, es hasta el 
año 2000 con la aprobación de la Ley de lo Contencioso Administrativo que se espera 
según Pablo Pérez Tremps citado por  Selene Gómez en el texto Homenaje al profesor 
Fix Zamudio; “que el establecimiento de una jurisdicción contencioso administrativa 
conduzca a reorientar el recurso de amparo concretando más su objeto, dejando de ser 
ese cajón de sastre en que cabe cualquier impugnación frente a las administraciones 
públicas mediante una laxa lectura del contenido de los derechos constitucionales”. 
2.1.6 Función y Objeto del Recurso 
El recurso de Amparo se encuentra regulado en el artículo 188 de nuestra Constitución 
el cual establece que tiene como función asegurar a los habitantes el goce efectivo de 
sus derechos constitucionales, con excepción al de libertad personal, que se encuentra 
tutelada por el habeas corpus. Por tanto lo dispone contra toda acción u omisión de 
cualquier funcionario, autoridad o agente que viole o trate de violar los derechos y 
garantías contenidos en la Constitución. 
Como podemos observar, la Constitución reconoce el Amparo por omisión, es decir 
establece el derecho a recurrir por la inactividad indebida de los Poderes Públicos que 
produzcan o intenten producir el mismo efecto a fin de evitar que la vulneración del 
derecho constitucional se lleve a cabo. 
De tal manera podemos decir que el recurso de Amparo posee una naturaleza dual ya 
que tiene una doble funcionalidad, tal como lo comenta Omar García Palacios en su 
texto Curso de Derecho Procesal Constitucional Nicaragüense, 2011;  
 En ese sentido, el Recurso de Amparo en el sistema constitucional nicaragüense tendrá 
como naturaleza jurídica la protección de “derechos y garantías constitucionales” (art. 
45 y 188 Constitución) y el control de normas en casos concretos (Ley, Decreto o 
Reglamentos) que se estén aplicando al caso y que según valoración del recurrente del 
Amparo (sujeto con legitimación activa) las considere inconstitucionales, o bien, tal 
como destaca el artículo 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a juicio de la 
“autoridad judicial” se consideran inconstitucionales. (p. 56)  
2.1.7 Órgano receptor 
Es ante el Tribunal de Apelaciones de la Circunscripción correspondiente o ante la Sala 
Civil del Mismo, en el caso que se encuentre dividido en salas. 
El Tribunal de Apelaciones realiza el examen de forma y procede a establecer la 
suspensión del acto, así como remitir los actos a la Corte Suprema de Justicia (Sala 
Constitucional), quien resuelve sobre el fondo. 
Selene Gómez, en el texto Homenaje al Dr. Fix Zamudio, define como órgano 
competente a la Sala de lo Constitucional y comenta también acerca de la necesidad 
de su especialización, de la siguiente manera: 
 Producto de las reformas constitucionales de 1995, se creó la Sala de lo Constitucional 
y se le otorgó la calidad de Órgano competente para conocer del recurso de amparo. 
Sobre este término me gustaría señalar que es mediante esta reforma constitucional 
que la Sala de lo Constitucional al transferirle la facultad exclusiva de conocer y resolver 
los Recursos de Amparo se convierte en una Sala especializada en materia 
constitucional, siendo regulada esta facultad además por la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. (p. 510) 
La Ley Orgánica del Poder Judicial de la República de Nicaragua, publicada en la 
Gaceta, Diario Oficial No. 137 del 23 de julio de 1998 regula dicha facultad en su 
artículo 34 apartados 1 y 2 cuando dice: “Corresponde a la Sala de lo Constitucional 1- 
Conocer y resolver los Recursos de Amparo por violación o amenaza de violación de 
los Derechos y Garantías establecidos en la Constitución Política. 2- Resolver los 
recursos de hecho por inadmisión de los recursos de Amparo”  
La escritora considera el tema de la especialización del órgano constitucional para 
promover y garantizar la unidad de criterios al momento de la interpretación de la 
Constitución, pues al haber unicidad en esta materia, hay unicidad en el Poder Judicial. 
2.1.8 Legitimación de las Partes 
2.1.8.1 Activa 
Pueden recurrir de Amparo las personas naturales y jurídicas, nacionales y extranjeros. 
Omar García (2011), realiza un señalamiento muy importante sobre la redacción del 
artículo que determina el sujeto activo del recurso y es el siguiente: 
 La Constitución señala como sujeto con legitimación activa del Recurso de Amparo a la 
“persona” (art. 45). La Ley de Amparo pone el énfasis en la persona “agraviada”, es 
decir, “parte agraviada” (art. 25). La Constitución no distingue en relación al tipo o 
naturaleza de persona. En igual sentido lo ha entendido el órgano correspondiente de 
resolver los Recursos de Amparo. Así pues, se entiende por parte agraviada toda 




Tal como lo expone Ampié Vílchez (2006) “El Amparo se interpone en contra de 
autoridades o agentes de autoridad. Contra actos de particulares no procede el 
Amparo, respecto de lo cual existe vasta jurisprudencia en la Corte Suprema de 
Justicia.” (p.382) 
García Palacios (2011), determina que debemos entender por autoridad aquella que 
dicta los actos y la que los ejecuta, por ello el recurso de Amparo se dirige contra 
ambas. 
Vale agregar que existen otros sujetos a los cuales la legislación le permite intervenir 
en el proceso, sujetos de legitimación activa y pasiva tal como la Procuraduría General 
de la República y todos a los que pueda afectar la resolución final si se hubieren 
presentado deben intervenir en el proceso. 
2.1.9 Competencia del Tribunal de Apelaciones 
El Tribunal de Apelaciones revisa si el recurso llena los requisitos establecidos por la 
ley, y en caso de presentar omisiones manda a subsanar concediendo un plazo de 5 
días, si las mismas no son subsanadas el recurso se tendrá como no puesto.  
El Tribunal de Apelaciones conoce hasta la suspensión del acto, luego mandará a las 
partes a personarse dentro de 3 días hábiles ante la Corte Suprema de Justicia, de no 
hacerlo el recurso será declarado desierto. 
2.1.10 Requisitos del Escrito 
El artículo 29 de la Ley de Amparo vigente determina que el recurso se interpondrá por 
escrito en papel común, con copias suficientes para las autoridades señaladas como 
responsables y para la Procuraduría General de Justicia. 
El Escrito deberá contener: 
1. Nombre, Apellidos y generales del agraviado y de la persona que lo promueva 
en su nombre. 
2. Nombre, Apellidos y cargos de funcionarios, autoridades o agentes de los 
mismos contra quien se interpone el recurso. 
3. Disposición, acto, resolución, acción u omisión contra los cuales se reclama, 
incluyendo si la ley, decreto o reglamento a juicio del recurrente fuere 
inconstitucional. 
4. Las disposiciones constitucionales que el reclamante, estima violadas. 
5. El recurso podrá interponerse personalmente o por apoderado especial, 
facultado para ello. 
6. El haber agotado los recursos ordinarios establecidos por la ley, o no haberse 
dictado resolución en la última instancia dentro del término que la ley respectiva 
señala. 
7. Señalamiento de casa conocida en la ciudad sede del Tribunal para 
subsiguientes notificaciones. 
 
2.1.11 Término para interponerlo 
El término para interponerlo es de 30 días, que se contará desde que se haya 
notificado o comunicado legalmente al agraviado, la disposición acto o resolución. 
Dicho término aumentará en razón de la distancia. Cabe aclarar que el recurso podrá 
interponerse desde que la acción u omisión haya llegado a conocimiento del agraviado. 
2.1.12 Suspensión del Acto 
La suspensión del acto se puede dar de dos formas: 
a- Suspensión de oficio:  
 Cuando se trate de un acto que de llegar a consumarse, haría físicamente 
imposible, restituir al quejoso en el goce del derecho reclamado. 
 Cuando sea notoria la falta de jurisdicción o competencia de la autoridad, 
funcionario o agente contra quien se interpusiere el recurso. 
 Cuando el acto sea de aquellos que ninguna autoridad puede ejecutar 
legalmente. 
 
b- Suspensión a solicitud de parte: 
 Cuando la suspensión no  cause perjuicio al interés general, ni se contravengan 
disposiciones de orden público. 
 Que los daños y perjuicios que pudieran causarse al agraviado con su ejecución 
sean de difícil reparación a juicio del Tribunal. 
 Que el reclamante otorgare garantía suficiente para reparar el daño o indemnizar 
los perjuicios que la suspensión pudiere causar a terceros, si el Amparo fuere 
declarado sin lugar. 
Entre otros aspectos a destacar de la suspensión del acto tenemos su carácter 
“Provisional” ya que está sujeto a lo resuelto en la sentencia definitiva, recordemos que 
es una medida cautelar y su duración dependerá del proceso principal, esta puede ser 
revocada o modificada en cualquier momento del recurso por el órgano 
correspondiente facultado por la ley (Tribunal de Apelaciones o la Sala de lo 
Constitucional de la CSJ, cuando esta considere que las circunstancias han cambiado y 
los presupuestos procesales o si un tercero rinde una contra garantía). 
Otra característica es que la Suspensión del Acto debe ser declarada de forma urgente 
pues ello es lo que garantizará evitar un perjuicio mayor o daño irreparable al 
recurrente. 
2.1.13 Sentencia 
La Ley de Amparo señala que la sentencia debe ser razonada, con fijación clara del 
acto o actos reclamados, indicación de los fundamentos legales en que se apoya para 
declarar la legalidad o ilegalidad del acto reclamado y de los puntos resolutivos del 
mismo, señalándose en ellos con claridad y precisión el acto o los actos por los cuales 
se concede o deniegue el Amparo. 
Cuando el o los actos reclamados sean de carácter positivo, la sentencia que concede 
el Amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de sus derechos 
transgredidos, volviendo las cosas al estado en el que se encontraban antes de la 
transgresión. 
Cuando sean de carácter negativo el efecto del recurso Amparo será obligar a las 
autoridades o funcionarios responsables a respetar y cumplir la garantía de que se 
trate. 
Si la sentencia es desestimatoria, tiene como efecto dar firmeza a las relaciones 
jurídicas que derivan del acto objeto de impugnación. Es decir declara la 
constitucionalidad del acto, resolución, disposición u omisión de la administración, sea 
este un acto negativo o positivo. 
También existen otro tipo de sentencias como por ejemplo; aquellas que lo declaran 
como no interpuesto, resoluciones que lo declaran improcedente o que lo declaran 
desierto, entre otras. 
El plazo para que la Corte Suprema de Justicia emita su fallo es de 45 días posteriores 
a la recepción de las diligencias. 
Sin embargo es común que no se cumpla con dicho plazo, por tal razón este temas de 
la demora en las resoluciones de Amparo ha sido objeto de pronunciamiento de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
Así  lo plantea Ampié Vílchez  (2006) citando lo dicho por la Corte Interamericana de 
los Derechos Humanos en su Informe No. 100/01 para el caso 1111.381 Milton García 
Fajardo y otros con fecha del 11 de octubre de 2001. La Comisión en el numeral 53 del 
Informe antes referido expresó: 
 “De acuerdo con la legislación nicaragüense, la Corte Suprema está obligada a resolver 
el recurso de amparo en un plazo de 45 días (arto. 47 de la Ley de Amparo No. 49). Sin 
embargo demoró un año en hacerlo, lo que demuestra una clara negligencia de su 
parte,  que constituye una violación del artículo 8 del Pacto de San José. En este 
sentido la Corte Suprema no sólo violó este plazo perentorio establecido en la 
legislación interna, sino también los estándares internacionales desarrollados para 
determinar la razonabilidad del plazo, dictando un fallo que era trascendental para la 
estabilidad laboral y económica de numerosos trabajadores y para la vigencia de otros 
derechos humanos, mucho tiempo después de la presentación del respectivo recurso.” 
(p. 385-386) 
La Sentencia tiene valor de cosa juzgada tanto en el fondo como en la forma y todos 
los  efectos que produzca la sentencia son inter partes, de acuerdo al principio de 
relatividad, lo que significa que la estimación o desestimación del acto que dio origen al 
recurso de amparo afecta únicamente al poder mismo que lo adoptó y al particular o 
particulares que han sido partes en el procedimiento. 
Un aspecto importante a destacar en lo que respecta a la sentencias dictadas en 
materia de amparo es que por ser declarativas de derechos, no establecen términos 
para obtener la reparación de derechos a través de indemnizaciones por las lesiones 
sufridas por la acción u omisión del funcionario recurrido exigiéndose solamente que se 
establezca responsabilidad civil, penal o administrativa dependiendo de la naturaleza 
de la lesión cometida. 
2.1.14 Ejecución de la Sentencia 
En caso de ser una sentencia estimatoria y los funcionarios recurridos no la acataran 
se debe requerir al superior inmediato de la autoridad responsable para que le ordene 
cumplir sin demora la sentencia, de no tener superior inmediato el requerimiento se 
hace da la propia autoridad responsable, si la misma no obedece la Sala Constitucional 
lo pondrá en conocimiento del Presidente de la República para que proceda a ordenar 
su cumplimiento e informe a la Asamblea Nacional, sin perjuicio de poner el caso en 
conocimiento de la Procuraduría General de Justicia por incurrir en violación y 
desobediencia de la Constitución de la República en lo que respecta a que los fallos y 
resoluciones de los Tribunales y Jueces son de ineludible cumplimiento para las 
autoridades del Estado, organizaciones, personas naturales o jurídicas afectadas. 
 
2.1.15 Casos en los que no procede el Amparo 
De conformidad al artículo 51 de la Ley de Amparo, son casos en los que no procede el 
Amparo, son casos en los que no procede el Amparo son los siguientes: 
 Contra las resoluciones de los funcionarios judiciales en asuntos de su 
competencia. 
 Contra el proceso de formación de la ley, su promulgación o su publicación o 
cualquier otro acto o resolución legislativa. 
 Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o este se haya 
consumado de modo irreparable. 
 Contra los actos que hubieren sido consentidos por el agraviados de modo 
expreso o tácito. Se presumen consentidos aquellos actos por los cuales no 
se hubiere recurrido de Amparo dentro del término legal, sin perjuicio de la 
suspensión del término de conformidad al derecho común. 
 Contra las resoluciones dictadas en materia electoral. 
 Contra los actos relativos a la organización de los Poderes del Estado y el 
nombramiento y destitución de los funcionarios que gozan de inmunidad.  
 
Sobre esto García Palacios (2011) comenta: 
 La imposibilidad de proteger derechos y garantías constitucionales mediante el recurso 
de amparo contra las decisiones de autoridad judicial (excepcionalmente sí es permitido 
el recurso de amparo frente a resoluciones judiciales ante la falta de competencia de las 
autoridades),15 y las decisiones del órgano electoral (Consejo Supremo Electoral) sobre 
materia electoral representan posiblemente los actos que requieren ser revisados en 
futuras reformas a la Ley de Amparo en el sentido de ser notoriamente violatorios al 
tratamiento de los derechos fundamentales y sus mecanismos de protección que señala 
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Figura 1. Procedimiento de Amparo  
 
RECURSO DE AMPARO  
Se interpone ante el Tribunal de Apelaciones 
(Sala Civil si está dividido en Salas) 
Realiza el Examen de Forma 
(Determina si el escrito reúne 
los requisitos de forma) 
 
 
Procede a la suspensión del 
acto reclamado 
Remite los Autos a la CSJ (Sala 
Constitucional) 
30 días después de 
la notificación del 
acto violatorio. 
Admite el Recurso 
 
Manda llenar 
omisiones en plazo de 
5 días, si no se tiene 
como No interpuesto. 
Deniega el Recurso 
 






3 días  
 El Recurrente 
se persona. 
 El informe lo 
presenta la autoridad. 
 El Recurrente 
NO se persona. 
El Recurso se declara 
desierto. 
La Sala de lo Constitucional 
dicta Sentencia. 
45 días  
Si la Sala no encuentra 
datos suficientes para 
resolver, abre a prueba 
por 10 días. 
2.2 Habeas corpus  
 
“El respeto a la libertad individual es el supuesto necesario para el ejercicio de los 
demás derechos” (Duguit) 
 
2.2.1 Concepto 
Etimológicamente Hábeas Corpus significa “que traigan el cuerpo” o “que poseas tu 
cuerpo”.  
Habeas Corpus es el derecho de todo ciudadano, que haya sido o este detenido o 
preso, a comparecer inmediata y públicamente ante un juez o tribunal para que, 
oyéndolo, resuelva si su arresto fue o no legal, y si debe invalidarse o mantenerse¨. 
2.2.2 Objeto 
El Recurso de Habeas Corpus o Exhibición personal, es una garantía jurisdiccional de 
protección de derechos humanos, fue creado con el fin de  proteger la libertad, 
integridad, y seguridad de las personas.  Garantiza derechos fundamentales como el 
derecho a la libertad personal, el derecho a la vida, a no ser sometido a detención o 
arresto arbitrario, impropio e ilegal, desaparición forzada de personas, o contra actos 
restrictivos de libertad.  Corrige además estas situaciones de detención ilegal de reos, 
presentando el Recurso ante un Juez.   
Se trata de un elemento indispensable que garantiza el buen funcionamiento del 
ordenamiento jurídico, y el Estado de Derecho, controlando, restringiendo y vigilando 
las actuaciones u omisiones de los funcionarios públicos, o autoridad o cualquier 
persona,  asegurando la supremacía de la Constitución Política.  
 
2.2.3 Marco Jurídico 
El Habeas Corpus encuentra su consagración en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos artículo tres que claramente nos dice que “toda persona tiene 
derecho a la vida, a la libertad y seguridad”, el articulo cuatro prohíbe la esclavitud, 
trata de esclavitud, servidumbre en todas sus formas,  el Artículo 8 nos dice que “Toda 
persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la constitución o por la ley”. 
Y más específicamente el Artículo 9 trata sobre el Habeas Corpus en si cuando nos 
indica que “Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado”. 
El Artículo 10 del mismo cuerpo legal amplía el Habeas Corpus cuando protege los 
derechos de los individuos a recurrir a tribunales de justicia para examinar sus 
acusaciones  
“Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída 
públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la 
determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación 
contra ella en materia penal”. 
La Convención Americana de los Deberes y Derechos del hombre ampara el Habeas 
Corpus en los siguientes artículos: Seguridad Jurídica. Artículo XVIII. 
“Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo 
debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare 
contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos 
fundamentales consagrados constitucionalmente. Derecho de protección contra la 
detención arbitraria.  Artículo XXV. “Nadie puede ser privado de su libertad sino en los 
casos y según las formas establecidas por leyes preexistentes.  Nadie puede ser 
detenido por incumplimiento de obligaciones de carácter netamente civil.  Todo individuo 
que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique sin demora la 
legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injustificada, o, de lo contrario, a ser 
puesto en libertad. Tiene derecho también a un tratamiento humano durante la privación 
de su libertad”. 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos también conocida como Pacto de 
San José de igual forma brinda protección al Habeas Corpus en su Artículo 7.  “Derecho 
a la Libertad Personal” 
 “1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 
 2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las 
condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes 
o por las leyes dictadas conforme a ellas. 
 3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 
 4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su 
detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
 5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro 
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser 
juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que 
continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su 
comparecencia en el juicio. 
 6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal 
competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o 
detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.  En los 
Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser 
privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de 
que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser 
restringido ni abolido.  Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona. 
 7. Nadie será detenido por deudas.  Este principio no limita los mandatos de autoridad 
judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios”. 
Convención Interamericana Sobre Desaparición Forzada De Personas es también un 
cuerpo normativo de protección a la libertad y seguridad de las personas, en su artículo 
XI da cabida al Habeas Corpus: “Toda persona privada de libertad deber ser mantenida 
en lugares de detención oficialmente reconocidos  y presentada sin demora, conforme 
a la legislación interna respectiva, a la autoridad judicial competente.” 
Los Estados partes establecerán y mantendrán registros oficiales actualizados sobre 
sus detenidos y, conforme a su legislación interna, los podrán a disposición de los 
familiares, jueces, abogados, cualquier persona con interés legítimo y otras 
autoridades. 
El Habeas Corpus se encuentra consagrado en la Constitución Política de Nicaragua 
en los artículos 45 y 189  
Arto. 45 Las personas cuyos derechos constitucionales hayan sido violados o estén en 
peligro de serlo, pueden interponer el recurso de exhibición personal o de amparo, 
según el caso y de acuerdo con la ley de Amparo.  
Arto.189 Se establece el Recurso de Exhibición Personal en favor de aquellos cuya 
libertad, integridad física y seguridad, sean violadas o estén en peligro de serlo.” 
Así mismo esta tácitamente incluido en los artículos concernientes a los derechos 
individuales, 25, 33,34, 35, 36 entre otros.  Y además se encuentra debidamente 
regulado en la Ley de Amparo, Ley Nº 49, estableciendo su rango Constitucional al 
igual que los recursos de Inconstitucionalidad, Amparo y el Habeas Corpus 
propiamente dicho.   
Ley de Amparo, Ley Nº 49 explica al Recurso de Exhibición Personal de la siguiente 
manera: 
Art. 4  el recurso de Exhibición Personal procede a favor de aquellas personas cuya 
libertad, integridad física y seguridad se vean violadas o estén en peligro de serlo por: 
Cualquier funcionario, autoridad, entidad o institución estatal, autónoma o no. 
Por actos restrictivos de la libertad personal de cualquier habitante de la República 
realizado por particulares. 
En muchos países de América Latina se consideró el Habeas Corpus como una acción 
típicamente penal, a excepción de Bolivia que lo consagro en su Código de 
Procedimiento Civil. 
Actualmente esta visión ha cambiado.  En Nicaragua el Habeas Corpus es considerado 
un Recurso, amparado por la Ley 49, Ley de Amparo de rango constitucional, dándole 
un alcance procesal constitucional.    
2.2.4 Causas de procedencia 
Artículo 189 Constitución Política de Nicaragua 
El recurso de Habeas Corpus procede en caso en que la libertad o integridad física y 
seguridad de la persona se vean violadas o estén en peligro de serlo. 
Su razón de ser radica en la defensa de los derechos fundamentales de libertad, 
integridad física y seguridad de la persona, establecidos en el artículo 4 de la 
Constitución Política y los artículos 25, 26, 33, 34, 35, y demás del mismo cuerpo 
normativo.  
1. Violación a la Libertad Personal, o que esté en peligro de serlo.- cuando ha sido 
detenido sin causa aparente, y sin orden de la autoridad competente, se restringe su 
derecho de circular libremente por el país o al extranjero. Cuando no ha sido puesto en 
libertad o a orden de autoridad competente dentro del plazo de las cuarenta y ocho 
horas posteriores a su detención. Cuando después de haber cumplido su pena no ha 
sido dictada su excarcelación por autoridad competente. Por causa de detención por 
deudas. (se exceptúa a este precepto la prisión por deudas alimenticias).   
 
2. Violación o peligro de violación a su seguridad.- cuando no ha sido informado por la 
causa de su detención en idioma nacional o extranjero que la persona comprenda, y en 
detalle, cuando se le ha impedido informar a su familia o a quien estime conveniente de 
su detención,.  Además se velara porque guarden prisión en centros diferentes los 
procesados y condenados. Cuando su proceso no ha cumplido con todas las garantías, 
no se le ha brindado una intervención en el proceso. 
 
3. Integridad Física.- cuando no ha sido tratado con respeto y se ha irrespetado su 
dignidad, cuando ha sido considerado culpable con anterioridad a la comprobación de 
su culpa, cuando ha sido obligado a declarar contra sí mismo o su conyugue o pareja de 
hecho estable, o ha sido obligado a confesarse culpable en declaraciones obtenidas por 
la fuerza o similares, cuando no ha sido tratado en condiciones de igualdad. 
 
Las causas para activar del Recurso de Habeas Corpus, ha sido inestable en diversos 
países de América Latina, sin embargo se fundamenta en la protección contra toda 
detención ilegal. 
En la Legislación Peruana son motivos para accionar el recurso de habeas corpus: la 
privación del Pasaporte como derecho del ciudadano a la nacionalidad, corregir 
tratamientos de atención a internos con enfermedades terminales o de adicciones, en 
caso de reos encarcelados en condiciones infrahumanas, o que no cuentan con las 
mínimas condiciones de vida, o trato inhumano, injusto, y abuso de poder por 
autoridades carcelarias (Ley de Habeas Corpus y Amparo Ley número 23506, 1982) 
La Legislación Argentina lo admite también en contra de la expulsión de extranjeros, el 
servicio militar obligatorio para levas no requeridas, hospitalización forzosa (Ley 23098, 
Habeas Corpus, 1984) 
En México no existe el Habeas Corpus sin embargo el Amparo protege la libertad, 
integridad, deportación, tortura, etc. (Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 
103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2011) 
2.2.5 Legitimación de las partes 
2.2.5.1 Activa 
Este recurso se concede a favor de quien sufre violación o amenaza de violación de su 
legítimo derecho, lo puede promover cualquier habitante de la República de Nicaragua 
sea nacional o extranjero siempre que sea a favor del agraviado. 
2.2.5.2 Pasiva 
Va dirigido contra toda autoridad,  funcionario o representante de entidades, o 
instituciones estatales, en su actuar deshonestos y que son responsables de emitir la 
orden o que directamente cometan la violación del derecho de libertad con actos de 
detención ilegal.   
Se interpone también contra particulares,  ya sea persona natural o jurídica, en caso de 
actos que restrinjan la libertad personal. 
2.2.6 Competencia judicial 
En caso de detención ilegal realizada por autoridad el tribunal competente de conocer 
la acción será el tribunal de Apelaciones respectivo o las Salas de lo Penal del mismo 
tribunal, si estuviere dividido en Salas. 
En casos de actos restrictivos de libertad realizados por particulares los tribunales 
competentes de conocer la causa serán los juzgados de Distrito para lo criminal 
respectivos, su interposición solo podrá ser por escrito o verbalmente.  
Ley Nº 49 Ley de Amparo Articulo 56 El Recurso de Exhibición Personal, en el caso de 
detención ilegal realizada por cualquier autoridad, se interpondrá ante el Tribunal de 
Apelaciones respectivo o ante la Sala Penal de los mismos, donde estuviere dividido en 
Salas. En el caso de actos restrictivos de la libertad, realizado por particulares, las 
autoridades competentes serán los Jueces de Distrito para lo Criminal respectivo. 
 
2.2.7 Derechos protegidos y su funcionalidad 
El Habeas Corpus tiene como fin la protección de la libertad como un derecho humano, 
fundamental. 
El derecho constitucional exige que se cumplan cualquiera de las siguientes 
condiciones para acceder al Recurso de Habeas Corpus:  
 Ser arrestado o detenido sin causa expresamente determinada por la ley 
 Que la detención haya sido ordenada por funcionario no competente 
 Que la detención no cumpla con las mínimas garantías constitucionales y humanas  
 Que los funcionarios mantengan u ordenen la detención ilegal fuera de tiempo, 
cuando ya se ha cumplido la sentencia. 
 Que los funcionarios que permitan ordenen o mantengan la detención o arresto 
ilegal, estén sujetos a responsabilidad personal efectiva. 
 
2.2.8 Procedimiento 
Conforme a la Ley de Amparo, Ley número 49 (1988), en su Título cuarto, para 
interponer el Recurso de Exhibición Personal, se deberá expresar por escrito, verbal, 
carta o telegrama:  
 El nombre del tribunal ante quien se interpone el Recurso 
 Nombre, apellidos y generales de ley del recurrente 
 Nombre, apellidos y generales de ley del detenido 
 Los hechos que lo motivan, la expresión de los motivos deberá ser en forma 
clara  
 El lugar en que se encuentra el detenido, si se supiere,  
 El nombre o el cargo que ejerce la autoridad o el funcionario, representante o 
responsable de la entidad o institución que ordenó la detención, si se supiere. 
 
En caso de interponer el recurso de forma verbal, la autoridad competente deberá 
levantar un acta de la declaración.  
El Tribunal deberá decretar la Exhibición Personal y nombrará un Juez Ejecutor que 
podrá ser cualquier autoridad o empleado del orden civil o un ciudadano de preferencia 
abogado,  
El Juez Ejecutor debe cumplir inmediatamente su cargo, dirigiéndose a la autoridad o 
persona contra quien se ha expedido el auto de Exhibición. 
Dicha autoridad o persona deberá recibir al Juez ejecutor inmediatamente, y deberá 
presentar a la persona agraviada, debiendo explicar los motivos de la detención ilegal, 
fecha en que tuvo lugar dicha la privación de libertad.  El Juez ejecutor deberá levantar 
acta detallada.  
Articulo 62 Ley de Amparo. El Juez Ejecutor podrá exigir la Exhibición de la persona 
detenida a la autoridad o funcionario que lo tenga directamente bajo su custodia, 
aunque estuviere a la orden de otro funcionario o autoridad, sin perjuicio de continuar 
con los otros trámites del recurso. 
Atribuciones del Juez Ejecutor.-  El Juez Ejecutor está obligado a cumplir su cargo y a 
dictar dentro de la ley todas las medidas de seguridad que sean indispensables cuyo 
objeto será en favor del detenido o de aquel que sufra amenaza real.  
1. Ordenar libertad del detenido o que pase de inmediato a la autoridad competente, en los 
casos que  la persona esté a orden de autoridad que no es la facultada para conocer del 
caso. 
2. En casos en que el termino de ley de detención se hubiere excedido, aun cuando este 
bajo orden de autoridad competente, el Juez ejecutor deberá ordenar por auto que el 
detenido pase inmediatamente a la orden de la autoridad que corresponda o que sea 
puesto en libertad. 
3. Si no se ha iniciado el proceso o no se ha proveído el auto de detención en el término 
de ley, o no se hubiere dictado el auto de prisión en término legal,  aun cuando este 
bajo orden de autoridad competente, el Juez ejecutor deberá, mediante auto ponerlo en 
libertad bajo fianza. 
 
Fuera de estos tres casos dispondrá por auto que el proceso siga su curso. 
En caso de que la autoridad requerida no cumpla con el mandato, todo lo actuado por 
ella será considerado nulo y delictuoso.  
Cumplimiento del mandato del Juez Ejecutor.- 
La persona o autoridad requerida deberá cumplir el mandato en el acto mismo de la 
notificación. Caso contrario el Juez Ejecutor podrá dar cuenta al Tribunal quien deberá 
dictar las medidas para la consecución del cumplimiento del mandato. 
En caso de que la persona o autoridad que ha sido requerida, no es quien ha dictado la 
orden de detención, el requerido deberá indicar la autoridad, funcionario o institución 
que ordenó la detención contra la cual deberá dirigirse el Juez Ejecutor. 
En caso de que la autoridad competente pertenezca a otro territorio, el Juez Ejecutor 
estará obligado a informarlo telegráficamente de inmediato a dicho Tribunal para que 
proceda a nombrar nuevo Juez Ejecutor que cumpla el Recurso. 
En los casos cuando se presuma la detención de una persona y se ignore el lugar en 
que se encuentra y, además se desconozca quién ordenó su detención, el solicitante 
deberá introducir recurso en el  Tribunal respectivo quien deberá girar orden a la 
Procuraduría General de Justicia, con el fin de que se averigüe el lugar de su detención 
y quién es el responsable de la misma. La Procuraduría con la brevedad que el caso 
amerita, actuará haciendo uso de las facultades que las leyes le confieren. 
La autoridad, funcionario o empleado público, contra quien se dirigiere la exhibición, 
atenderá inmediatamente lo mandado bajo pena de multa de hasta el veinticinco por 
ciento de su salario o ingreso mensual a juicio del Tribunal, sin perjuicio de ser juzgado 
por el delito que corresponda. 
El Tribunal que conoce del Recurso impondrá la multa y pondrá el caso en 
conocimiento de la Procuraduría General de Justicia, para que derive las acciones 
correspondientes. 
Si la desobediencia es contra resoluciones del Tribunal, tendrá las mismas sanciones, y 
además, la separación del cargo. 
Cuando el funcionario que desobedezca el auto de exhibición fuese empleado o agente 
del Poder Ejecutivo, el Tribunal que conoce del Recurso lo pondrá inmediatamente en 
conocimiento de aquel, por medio de la Corte Suprema de Justicia, para que en el 
término de veinticuatro horas haga ejecutar lo mandado. 
Si el Poder Ejecutivo se negare o dejare transcurrir el término sin llevar a efecto lo 
mandado, la Corte Suprema de Justicia hará constar el hecho públicamente y lo 
informará a la Asamblea Nacional. 
La Corte Suprema de Justicia podrá hacer uso de la fuerza pública para darle 
cumplimiento al auto de exhibición. El interesado podrá a su vez solicitar a la 
Procuraduría General de Justicia la presentación de la acusación correspondiente. 
2.2.9 Casos Especiales 
Art. 71. Ley de Amparo 
El Tribunal correspondiente, a solicitud de parte, dictará orden para que el Juez Ejecutor 
se apodere del favorecido y lo presente ante el mismo Tribunal, cuando se esté en 
presencia de alguno de los casos siguientes: 
1. Cuando por declaración dada bajo promesa de ley de un testigo fidedigno o por 
indicio grave, aparece que alguno se hallare en prisión o custodia ilegales, y hay 
motivos fundados para creer que será extrañado del territorio de la República. 
2. Cuando hubiesen motivos suficientes para creer que el detenido sufrirá un daño 
irreparable antes que pueda ser socorrido en el curso ordinario del procedimiento. 
3. Cuando el auto de exhibición ha sido desobedecido. 
 
2.2.10 Habeas Corpus como mecanismo de protección  
Cuando una persona crea estar en peligro inminente de ser detenido y dicha detención 
sea considerada ilegal, podrá  interponer Recurso de Exhibición Personal, para 
interponer dicho recurso es necesario que exprese en qué consiste la amenaza, la cual 
debe ser real, inmediata, posible y realizable, además dicho recurso debe cumplir con 
los siguientes requisitos: 
1. Expresar los hechos que lo motivan,  
2. El nombre o cargo de la autoridad o del funcionario, quien dictó auto de 
detención 
3. representante o responsable de la entidad o institución que ordenó la detención, 
si se supiere.  
4. La petición podrá hacerse en papel común por telegrama, carta y aun 
verbalmente levantándose en este último caso el acta correspondiente.  
 
Una vez que ha sido introducido en forma el Recurso de Exhibición Personal por 
amenaza, el Tribunal deberá solicitar a la autoridad en contra de quien se dirige el 
Recurso que rinda informe en el término de veinticuatro horas; con dicho informe o sin 
él, el Tribunal decidirá admitir o rechazar dicho Recurso. En el caso de que lo admita se 
deberá nombrar Juez Ejecutor. 
En el caso de que el Tribunal rechace el Recurso, el perjudicado podrá recurrir de 
“QUEJA” ante la Corte Suprema de Justicia y de lo resuelto por ésta no habrá Recurso 
alguno. 
2.2.11 Días hábiles 
El Recurso de Habeas Corpus se puede interponer  cualquier día y a cualquier hora, 
todos los días son hábiles para su interposición aún en estado de Emergencia 
declarado, siempre que continúen los actos ilegales de restricción de libertad personal 
o exista amenaza de este. 
 
2.2.12 Ausencia de formalidad en la interposición del Recurso 
Su interposición puede ser por escrito, verbal, carta, o telegrama, lo que deja a simple 
vista que este es un recurso que no requiere solemnidad para su interposición por su 
naturaleza emergente en salvaguardar los derechos fundamentales, facilitando de esta 
manera la actuación del habeas corpus. 
En caso de interponer el Recurso por escrito este puede ir en papel común.  Y para la 
interposición verbal requerirá que la autoridad ya sea Juez o ante Secretario levante un 
acta. 
De esta manera se brinda la seguridad a personas analfabetas quienes pueden 
accionar el Recurso verbalmente, y a aquellas que viven en zonas alejadas o de difícil 
acceso que pueden ampararse a este recurso vía telégrafo.   
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2.3 Habeas Data Mecanismo de Defensa 
 




Etimológicamente Habeas Data proviene del latín, Habeas “téngase en posesión” y 
data “información o datos”, por lo cual su traducción sería “traer los datos”, “téngase los 
datos”, es decir: Traer los datos o información pública en manos del estado e 
información personal del actor, con el fin de que éste pueda conocerlos y solicitar la 
corrección de datos personales en caso de que cause algún tipo de perjuicio. 
Doctrinariamente se lo concibe al Habeas Data con un doble carácter, como derecho a 
la intimidad de las personas; o como garantía o proceso constitucional. 
La Ley de Acceso a la Información pública define el Habeas Data de la siguiente forma: 
Artículo 4.- Para los fines de la presente Ley, se establecen las siguientes definiciones: 
b. Habeas Data: La garantía de la tutela de datos personales privados asentados en 
archivos, registros, bancos de datos u otros medios técnicos, sean éstos públicos o 
privados, cuya publicidad constituya una invasión a la privacidad personal familiar, que 
tenga relevancia con respecto a datos sensibles de las personas, su vida íntima, 
incluyendo sus asuntos familiares, que se encuentren en poder de las entidades 
especificadas en el Arto. 1. 
Se entiende por Datos Sensibles, los datos personales que revelan origen racial y 
étnico, opiniones políticas, convicciones religiosas, filosóficas o morales, afiliaciones 
políticas, sindicales e información referente a la salud física y psicológica o a la vida 
íntima de las personas, en cualquier formato en el que se generen o almacenen. 
De igual manera, el Habeas Data garantiza el acceso de toda persona a la información 
que puede tener cualquier entidad pública sobre ella, así como el derecho a saber 
porque y con qué finalidad tienen esa información. 
Es decir el Habeas Data fue concebido con la finalidad de poder acceder a la 
información privada y además proteger los derechos individuales de las personas en 
cuanto a la información que de ella se encuentre tanto en manos del Estado como en 
esferas particulares.  
2.3.2 Naturaleza Jurídica 
Podemos analizar el Habeas Data desde tres conceptualizaciones: 
 Como garantía.- porque como instrumento procesal protege los Derechos 
Humanos de tercera generación.  
 Como acción.- porque, no es un medio impugnativo o incidente dentro de un 
proceso determinado. 
 Como Proceso.- porque como todo proceso es un conjunto sistematizado de 
actos jurídicos procesales sucesivos.  
 
De este análisis se desprende que el Habeas Data es un derecho humano de 
naturaleza procesal, es una acción constitucional; como mecanismo de defensa  es un 
Recurso Procesal, es el Derecho que tiene  todo ciudadano de acceder a información 
personal que se encuentre en manos del Estado.  
En Derecho Comparado el Habeas Data permite además que la persona que figura en 
un registro o banco de datos, acceda a tal registro para conocer qué información existe 
sobre su persona, y solicitar la corrección de esa información si le causara algún 
perjuicio, permita identificar a la persona que proporcionó el dato, los motivos de su 
almacenamiento o el lugar donde se pueda ubicar. 
La legislación Nicaragüense permite tan solo acceder a la información que se 
encuentra en manos del Estado, y conocer  el por qué y la finalidad por la cual poseen 
esa información.  No contempla la corrección de dichos datos.   
2.3.3 El Habeas Data como mecanismo de defensa de los Derechos Humanos 
Al estar íntimamente vinculados estos datos a las personas, y que dicha información 
tenga carácter íntimo y personal, lo que se violentan son derechos individuales, y 
fundamentales.  Derivados del principio de la dignidad humana, del derecho a la vida, 
al honor y la libertad,  y,  que actualmente han sido víctima también de los avances de 
la tecnología e informática, ya que la intimidad, vida privada,  honra y buen nombre ha 
quedado sujeta a la manipulación de estos medios. 
Es por esto que nace el Habeas Data como una garantía a los Derechos Humanos de 
tercera generación, surge como un recurso procesal, que brinda garantías 
constitucionales, permitiendo el acceso a la información privada y protegiendo al 
individuo ante un manejo inadecuado de información personal, que pueda estar siendo 
almacenada, guardada, distribuida y malversada, por entidades de orden público.   “Art. 
26  Cn. Toda persona tiene derecho a: Inc. 4. A conocer toda información que sobre 
ella hayan registrado las autoridades estatales, así como el derecho de saber por qué y 
con qué finalidad tienen esa información”. 
Además con la finalidad de salvaguardar los derechos de toda la ciudadanía y el fácil 
acceso a la información pública  se creó la “Ley de Acceso a la Información Pública” en 
ella se establece la definición de Habeas Data.  
4. b "La garantía de la tutela de datos personales privados asentados en archivos, 
registros, bancos de datos u otros medios técnicos, sean éstos públicos o privados, 
cuya publicidad constituya una invasión a la privacidad personal familiar, que tenga 
relevancia con respecto a datos sensibles de las personas, su vida íntima, incluyendo 
sus asuntos familiares, que se encuentren en poder de las entidades especificadas en el 
Arto. 1. (públicas; mixtas, privadas subvencionadas por el Estado)". 
La Ley de Acceso a la Información Pública en su Artículo primero define su ámbito de 
aplicación:   
Artículo 1.- La presente Ley tiene por objeto normar, garantizar y promover el ejercicio 
del derecho de acceso a la información pública existente en los documentos, archivos y 
bases de datos de las entidades o instituciones públicas, las sociedades mixtas y las 
subvencionadas por el Estado, así como las entidades privadas que administren, 
manejen o reciban recursos públicos, beneficios fiscales u otros beneficios, concesiones 
o ventajas. 
2.3.4 Del Habeas Data en cuanto a la protección de Información Personal en manos de 
entidades de carácter Privado 
A pesar de estar el Habeas Data contemplado en nuestra constitución en el artículo 26 
como habíamos mencionado en párrafos anteriores.  Esta normativa dejo vacíos en 
cuanto al ámbito de aplicación y los derechos que se pueden proteger a este respecto. 
El Habeas Data puede versar sobre toda información que se encuentre en manos de 
autoridades estatales, pero nuestra Constitución no contempla la información personal 
que se encuentre en manos de la empresa privada. 
Como dicha información no puede quedar al arbitrio de terceros es necesario recurrir al 
Código Penal de Nicaragua, en busca de un mecanismo de defensa a la manipulación 
de datos por el sector privado. 
De esta forma el código Penal lo contempla en su Título III Delitos Contra la Vida 
Privada y la Inviolabilidad del Domicilio: 
Art. 197 Registros prohibidos:  El que sin autorización de ley promueva, facilite, autorice, 
financie, cree o comercialice un banco de datos o un registro informático con datos que 
puedan afectar a las personas naturales o jurídicas, será penado con prisión de dos a 
cuatro años y de trescientos a quinientos días multa. 
Art. 198 Acceso y uso no autorizado de información: Quien, sin la debida autorización, 
utilice los registros informáticos de otro, o ingrese, por cualquier medio, a su banco de 
datos o archivos electrónicos, será penado con prisión de uno a dos años, y de 
doscientos a quinientos días multa. 
Esta normativa resulta fundamental para el desarrollo del país y la protección a la 
información personal, generando expectativas y esperanzas en la población 
nicaragüense para que puedan ejercer su derecho, contribuyendo así al correcto 
proceder de la empresa privada. 
 
2.3.5 Del Habeas Data en cuanto a la protección de la información personal en manos 
del Estado  
Mucho se ha hablado además que su finalidad es proteger a la persona de los abusos 
que pueda sufrir respecto del llamado poder informático o de almacenamiento de datos. 
Entendiendo por poder informático la producción, almacenamiento y transferencia de 
información personal que pueden realizar instituciones públicas y privadas, empresas y 
personas en general, en base a los avances tecnológicos contenidos en el internet que 
hoy existen como son: correo electrónico, páginas web, redes sociales, blogs, video 
conferencias, juegos en línea, comunicación y transferencia global de datos. 
La figura del Habeas Data está vinculada con la del Habeas Corpus, en cuanto a 
protección de derechos personalísimos, sin embargo con esta lo que se pretende 
proteger no es el cuerpo sino el dato.  Es decir la información recaba sobre la persona 
o personas.   
La información personal almacenada, puede ser incorrecta o desactualizada, 
abarcando situaciones del pasado que han sido superadas, pueden ser de carácter 
sensible, es decir, de carácter político o religioso de la persona, comportamiento 
sexual, estado de salud, etc., información que al ser íntima no debería ser de 
conocimiento y manejo público, salvo que su mismo titular así lo acepte expresamente. 
El almacenamiento informático de datos de esta naturaleza incurre en un riesgo a la 
persona, por la facilidad de almacenaje y transferencia de forma rápida, eficaz y global.  
Al inminente peligro que significa el almacenaje y distribución inmediata de la 
información se debe sumar el perjuicio que sufriría la persona, si dicha información 
fuese alterada con datos falsos, erróneos y mal intencionados.   La simple 
manipulación de la información personal es en sí ya un grave riesgo para todos.  
Actualmente la informática, desarrollo cibernético, internet, y demás ciencias de la 
tecnología ha avanzado de manera agigantada, tanto en el proceso de acopio como de 
difusión de la información que posee, recopila, transfiere, intercambia.  Este acopio y 
recolección de datos puede ser realizado de manera superficial, inadecuado, e 
irresponsable, sin la debida verificación, investigación, control y estudio. 
Es por esto que, mediante la garantía del Habeas Data también se puede acceder a  la 
información personal existente en poder del estado. 
Mantener un control efectivo a la calidad de información que reposa en tales registros, 
permitiendo no solo un proceso de corrección sino hasta de anulación y supresión de 
los datos ilegítimos, sería el próximo paso a dar para una protección más amplia de 
dichos derechos. 
El Hábeas Data es un derecho humano, una garantía constitucional con la que se 
pretende que la persona pueda saber: la forma de obtención de la información, los 
fundamentos legales por los cuales el poseedor logró obtener la información, desde 
cuándo tiene la información, el uso que ha dado o hará a la información; motivo, fecha 
y a qué personas hicieron circular la información; el tipo de medio que utiliza para 
guardar los datos (automatizada o manual) y la seguridad que ofrece para que la 
información no sea usada indebidamente. 
2.3.6 Marco Jurídico 
La Constitución Española de 1978 estableció, en su art. 18.4, que "la ley limitará el uso 
de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los 
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos". A su vez, en su art. 105, b), asegura 
"el acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que 
afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad 
de la persona". 
En el ámbito latinoamericano, fue la Constitución Brasileña de 1988, quien  abordó por 
primera vez estos temas, dándole el nombre de “Habeas Data”. La Constitución de 
Brasil nos indica que: 
 "Se concederá Hábeas Data: a) Para asegurar el conocimiento de informaciones 
relativas a la persona de quien lo pide, que consten en registros o bancos de datos de 
entidades gubernamentales o de carácter público; b) Para la rectificación de datos, 
cuando no se prefiera hacerlo en proceso reservado judicial o administrativo".  
El derecho a la Privacidad es de orden Constitucional por lo cual nuestra Constitución 
Política de Nicaragua lo regula de la siguiente manera: 
Art. 26  Constitución de la República de Nicaragua. Toda persona tiene derecho a:  
Inc. 4. A conocer toda información que sobre ella hayan registrado las autoridades 
estatales, así como el derecho de saber por qué y con qué finalidad tienen esa 
información. 
Además la Constitución de Nicaragua mediante el artículo 52 “permite a todo 
ciudadano a realizar peticiones, denunciar anomalías y hacer críticas constructivas  a 
cualquier autoridad y a recibir respuestas en los plazos establecidos por la Ley”.  
La República de Nicaragua cuenta con un limitado marco jurídico que regula el derecho 
al acceso a la información y protección de la información personal privada, es decir, 
que como Mecanismo el Habeas Data, no tiene una ley como tal que regule su 
tramitación, por lo cual se hace manifiesta la necesidad de implementar un marco 
regulatorio para acceder a dicho Mecanismo, como un proceso autónomo, el cual 
requiere necesariamente de una legislación especial que la regule. 
Sin embargo para remediar este vacío procesal y para no dejar sin  protección el 
acceso a la información personal en manos del Estado se ha recurrido al Recurso de 
Amparo, como vía de defensa, de tal manera que le son aplicables las normas relativas 
al Amparo. 
Y en cuanto a la información personal en manos del sector privado, encontramos su 
protección en el Código Penal artículos 197 y 198. 
La falta de regulación, conocimiento y aplicación del Habeas Data ha sido poco efectiva 
en la práctica.  Es importante darle mayor publicidad a las acciones a las que la 
ciudadanía puede acceder a favor de hacer valer sus derechos. 
 2.3.7 Derechos protegidos 
Como hemos venido mencionando el Habeas Data es una garantía constitucional que 
protege derechos humanos de tercera generación, protege  derechos individuales que 
abarcan el libre acceso a la información personal en manos del Estado y el sector 
privado.  
En este sentido vemos la diferencia existente entre el Habeas Data y el libre acceso a 
la información pública. 
El Derecho de Acceso a la Información Pública, es el derecho que todo ciudadano tiene 
de acceder a la información pública, de carácter general existente en bases de datos 
de entidades del sector Público.  
Es decir presume la limitación y censura de la actividad de la administración pública, y 
además hace referencia  a la posesión de datos personales. Evitando el control 
absoluto del Estado sobre sus ciudadanos. 
El Habeas Data tutela, primordialmente, el derecho a la intimidad, que  tiene relación 
con el ejercicio de otros derechos y libertades del ciudadano en un verdadero Estado 
de Derecho. Ya que garantiza la protección de datos personales privados que se 
encuentran almacenados en bancos de datos y registros u otros medios tecnológicos 
privados y públicos, cuya utilización, publicación o transferencia constituya una 
violación a los derechos fundamentales de la persona o su familia invadiendo su 
privacidad.  
El hábeas data busca tutelar la autonomía informativa como medio para acceder, 
modificar, actualizar y corregir toda información personal contenida en registros de 
dichas entidades. De igual manera sirve para permitir el acceso a la información que 
obra en las entidades de la administración pública y que le es negada al agraviado. 
También consiente investigar que se cumplan diversos requerimientos de seguridad en 
el almacenamiento de datos garantizando la confidencialidad de los mismos. 
Debería permitir suprimir aquella información que afecta la intimidad personal u otros 
derechos fundamentales. Asimismo, debería contemplar impedir el acceso de terceros 
a información clasificada; denegando su uso mediante un proceso judicial o  impugnar 
la interpretación, el análisis o la valoración equivocada de los datos.   
2.3.8 Causas de procedencia 
Procede contra el hecho u omisión por parte de cualquier autoridad, funcionario o 
persona que vulnera o amenaza los siguientes derechos:  
 Al solicitar  información requerida y no recibirla por parte de cualquier entidad 
pública, salvo aquella que afecte la intimidad personal de terceros o que tiene 
que ver con la seguridad nacional.  
 A que los servicios informáticos computarizados o no, públicos o privados, 
conserven información que afecte la intimidad personal y familiar. 
 
Hacer valer el derecho de acceso a la información personal, que genera, obtiene y 
almacena, implica la obligación de las entidades de proporcionar dicha información.   
La falta de contestación, incumplimiento, o contestación de requerimiento al titular o 
responsable del registro, habilita la interposición  del Habeas Data. 
2.3.9 Legitimación de las partes 
2.3.9.1 Activa 
Lo puede interponer cualquier persona física o jurídica, que sienta afectado sus 
derechos. En los casos en que: 
 Cuando al ciudadano solicitante se le niegue acceso a la información que se 
encuentre en manos de la Administración pública. 
 Cuando una persona presuma que un registro de datos contiene información 
acerca de ella, podrá requerir antes de accionar al titular o responsable para que 
le haga conocer dicha información o uso. 
 
2.3.9.2 Pasiva  
Procede contra los titulares, responsables o usuarios de registro de datos estatales o 
particulares.  En el ámbito privado la ley aplicable además será en la esfera Penal. 
 
2.3.10 Competencia Judicial 
Por falta de una ley reglamentaria sobre el tema, las cuestiones de competencia son 
resueltas, por analogía, siguiendo el procedimiento establecido para el Recurso de 
Amparo. 
No se requiere que se agote la vía administrativa para acceder a la  vía judicial, basta 
con que se den situaciones  en que se nieguen los derechos de información, acceso y 
confidencialidad de datos, por parte de los responsables. 
Siguiendo la línea del Recurso de Amparo y conforme a la Ley de Amparo, Ley No. 49, 
la admisión y trámite del Habeas Data deberá hacerse ante el Tribunal de Apelaciones 
respectivo, o ante la Sala de lo Civil de los mismos donde estuvieren divididos en 
Salas, el que conoce de las primeras diligencias hasta la suspensión del acto inclusive, 
(art. 25). 
La Corte Suprema de Justicia será responsable del conocimiento ulterior hasta la 
resolución definitiva. Si el Tribunal se niega a tramitar el habeas data, puede el 
perjudicado recurrir de amparo por la vía de hecho ante la Corte Suprema de Justicia.  
(artículo. 25). 
Deberá interponerse por escrito, alegando  las razones por las cuales se sospecha que 
determinado registro guarda su información personal, o las razones que motivan que se 
requiera la información que se encuentra en manos del Estado. 
2.3.11 Procedimiento 
Se interpone el Habeas Data ante el Tribunal de Apelaciones, y se lo tramita como 
Recurso de Amparo, por carecer de regulación y procedimiento autónomo. 
La sentencia Número 60 del dieciocho de enero del año dos mil siete, de las diez y 




Con fundamento en lo anterior, Artos. 209, 424, 426, 436, y 477 PR.; Artos. 45, 187, 
188, 189 y 190 de la constitución Política; artículos 3, 4, 25 y 71 de la Ley de Amparo, 
los suscritos Magistrados de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia Resuelven: I.- NO HA LUGAR A LA QUEJA EN VIA DE RECURSO DE 
EXHIBICION PERSONAL, interpuesta por el señor José Ángel Rodríguez Martínez, en 
contra de la Sala Penal del Tribunal de Apelaciones, Circunscripción Occidental; II.- 
Quedan a salvo los derechos del recurrente para que lo ejerza si lo estima a bien por 
medio del Recurso de Amparo. III.- Remítase Certificación de la presente resolución a la 
Sala Penal, del Tribunal de Apelaciones, Circunscripción Occidental. El Honorable 
Magistrado doctor Guillermo Selva Arguello, además de aprobar la sentencia hace la 
siguiente observación: “Considera pertinente que en la presente sentencia se enfatice el 
hecho que aunque el habeas data no se encuentra contenido entre los mecanismos de 
control constitucional como bien dice el proyecto, el articulo 26 numeral 4) tutela el 
derecho que tienen las personas a conocer toda información que las autoridades 
estatales hayan registrado sobre ella, más aun cuando se trate de un proceso penal, 
dentro del cual deben observarse todas las garantías previstas”……..     
Además la Corte Suprema de Justicia a través de la misma sentencia fundamenta su 
fallo indicando que es competencia de todas las autoridades, jueces y magistrados 
garantizar el efectivo acceso a la justicia y velar por la Tutela Judicial Efectiva.  Además 
que aunque la Ley de Amparo no regule de manera autónoma el Habeas Data, al ser 
un derecho integrado en la Constitución (art.26), es posible interponer Recurso de 
Amparo para su tramitación, cimentándose en el artículo 45 de la Constitución. que 
hace referencia que a toda persona que se le hayan violentado sus derecho 
constitucionales pueden interponer Recurso de Amparo conforme su misma  Ley.   
Ha dejado también claro la Corte Suprema de Justicia que  los principios, disposiciones 
y garantías de la Constitución vinculan a todos los poderes del Estado en su actuar, 
que tanto la Constitución en su artículo 52 como la Ley Orgánica del Poder Judicial 
artículo 18, el Código Procesal Civil 194 y 443 han dejado claro que los Jueces y 
Tribunales no pueden excusarse de resolver pretensiones, alegando vacíos o 
deficiencias en la Ley, ya que deberán hacerlo aplicando la Constitución, los Principios 
y Fuentes Generales del Derecho, jurisprudencia, etc.; recordando siempre que la 
Constitución está por encima de las demás leyes o Tratados Internacionales; en 
consecuencia a falta de regulación del Habeas Data deberá tramitarse como Recurso 
de Amparo, conforme al Derecho de Petición.  




artos. 45, 164 inc. 3, 188 
 
Ley de Amparo artos. 1º, 
3º, 6º, 7º, 25, 53. 
 
LOPJ arto. 34 inc.1  
Función: 
Proteger derechos y 
garantías 
constitucionales que 
han sido vulnerados o 




Por parte de actos, 
disposiciones, 
resoluciones y en 
general cualquier 
acción u omisión de 
cualquier funcionario, 
autor o agente del 
mismo. 
Activa: 
Se entiende por parte 
agraviada toda 





funcionario o agentes 
de los mismos, tanto 
el que dicta el acto 
que viola los 
derechos o garantías 
como quien lo 
ejecuta. 
Si el acto es de carácter 
positivo tiene por efecto 
restituir al agraviado en 
el pleno goce de 
derechos transgredidos, 
anulando el acto 
impugnado y 
retrotrayendo los 
efectos de la sentencia 
al momento en que se 
produce la violación, y 
cuando el acto o actos 
sean de carácter 
negativo se deberá 
obligar a las 
autoridades a que 
actúen conforme a la 
ley o garantía de que se 
trate. 
 
El recurso puede ser 
rechazado al considerar 
la Sala de lo 
Constitucional que no 
existe violación de 
derechos y garantías 
Habeas Corpus 
Constitución Política 
artos. 45, 169. 
Ley de Amparo artos. 1º, 
4º, 6º,  54-79. 
LOPJ arto. 34 inc.4 
Función 
Protege y corrige 
situaciones de 
detención ilegal 






Protege la integridad, 





 Se concede a favor 
de quien sufre 
violación o amenaza 
de violación de sus 
derechos, lo puede 
promover cualquier 
habitante de la 
República de 
Nicaragua sea 
nacional o extranjero 
siempre que sea a 
favor del agraviado. 
 
Pasivos 
En sentido positivo: 
Ordenar libertad del 
detenido o que pase de 
inmediato a la autoridad 
competente, en los 
casos que  la persona 
esté a orden de 
autoridad que no es la 
facultada para conocer 
del caso. 
En casos en que el 
termino de ley de 
detención se hubiere 
excedido, aun cuando 
este bajo orden de 








violación del derecho 
de libertad con actos 
de detención ilegal.   
Contra particulares,  
ya sea persona 
natural o jurídica, en 
caso de actos que 




el Juez ejecutor deberá 
ordenar por auto que el 
detenido pase 
inmediatamente a la 
orden de la autoridad 
que corresponda o que 
sea puesto en libertad. 
Si no se ha iniciado el 
proceso o no se ha 
proveído el auto de 
detención en el término 
de ley, o no se hubiere 
dictado el auto de 
prisión en término legal,  
aun cuando este bajo 
orden de autoridad 
competente, el Juez 
ejecutor deberá, 
mediante auto ponerlo 
en libertad bajo fianza. 
 
En sentido negativo 
 
Fuera de estos tres 
casos dispondrá por 
auto que el proceso 
siga su curso. 
En caso de que la 
autoridad requerida no 
cumpla con el mandato, 
todo lo actuado por ella 




arto. 26 inc.4 
Objeto 
Protege y tutela datos 
personales 
Protege la intimidad d 






vida, integridad, honor 
, libertad, privacidad 
Protección de 
derechos individuales 
en cuanto a datos en 
manos d entidades 
Activa 
Lo puede interponer 
cualquier persona 
física o jurídica, que 




Procede contra los 
titulares, 
responsables o 
usuarios de registro 
de datos estatales o 
particulares.   
 
No ha habido 
jurisprudencia al 
respecto, sin embargo 
la constitución 
establece que mediante 
el habeas data el 
perjudicado puede 
acceder a los datos 
personales que de él 
tenga el estado, y 
conocer los motivos por 




Es importante analizar 
publicas  
Protección de datos 
privados asentados en 
archivos, registros, 
bancos de datos u 
otros medios técnicos, 
sean éstos públicos o 
privados, cuya 
publicidad constituya 
una invasión a la 
privacidad personal 
familiar 
el hecho de que nuestra 
carta magna no 
contempla la posibilidad 
de modificar, cambiar o 
corregir dicha 
información, aun 
cuando esta debería ser 
su principal función. 
 

















Capítulo 3: El Derecho al Debido Proceso en la Legislación Nicaragüense y su 
respectivo cumplimiento 
 
3.1 Debido Proceso 
 
El Debido Proceso debe considerarse como el conjunto de condiciones que deben 
cumplirse para asegurar la debida defensa de aquellos cuyos derechos y obligaciones 
están bajo consideración judicial. 
De acuerdo a la jurisprudencia establecida por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, la aplicación de las garantías del Debido Proceso no sólo son exigibles a 
nivel de las diferentes instancias que integran el Poder Judicial sino que deben ser 
respetadas por todo órgano que ejerza funciones de carácter materialmente 
jurisdiccional. 
 
3.2 Naturaleza del Debido Proceso 
 
El Debido Proceso, como un derecho que resulta por ser un atributo de la persona 
humana, es inherente a todo individuo en razón de su condición de ser humano, tal 
como lo enuncian, junto a otros derechos y garantías fundamentales que ostentan el 
mismo carácter, los ordenamientos constitucionales de los Estados, así como el 
ordenamiento internacional. En la doctrina es considerado también como uno de los 
llamados principios generales del derecho, con vocación universal, subyacente a todo 
ordenamiento jurídico particular y general, constituyendo, dentro de los mismos, un 
valor supremo en la escala de los valores normativos o fuentes. 
 Sin embargo no existe aun unanimidad ni en la doctrina ni en el Derecho comparado 
respecto de la naturaleza jurídica del Debido Proceso, ya que es considerado un 
principio, una garantía constitucional o un derecho fundamental. 
Sin embargo por las características que presenta el Debido Proceso debe ser 
considerado como un derecho humano, ya que en el convergen principios y garantías 
constitucionales, lo que  implica las siguientes consecuencias: 
 
a) Su observación o aplicación procede siempre, aun cuando no sea formulado por 
ninguna norma legislativa, constitucional, ordinaria o tratado internacional, porque 
subyace todo el ordenamiento jurídico general y particular. 
b) Tiene una vocación universal, es común a todo ordenamiento y sistema jurídico sin 
excepción. 
c) Es trascendente en el tiempo y el espacio, por aplicarse a todo individuo en cualquier 
época o lugar donde se encuentre. 
 
 
3.3 Diferencia entre Debido Proceso y Tutela Judicial Efectiva 
 
Existe dentro de la doctrina jurídica un dilema sobre los conceptos de Debido Proceso y 
Tutela Judicial Efectiva, mientras que para algunos doctrinarios de la materia la tutela 
judicial efectiva aparece como algo independiente al debido proceso, para otros, ambas 
denominaciones tienen el mismo alcance y significado. 
Sin embargo la Tutela Judicial efectiva es un concepto más aplicado a la acción, al 
actuar de las entidades, abarca incluso el acceso al Tribunal para orientar la protección 
efectiva de los derechos que implica y pone en juego el proceso con relación a los 
justiciables. Para que la decisión de los jueces sea justa y razonable debe ser fundada 
y congruente por ello debe haber una relación concordante entre los argumentos de 
derecho o norma aplicable y los hechos englobados en la norma.  
El acceso a la justicia como contenido base del derecho a la tutela judicial efectiva, se 
refiere obviamente a la posibilidad de acceder a los órganos jurisdiccionales para que 
estos se pronuncien sobre la pretensión que formule un titular del derecho.  
El derecho a la jurisdicción no es sólo la posibilidad de acceso a ella, pero si 
presupuesto lógico de todos los posibles contenidos del derecho. 
Es por ello que José Gerardo González Riega, en su compilación Introducción al 
Derecho Jurisdiccional (2008) menciona los aportes realizados por Juan Montero Aroca 
a quien le interesa destacar los siguientes aspectos sobre el acceso a la justicia: 
No existen conflictos jurídicos que puedan excluirse de la posibilidad de ser planteados 
por los ciudadanos y de ser resueltos por los órganos jurisdiccionales, lo que ha tenido 
especial trascendencia con los llamados “actos políticos” (STC 45/1990) 
Por ello la LJCA de 1998 no alude a los actos políticos como excluidos del control 
jurisdiccional, sino que, al contrario, parte de que no existe esfera de actuación 
gubernamental inmune al Derecho. (p.266) 
Con esto quiere decir que cualquier conflicto jurídico puede ser llevado ante los 
órganos jurisdiccionales para que estos ejerciten su función, sin que pueda excluirse 
conflicto alguno, pues impedirle el paso sería una negación del derecho, y no parece 
lógico reconocer en la ley un derecho o interés y luego negarle el acceso al poder 
judicial a quien lo invoca. 
También menciona como aspecto importante a destacar sobre el contenido del derecho 
a la Tutela Judicial Efectiva en lo que respecta al acceso a la justicia “La posibilidad de 
plantear una cuestión jurídica a los jueces y tribunales no puede hacerse depender de 
controles administrativos o de autorizaciones de otros poderes (STC 124/1988)”. 
(p.267)  
Esto nos indica y reafirma la independencia que debe existir entre los poderes del 
Estado, quienes a pesar que deben actuar en armonía deben respetar cada uno su 
esfera de competencia; la tutela judicial que prestan los órganos jurisdiccionales no 
puede hacerse depender del cumplimiento de requisitos que queden en manos de los 
otros poderes. El acceso al poder judicial no puede hacerse depender de requisitos de 
difícil cumplimiento. 
La resolución de fondo es el segundo elemento que abordaremos como integrador de 
la tutela judicial efectiva dentro de una amplia jurisprudencia. Este comprende la 
necesidad de que el órgano jurisdiccional dicte una resolución fundada en derecho, 
misma que deberá ser de fondo, sea o no favorable a las pretensiones formuladas. 
Cabe destacar que la falta de pronunciamiento o la incongruencia cuando caen sobre el 
fondo del asunto planteado por el demandante pueden ocasionar falta de tutela judicial 
efectiva, lo que implica vulneración a garantías procesales. 
Tercer elemento que nos interesa destacar de la Tutela Judicial Efectiva es el que 
comprende; la firmeza, la invariabilidad y la cosa juzgada. Firmeza de las sentencias en 
el sentido de que las mismas no puedan ser recurridas por las partes si afecta la tutela 
judicial efectiva, ya que es necesario ponerle fin al debate en algún momento. A esta 
sentencia se le denomina “firme” y presupone que acaba con la posibilidad de que las 
partes sigan discutiendo en el mismo proceso.  
Hablamos de invariabilidad de la sentencias en el sentido de que no pueden ser 
modificadas de oficio por el Tribunal que las dicta. Y la cosa juzgada formal que ya es 
un aspecto más amplio porque no se refiere solamente a la tutela judicial efectiva sino 
a la esencia misma de la jurisdicción, es aquella que impide la existencia posterior de 
un proceso sobre la misma pretensión o por lo menos que se dicte nueva sentencia 
sobre dicha pretensión en un segundo proceso. 
Después de haber analizado el contenido de la tutela judicial efectiva nos damos 
cuenta que esta figura jurídica tiene mucha relación con nuestro objeto de estudio 
como es el debido proceso sin embargo a pesar de tanta similitud no podemos 
considerarlos iguales. 
El derecho al Debido Proceso, como bien su nombre lo dice, tutela principios y 
garantías constitucionales, no solo dentro de una causa ya abierta dentro de los 
órganos jurisdiccionales, sino que implica la actuación en general de las diferentes 
instituciones del gobierno, sus funcionarios y los órganos judiciales. 
El debido proceso como derecho humano es una figura más específica que cuida con 
más detalles el actuar de los órganos jurisdiccionales en cada una de las etapas en que 
se desarrolla un proceso, y no sólo ello sino las condiciones en que las partes se 
encuentran enfrentando el mismo, ya que contiene garantías como: el derecho a la 
defensa, a la presunción de inocencia, pruebas, a ser informado en cada etapa del 
proceso, a la presunción de inocencia, sentencias dentro de término justo, entre otras. 
Por lo tanto de manera muy concreta podemos considerar el debido proceso a aquel 
que encierra todas las garantías necesarias para “procesar” justamente a una persona. 
Con el Debido Proceso no se trata de cumplir un trámite cualquiera o dar la apariencia 
ordenada y simplista de procedimientos reglados (donde importa más la forma que el 
contenido), sino de garantizar que no se prive a ningún individuo de la oportuna tutela 
de sus derechos fundamentales y que la sentencia que se dicte, en base a un proceso, 
sea fundada y en fiel cumplimiento de los principios supremos que se exigen en un 
Estado de Derecho 
La esencia de un Debido Proceso radica en que se respeten los preceptos legales que 
asisten a un individuo, sometido a un proceso, por tal razón dichas normas deben ir 
encaminadas a garantizar a ese ciudadano su dignidad humana. 
La diferencia entre ambas figuras la podremos determinar mejor ejemplificando el 
alcance de la tutela judicial efectiva en procesos como el civil y el penal tal como lo 
hace González Riega (2008), dentro del artículo de Montero: 
En el proceso civil el derecho a la tutela judicial efectiva comprende el derecho al proceso 
y a que en él se dicte una sentencia que se pronuncie sobre el fondo del asunto. En el 
proceso penal la situación tiene que ser diferente; no se puede tener derecho a que el 
Tribunal inicie el proceso simplemente partiendo de la afirmación del acusador, el proceso 
penal solo puede abrirse cuando los hechos puedan ser constitutivos de delito y sólo 
puede desarrollarse si existen indicios de que unos determinados hechos existen, de que 
es autor de los mismos el imputado y de que esos hechos pueden ser constitutivos de 
delito; en otro caso se podría someter a juicio penal a una persona sin las garantías 
mínimas. (p.273) 
En conclusión mientras la tutela judicial efectiva comprende el derecho al proceso, el 
debido proceso es un derecho humano que comprende los principios y las garantías 
constitucionales. 
“El cumplimiento del debido proceso garantiza la eficacia a la tutela judicial efectiva”. 
(Sentencia 317/ 2009, CSJ Nicaragua) 
 3.4  Regulación del Debido Proceso en el marco jurídico nicaragüense e 
internacional 
 
3.4.1 Constitución Política de Nicaragua 
Nuestra Constitución Política regula las garantías mínimas que tutela el Debido 
Proceso en su artículo 34 que señala:  
 Todo procesado tiene derecho, en igualdad de condiciones, a las siguientes garantías 
mínimas:  
1. A que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la 
ley.  
2. A ser juzgado sin dilaciones por tribunal competente establecido por la ley. No hay 
fuero atractivo. Nadie puede ser sustraído de su juez competente ni llevado a 
jurisdicción de excepción.  
3. A ser sometido al juicio por jurados en los casos determinados por la ley. Se 
establece el recurso de revisión.  
4. A que se garantice su intervención y defensa desde el inicio del proceso y a disponer 
de tiempo y medios adecuados para su defensa.  
5. A que se le nombre defensor de oficio cuando en la primera intervención no hubiera 
designado defensor o cuando no fuere habido, previo llamamiento por edicto. El 
procesado tiene derecho a comunicarse libre y privadamente con su defensor.  
6. A ser asistido gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma 
empleado por el tribunal.  
7. A no ser obligado a declarar contra sí mismo ni contra su cónyuge o compañero en 
unión de hecho estable, o sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad, ni a confesarse culpable.  
8. A que se le dicte sentencia dentro de los términos legales de cada una de las 
instancias del proceso.  
9. A recurrir ante un tribunal superior a fin de que su caso sea revisado cuando hubiese 
sido condenado por cualquier delito.  
10. A no ser procesado nuevamente por el delito por el cual fue condenado o absuelto 
mediante sentencia firme.  
11. A no ser procesado ni condenado por acto u omisión que, al tiempo de cometerse, 
no esté previamente calificado en la ley de manera expresa e inequívoca como punible, 
ni sancionado con pena no prevista en la ley. Se prohíbe dictar leyes proscriptivas o 
aplicar al reo penas o tratos infamantes.  
El proceso penal deberá ser público. El acceso de la prensa y el público en general 
podrá ser limitado por consideraciones de moral y orden público.  
El ofendido será tenido como parte en los juicios, desde el inicio de los mismos y en 
todas las instancias. 
 
3.4.2 Ley Orgánica del Poder Judicial 
 
 Debido proceso en las actuaciones judiciales 
 
Artículo 14.- Los Jueces y Magistrados deben guardar observancia del debido proceso 
en toda actuación judicial, cualquiera sea la naturaleza del proceso, brindando las 
garantías necesarias a las partes para la adecuada defensa de sus derechos. También 
deben de impulsar de oficio los procedimientos que la ley señale y ejercer la función 
tuitiva en los casos que la ley lo requiera.  
 
Los principios de supremacía constitucional y del proceso deben observarse en todo 
proceso judicial. En los procesos penales puede restringirse el acceso de los medios de 
comunicación y del público, a criterio de la Autoridad Judicial, sea de oficio o a petición 
de parte, por consideraciones de moralidad o de orden público. 
 
 
3.4.3 Pacto de San José 
Nicaragua suscribió el 22 de noviembre de 1969 la Convención Americana de 
Derechos Humanos o Pacto San José en la Conferencia Especializada Interamericana 
sobre Derechos Humanos celebrada en San José de Costa Rica. 
El 25 de septiembre de 1979 es ratificada por la Junta de Reconstrucción Nacional, 
pasando a ser ley de la nación. 
Por ello es de obligatorio cumplimiento cada una de sus disposiciones. Dado a que el 
presente estudio se basa en el “Debido Proceso”, es preciso identificar en cuál de sus 
disposiciones se tutelan las garantías judiciales que este contempla y tenemos: 
 Artículo 8.  Garantías Judiciales 
 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden 
civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda 
persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
 a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si 
no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 
 b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
 c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de 
su defensa; 
 d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un 
defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 
 e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, 
remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí 
mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; 
 f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de 
obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan 
arrojar luz sobre los hechos; 
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y 
 h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
 3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna 
naturaleza. 
 4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio 
por los mismos hechos. 
 5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los 
intereses de la justicia. 
  Artículo 25.  Protección Judicial 
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 
efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que 
violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 
Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en 
ejercicio de sus funciones oficiales. 
2. Los Estados Partes se comprometen: 
 a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado 
decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; 
 b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 
 c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en 
que se haya estimado procedente el recurso. 
 
3.4.4  Declaración Universal de los Derechos Humanos 
Artículo 10 
Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente 
y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus 





1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se 
le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.  
2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no 
fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena 
más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.  
 
3.4.5  Otras que tutelan el Debido Proceso con un enfoque más amplio 
 
 
Ley No. 681: Ley Orgánica de la Contraloría General de la República: 
 
En su artículo 4 referente a los Principios de obligatorio cumplimiento para los 
servidores públicos:  
 
 d) Legalidad y Debido Proceso: 
Todo Servidor Público debe actuar con irrestricto apego a la Ley. En su actuar 
institucional sólo deben hacer lo que la legislación y normatividad les faculta, cumplir 
estrictamente con las obligaciones que le imponen. 
El Consejo Superior de la Contraloría General de la República y los servidores públicos 
que ejercen labores de auditoría deben actuar invariablemente según el mandato de la 
ley y evitar interpretaciones subjetivas. 
En el proceso administrativo, se debe asegurar el respeto a las garantías y derechos 
constitucionales, y otorgar la debida intervención y derecho a la defensa. 
 
Ley 737 Contrataciones Administrativas del Sector Público: 
 
Principio del Debido Proceso: Todas las personas naturales o jurídicas que participen 
en el procedimiento de contratación administrativa, lo harán en igualdad de condiciones, 
dispondrán del tiempo y los medios necesarios para su defensa y podrán formular los 
recursos o peticiones que conforme la presente Ley se establezcan. 
 
 
3.5 Diferencia entre Garantías Constitucionales y Derechos Fundamentales y su 
relación con el Debido Proceso  
 
 
La Constitución Política de Nicaragua la cual es de corte iusnaturalista, busca proteger 
los Derechos Humanos, a través del respeto de la dignidad humana y de las leyes.  En 
esta ideología el Estado cumple una función pública que garantiza el eficaz 
cumplimiento de las leyes, garantiza el principio de legalidad, y fundamenta el bien 
común.    
 
En consecuencia Nicaragua se alza como un estado constitucional democrático de 
corte humanista, cuyo ideal es anteponer los derechos de las personas a los del 
Estado.  Razón por la cual nuestra Constitución en su artículo 130 estableció que “La 
nación nicaragüense se constituye en un Estado Social de Derecho”.  Entendiéndose el 
Estado Social de Derecho como “el total sometimiento del Estado al Derecho”.   
 
Al aceptarse que Nicaragua es un Estado Social de Derecho, se da la plena aceptación 
del principio de legalidad, sometiendo el Estado a las normas jurídicas, y como supra 
norma a la Constitución Política, lo cual implica la prevalencia de los Derechos 
Fundamentales y las Garantías Constitucionales en pro de la Defensa de los Derechos 
Humanos salvaguardados en dicha Carta Magna.  
 
Sin embargo vemos la constante doctrinal de considerar los términos de “Derechos 
Fundamentales” y “Garantías Constitucionales” como sinónimos, cuando su 
fundamentación es completamente diferente. 
 
Cuando hablamos de Garantías Constitucionales se debe entender a estas como 
medidas Jurídicas o instrumentos procesales, que tienden a evitar violaciones a los 
Derechos Fundamentales, y como medidas represivas cuando no han logrado impedir 
la transgresión de la norma. Esto es debido a que dichas Garantías sirven de freno a la 
arbitrariedad del Estado, por ser de corte constitucional,  y por su carácter procesal 
logran la efectividad de la norma. 
En las Garantías Constitucionales, el sujeto es determinado, ya que el único obligado 
es el Estado. 
 
Si un Estado logra una tutela efectiva de sus derechos fundamentales,  una protección 
auténtica a estos, y un verdadero cumplimiento de las medidas represivas en caso de 
violación de estos derechos, entonces estamos hablando de verdaderas garantías.  
 
Resumiendo podemos conceptualizar a las Garantías Constitucionales como medidas 
jurídicas de protección judicial a derechos fundamentales, establecidos por la Carta 
Magna, cuyo fin es restablecer el orden constitucional.  
 
Por otro lado cuando hablamos de Derechos Fundamentales nos referimos a aquellos 
derechos inherentes a la persona,  propios del ser humano, por el solo hecho de serlo, 
protegidos por todas las constituciones políticas, que presenten una organización 
político democrática que reconozcan el Estado de Derecho. 
 
Además son universalmente reconocidos, protegidos a nivel mundial por el Derecho 
Internacional, integrado por normas internacionales sobre protección de derechos 
humanos, como la Declaración Universal De Derechos Humanos, Convenio para la 
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, entre 
muchos otros.  
 
Los derechos fundamentales están integrados por todos aquellos derechos y libertades 
para la protección de los derechos humanos, deben estar contenidos expresamente en 
el ordenamiento jurídico positivo, y deben estar efectivamente tutelados. 
 
El sujeto obligado al respeto de los derechos humanos es indeterminado, ya que todos 
somos los llamados a serlo. 
 
La Constitución Política de Nicaragua consagra en su título IV los Derechos, Deberes y 
Garantías del Pueblo Nicaragüense.  El título IV contiene a su vez un total de cinco 
capítulos donde están recogidos los derechos fundamentales del pueblo Nicaragüense. 









Los principios pueden concebirse como criterios que regulan las diferentes actuaciones 
que integran el procedimiento, guiando el desenvolvimiento procesal, y reforzando las 
garantías procesales, controlan el cumplimiento de la norma, y velan por el 
cumplimiento del debido proceso.   
 
Constitución Política de Nicaragua, Artículo 160 “La administración de  justicia 
garantiza el principio de la legalidad; protege y tutela los derechos humanos mediante 
la aplicación de la ley en los asuntos o procesos de su competencia.” 
 
Los Principios pueden ser comunes a todos los procesos, es por esto que hemos 
tomado en consideración las directivas generales que inspiran al Debido Proceso 
nicaragüense para determinarlos.  
 
Además hemos basado nuestros supuestos en la Sentencia 317 del dieciséis de julio 
del dos mil nueve,  de las doce y cuarenta y cinco minutos de la tarde, la cual trata de 
explicar y esclarecer el alcance del debido proceso en cuanto a principios y garantías 
expresándolo de la siguiente manera: 
 
Estas garantías, principios procésales y derechos son numerus apertus (son dinámicos, no 
estáticos), teniendo como parámetro a la valoración jurídica de la justicia y la dignidad 
humana, es decir, el ser humano como centro de la sociedad y su convivencia dentro de un 
Estado Social de Derecho basado de una democracia sustancial como presupuesto para el 
desarrollo y eficacia del mismo”. (Entre paréntesis es nuestro). (p.24).  
 
 Principio de Legitimación 
 
Para la constitución de un proceso es necesaria la intervención de dos partes 
contrapuestas y un tercero imparcial.  La legitimación de las partes se entiende como la 
capacidad que se tiene de ser parte en el proceso.  Es decir si se tiene la titularidad 
tanto para ser actor, como para contradecir la demanda. Se debe contar además con la 
autorización de la norma para pretender una relación jurídica, es decir debe existir la 
violación a la norma o la vulneración de un derecho. 
 
Además por parte del actor debe existir efectivo interés en el litigio, y por parte del 
demandado debe existir el interés por contradecir dicha pretensión.   Ambas partes 
deben mantener un interés propio, para reclamar ante un órgano judicial, la emisión de 
un pronunciamiento que constituya, integre o acuerde eficacia a determinado estado o 
relación jurídica. 
 
Existe también la posibilidad de que otros interesados se adhieran al recurso de quien 
lo formuló en un inicio.  Esto se da generalmente cuando en el proceso intervienen 
terceros con igual interés en el litigio, es decir son quienes participan en un proceso 
que ya ha dado inicio por otras personas, pero que por litisconsorcio o por acumulación 
de acciones han llegado a ser parte del proceso. 
 
Lo elemental del principio de legitimación es que para ser parte de un proceso se debe 
pretender ser titular de un derecho en conflicto amparado por la ley, es decir la 
existencia del hecho y su calificación jurídica,  la sentencia será la llamada a determinar 
si en efecto quien hizo la referida afirmación es realmente el titular del derecho alegado 
o no.  
 
El órgano jurisdiccional deberá garantizar el derecho a la defensa, para que las partes 
aleguen y demuestren sus derechos.   
 
Es una clara violación al Debido Proceso cuando no se tramita el proceso entre las 




 Principio de Igualdad 
 
El derecho a la igualdad constituye un principio elemental del Debido Proceso porque 
implica la oportunidad de que todas las partes al concurrir al tribunal gocen de los 
mismos medios de ataque y de defensa, es decir, que puedan defenderse en iguales 
condiciones e iguales oportunidades, con la posibilidad fundada de hacer valer sus 
alegatos, medios y pruebas sin estar ubicadas en situación de desventaja. 
 
El Artículo 27 de nuestra Carta Magna se refiere a la igualdad ante la Ley de la 
siguiente manera: “Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho a igual 
protección. No habrá discriminación por motivos de nacimiento, nacionalidad, credo 
político, raza, sexo, idioma, religión, opinión, origen, posición económica o condición 
social.” 
 
El Artículo 165 de la misma Ley nos dice que  “Los magistrados y jueces en su 
actividad judicial, son independientes y sólo deben obediencia a la Constitución y a la 
ley; se regirán, entre otros, por los principios de igualdad, publicidad y derecho a la 
defensa. La justicia en Nicaragua es gratuita.” 
 
Las pautas garantistas de este principio son: 
 Garantizar a ambas partes su derecho de ser oídas en pro de la defensa de sus 
derechos 
 Ser juzgado por juez competente, prohibiendo taxativamente ser separado de su 
juez natural para ser juzgado en tribunal especial creado para el caso particular.  
 
Sin embargo el Principio de Igualdad conlleva a la problemática de que no todos somos 
iguales ni estamos bajo las mismas circunstancias.  Por lo que las nuevas corrientes de 
defensa de los Derechos Humanos han traído como solución a esta ambigua 
circunstancia del tratamiento del Principio de Igualdad, que se abra a la posibilidad de 
establecer diferencias en el trato, sustentadas en condiciones relevantes que impongan 
la necesidad de distinguir situaciones especiales para otorgarles tratamientos distintos, 
de tal forma que se dé un trato equitativo para las partes, y de esta manera lograr una 
verdadera igualdad ante la ley.   
 
Vale recalcar que este principio supone el reconocimiento de la norma por todos los 
ciudadanos, siendo de aplicación general.  Es decir lo que se pretende lograr es un 
balance a favor de las partes,  en tanto la norma sea válida, eficaz y vigente. 
 
Para la aplicación de este criterio igualdad/equidad, se debe realizar un análisis del 
asunto jurídico para no caer en la uniformidad, empleando la racionalidad, dejando de 
lado la arbitrariedad y la discriminación, utilizando el derecho de forma dinámica, bajo 
criterios de garantías jurídicas efectivas, fundadas en la igualdad procesal. 
 
Tratando de aclarar Aníbal Ruíz Armijo cita a Couture quien dijo: “Lucha por el 
Derecho. Pero si el Derecho se contrapone a la Justicia, lucha por la Justicia”. (p.15) 
 
Sentencia de 25 de enero de 1996  
Corte Interamericana de Derechos Humanos  
Caso  de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala 
(Excepciones Preliminares) 
41. Tal como señaló la Corte, la “razonabilidad” implica un juicio de valor y, aplicada a 
una ley, una conformidad con los principios del sentido común.  Se utiliza, igualmente, 
referida a parámetros de interpretación de los tratados y, por consiguiente, de la 
Convención.  Siendo razonable lo justo, lo proporcionado y lo equitativo, por oposición a 
lo injusto, absurdo y arbitrario, es un calificativo que tiene contenido axiológico que 
implica opinión pero, de alguna manera, puede emplearse jurídicamente como, de 
hecho, lo hacen con frecuencia los tribunales, pues toda actividad estatal debe no 
solamente ser válida sino razonable (Ciertas atribuciones de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos (arts. 41, 42, 44, 46, 47, 50 y 51 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-13/93 del 16 de julio de 1993.  Serie 
A No. 13, párr. 33).  
 
42. No se puede tomar en cuenta el sentido literal de las normas reglamentarias 
haciendo abstracción del contexto de aplicación de la Convención Americana y del 
objeto y fin de la misma, a los cuales hay que vincular la interpretación de todas las 
disposiciones aplicables en el caso concreto. “Lo esencial”, como señaló la Corte, “es 
que se preserven las condiciones necesarias para que los derechos procesales de las 
partes no sean disminuidos o desequilibrados, y para que se alcancen los fines para los 
cuales han sido diseñados los distintos procedimientos” (Caso Velásquez Rodríguez,  
Excepciones Preliminares, Sentencia del 26 de junio de 1987.  Serie C No. 1, párr. 33;  
Caso Fairén Garbi y Solís Corrales, Excepciones Preliminares, Sentencia del 26 de 
junio de 1987.  Serie C No. 2, párr. 38 y Caso Godínez Cruz, Excepciones Preliminares, 
Sentencia del 26 de junio de 1987.  Serie C No. 3, párr. 36).  Los defectos formales 
alegados por el Gobierno no representan perjuicio procesal contra el mismo que 
justifique que en este caso pueda prevalecer el sentido puramente literal de una 
disposición reglamentaria sobre el interés superior de la realización de la justicia en la 
aplicación de la Convención Americana. (p.10) 
 
Es necesario resaltar que se debe realizar un profundo análisis de cada situación en 
particular “para no caer en la anarquía procesal”, tal como lo señala Dr. Edgar Enrique 
Larraondo Salguero en la misma sentencia antes mencionada.   
 
 Principio de Probidad  
 
La probidad se define como la integridad en el obrar del juez y las partes, quienes 
deben actuar siempre en base a la buena fé y sin perseguir fines ilícitos.   
 
La finalidad que persigue el principio de probidad es el correcto actuar de las partes 
observando una buena conducta, con apego a la ley, desarrollando el proceso en un 
ambiente de respeto, lealtad, autenticidad y veracidad.  
 
La Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 15 establece: 
 
Todas las personas que participen en un proceso judicial, deben respetar las reglas de 
la buena fe y actuar con lealtad, respeto, probidad y veracidad. Los Jueces y Tribunales 
no deben permitir que se viertan de palabra o que corran en los escritos expresiones 
indecorosas, injuriosas o calumniosas. Mandarán a borrar o tachar las que se hayan 
escrito y podrán, si el caso lo exigiese, devolver de oficio los escritos proveyendo: "que 
la parte use de su derecho con la moderación debida.  
 
Los Juzgados y Tribunales deben rechazar fundadamente toda argumentación que se 
formule con manifiesto abuso de derecho o entrañe fraude a la ley. 
 
Actividades como la probatoria, la cautelar, la sancionatoria, se encuentran reguladas 
por el principio de probidad, como límite tanto de la aplicación como de la 
interpretación. 
 
En materia probatoria, el principio de legalidad impide que en determinados procesos 
se practiquen pruebas distintas de aquellas a las que la naturaleza del acto debatido 
permite.  
 
La Ley Orgánica del Poder Judicial a este respecto regula en el Artículo 16.- “No surten 
efecto alguno en el proceso las pruebas substraídas ilegalmente u obtenidas 
violentando, directa o indirectamente, los derechos y garantías constitucionales”. 
 
Son manifestaciones de este principio: 
 
 Los Incidentes deben promoverse con celeridad 
 Se requiere que peritos y testigos presten juramento 
 El término probatorio extraordinario para pruebas dentro del territorio nacional, 
procede siempre que se solicite, salvo que se estime que se obra 
maliciosamente. 





 Principio de Inmediación 
 
Este principio se refiere a la forma de cómo el juez toma conocimiento de los hechos 
del proceso.  Consiste en el contacto personal del Juez con las partes, actuaciones, 
pruebas o hechos del proceso, que tome conocimiento directamente de las pruebas 
rendidas, que oiga los alegatos, la interrogación de testigos y peritos. 
 
En la inmediación el juez toma conocimiento directamente del asunto, de las partes y 
de las circunstancias.   En la mediación, el juez toma conocimiento por medio de la 
protocolización o escrituración de actuaciones no realizadas ante él. 
 
El Código de Procedimiento Civil acoge el Principio de Inmediación en su artículo 186.  
“Los Jueces y Magistrados, en su caso, recibirán por sí las declaraciones y presidirán 
todas las diligencias de prueba.” 
 
En la práctica son los Secretarios de actuaciones quienes reciben las pruebas, las 
testificales, y absolución de posiciones, siendo los jueces los responsables de tomar el 
juramento de aquellos.  Quienes rinden pruebas sin la presencia del juez aun cuando 
esta infracción es causa de nulidad del acto. 
 
Vemos aquí una doble transgresión al debido proceso, primero la falta de 
responsabilidad del juez quien no valora la norma, no asistiendo al periodo probatorio, y 
la segunda la omisión por parte de los juristas quienes no hacen valer el derecho de ser 
oídos por el juez conocedor de la causa, aun cuando podrían requerir la nulidad del 
acto.   
 
 Principio de Economía Procesal 
 
El Principio de Economía Procesal basa su razón de ser en obtener el resultado más 
óptimo en el menor tiempo, con el mínimo esfuerzo y los menores costos. 
 
Ruiz Armijo (2010) cita a Chiovenda y Carnelutti para definir este principio.  “Chiovenda 
lo define como “la obtención del máximo resultado posible con el mínimo de esfuerzo.”  
Carnelutti “se trata de lograr el máximo resultado procesal con el mínimo de 
intervención del órgano jurisdiccional.”(p.79) 
 
Mediante este principio lo que se busca es que el proceso se desarrolle de tal forma 
que se logre economizar  tiempo simplificando los procedimientos, debiendo delimitar el 
litigio. 
 
Acelerando trámites y dando pronta resolución a los conflictos lograra el ahorro de  
energía y dinero tanto de las partes como de los magistrados y tribunales que 
conozcan del caso.  Otro dato que podría ayudar a la economía de tiempo seria la 
práctica de pruebas pertinentes y relevantes. 
 
Desechar aquellos recursos e incidentes que sean notoriamente improcedentes logrará 
que los tribunales no se atiborren de procesos y se logrará una pronta administración 
de justicia, los jueces tienen la obligación de pasar a la siguiente etapa, aun cuando en 
la anterior no se haya ejercido el correspondiente derecho. 
 
Además este principio impide la prolongación de los plazos y elimina trámites 
procesales superfluos u onerosos. 
 
Otra característica de este principio es que engloba otros principios como el de: 
 
 Concentración el cual reúne todas las cuestiones debatidas para decidirlas en el 
mínimo de actuaciones.   
 Celeridad que consiste en que el proceso se concrete a las etapas esenciales y 
cada una de ellas limitada al término perentorio fijado por la norma. 
 Gratuidad de la Justicia, como la justicia es un servicio que presta el Estado a la 
colectividad, a él le correspondería sufragar todos los gastos que esa función 
entraña.  Constitución Política de Nicaragua Arto. 165 Los magistrados y jueces 
en su actividad judicial, son independientes y sólo deben obediencia a la 
Constitución y a la ley; se regirán, entre otros, por los principios de igualdad, 
publicidad y derecho a la defensa. La justicia en Nicaragua es gratuita. 
 
 Principio de Publicidad 
 
El principio de publicidad respecto del debido proceso, puede ser visto desde dos 
acepciones, las cuales están contempladas en la doctrina y la jurisprudencia:   
 Vemos en primer plano al Principio de Publicidad en tanto supone la regulación 
de emplazamientos, notificaciones y citaciones, garantizando la intervención del 
demandado desde el inicio del proceso. 
 
El Órgano Judicial será el llamado a realizar el emplazamiento mediante un auto de 
notificación una vez que la demanda haya sido presentada.   
Dicho auto de emplazamiento tiene como fin notificar al demandado de la existencia de 
la demanda en su contra, y hacer un llamamiento para que conteste dicha demanda u 
oponerse a ella dentro de los plazos y términos establecidos en la ley. 
La omisión del emplazamiento trae como consecuencia la anulación de todo lo actuado 
en adelante.  
 
Marco jurídico nicaragüense: 
 
 Constitución Política de Nicaragua Artículo 34 Todo procesado tiene derecho, 
en igualdad de condiciones, a las siguientes garantías mínimas: inc. 4) A que 
se garantice su intervención y defensa desde el inicio del proceso y a disponer 
de tiempo y medios adecuados para su defensa.  
 Artículo 165 de la Constitución. Los magistrados y jueces en su actividad 
judicial, son independientes y sólo deben obediencia a la Constitución y a la 
ley; se regirán, entre otros, por los principios de igualdad, publicidad y derecho 
a la defensa. La justicia en Nicaragua es gratuita. 
 Código de Procedimiento Civil Articulo 9  Toda persona tiene libre acceso a los 
tribunales para hacer efectivos sus derechos y para defenderlos. 
 Ley de Organización del Poder Judicial Artículo 21 El estado debe garantizar el 
acceso libre e irrestricto a los juzgados y tribunales para todas las personas, 
en plano de absoluta igualdad ante la ley para el ejercicio del derecho procesal 
de acción y la concesión de la tutela jurídica. 
 
 El segundo plano del Principio de Publicidad está dado en cuanto al acceso 
público, tanto por las partes del proceso, demás ciudadanos y la prensa respecto  de 
las actuaciones procesales.   
 
Las partes tienen el derecho de conocer los materiales alegados y aportados al tribunal 
por la contraparte, si la ley permitiera la presentación de pruebas o alegatos 
secretamente para una de las partes, la estaríamos colocando en situación de 
indefensión, estamos claramente ante una violación a este principio, además que sería 
una norma de inconstitucional.  
 
Otra característica de este Principio en cuanto acceso público es su componente 
político, ya que permite controlar el correcto actuar de los órganos judiciales, control 
que lo puede ejercer el interesado, la prensa y el pueblo en general.  
 
Aun cuando los actos de los tribunales son públicos vemos algunas excepciones que 
se encuentran expresamente establecidas por la ley: 
 
El Secreto es admitido en:  
 
1. En materia civil: 
 Medidas para evitar el contacto entre testigos 
 Ocultar el Pliego de posiciones hasta el debido peritaje 
 No participación en evaluación de peritos  
 
2. En materia penal: 
 Las actuaciones de la investigación del proceso penal son secretas para terceros no 
intervinientes. 
 
3. Las actuaciones del tribunal 
 Los informes de peritos, respecto del imputado o de su defensor 
 
4. El juicio oral es público por regla general, salvo en los casos siguientes: 
 Por protección del orden público o seguridad nacional 
 Por protección a menores de edad 
 Impedir el acceso u ordenar el abandono del público en general para la rendición de 
una prueba en particular 
 Prohibir al fiscal, abogados y demás intervinientes entregar información sobre el 
desarrollo del juicio, fundado en un secreto protegido por ley. 
 Porque la publicidad pudiera perjudicar los intereses de la justicia 




Ley de Participación Ciudadana Artículo 8  
 
Información para la participación ciudadana oportuna y veraz. De conformidad a lo 
establecido en la Constitución Política de la República, los ciudadanos de manera 
individual o colectiva podrán solicitar y deberán recibir en un plazo razonable, 
información oportuna y veraz de las diferentes instancias del Estado y de la 
administración pública, previa solicitud por escrito y que pudiese resultar necesaria para 
el cumplimiento efectivo de sus deberes y derechos y de participar en las diferentes 
instancias de participación establecidas en la presente Ley. 
 
 
 Principio de Orden Procesal 
 
En virtud de este principio las partes deben invocar oportunamente su derecho, 
respetando las etapas procesales, los términos y plazos establecidos, cumpliendo los 
requisitos de forma y fondo de las actuaciones.  
 
De esta forma al desarrollarse el proceso en etapas, cada vez que se avanza una no se 
puede retornar en caso de que una de las partes no ha ejercitado su derecho en tiempo 
previo a que la etapa termine. Es por esta razón que se debe tomar en cuenta los 
términos y plazos de cada etapa. Salvo excepciones legales. 
 
Tampoco es permitido en base al principio de consumación procesal que la parte que 
ha hecho uso de sus derechos y facultades la ejerza nuevamente.  Es decir no se 
puede contestar dos veces la demanda. 
 
Los términos y plazos en materia procesal son de gran importancia y de gran 
relevancia para la actuación procesal y desarrollo de cada etapa.   
 
Generalmente los términos y plazos están plasmados en la ley, siendo ella la que 
manda el periodo en que se debe desarrollar cada etapa, sin embargo en la práctica 
muchas veces el Juez o Magistrado que conoce de la causa es el que determina o fija 
los plazos y términos en el que se van a dar los actos.   
 
El tiempo señalado para una actuación o diligencia judicial debe cumplirse, y dicha 
actuación realizarse dentro de ese término.  Los diversos actos del proceso vienen a 
cumplir diversos plazos, los cuales están contemplados en la ley, si un acto no 
contempla plazo y este no fue fijado por Juez o Magistrado deberá entenderse que este 
debe cumplirse en un periodo de veinticuatro horas, así lo establece el Código de 
Procedimiento Civil en su artículo 158. 
 
 
 Principio de Impulsión   
 
La voluntad de las partes es el elemento determinante para dar vida al proceso, su 
contenido y su extinción.  Este principio implica que son las partes tanto actora como 
demandada quienes en forma exclusiva deben impulsar las etapas que componen al 
proceso.  Si las partes no impulsan el proceso, se puede producir la caducidad de la 
instancia. 
 
Este principio consiste en que se dicten “A ruego” las diligencias y providencias, esto 
quiere decir a petición de parte, es decir que sea una de las partes (por lo general la 
parte actora) quien ruega o pide al Juez que se de continuidad al proceso, en los casos 
en que habiéndose cumplido los plazos, no ha continuado su proceso natural. 
 
Este principio basa su existencia en el interés particular de las partes por darle 
continuidad al proceso, y no el juez de la causa. 
 
Sin embargo, existen casos en que el juez está autorizado a actuar de oficio, como 
sucede en los procesos laborales y otras actuaciones como en la declaratoria de 
incompetencia por razón de materia o cuantía.  
 
Las sanciones por violación al principio de impulsión se establecen en consideración a 
quien lo vulnere.  Cuando la falta de actuación proviene del juez, la ley lo sancionará 
hasta con la separación del proceso, tal y como ocurre en el juicio penal, donde es 
causal de recusación demorar los asuntos a él encomendados. 
 
Si la No Impulsión del proceso, es causa del interesado o interesados, la sanción 
corresponderá según la naturaleza del proceso y su calidad en el proceso ya sea como 
actor o demandado, pudiendo perder el derecho a obtener una sentencia por 
desistimiento, caducidad de la instancia o preclusión. 
 
 
 Principio de Preclusión Procesal 
 
La Preclusión es la pérdida, caducidad o extinción de la facultad procesal que se da 
cuando no se observa el orden o términos que da la ley para hacer efectivo el derecho, 
es decir cuando una de las partes no ejercita su facultad o derecho procesal. 
 
Son manifestaciones de este principio las siguientes: 
 
 No ejercerse dentro del plazo los derechos señalados por ley 
 Por la no observancia  del orden procesal que establece la ley 
 Haber ejercido derechos incompatibles 
 Haber ejercido derechos válidamente (principio de consumación procesal)  
 
En base al principio de orden procesal vimos que el proceso se desarrolla por etapas, 
el principio de preclusión permite que cada una de ellas se vaya cerrando y sellando, 




El Código de Procedimiento Civil dice al respecto en el Artículo 439 “Transcurridos los 
términos para preparar, interponer o mejorar cualquier recurso, sin haberlo utilizado, 
quedará de derecho consentida y pasada en autoridad de cosa juzgada la resolución a 
que se refiera, sin necesidad de declaración expresa sobre ello.” 
 
 Principio de Cosa Juzgada 
 
La Cosa Juzgada basa su naturaleza en el hecho de que lo fallado en las sentencias es 
definitivo, vinculante,  irrevocable e inmutable, y se debe cumplir lo que ella ordena.  
Tiene sus efectos en relación al proceso en la cual fue emitida y en cualquier otro 
posterior.   
 Los efectos que consigue la sentencia logran la terminación definitiva de controversias 
y  alcanzan un estado de seguridad jurídica, ya que dichos efectos se imponen por 
mandamiento constitucional,  prohibiendo a los funcionarios judiciales, a las partes y a 
la sociedad, volver a entablar, conocer, tramitar y fallar sobre el mismo litigio ya 
resuelto. 
 
Es necesario recalcar, que la cosa juzgada está limitada sobre quienes fueron parte del 
proceso. 
 
Es responsabilidad del Juez rechazar la demanda, decretar probada la excepción 
previa o de fondo que se proponga, y en último caso, procede una sentencia inhibitoria, 
sobre la litis nuevamente interpuesta. 
 
Para que una decisión judicial alcance el valor de cosa juzgada se requiere: 
 
 La demanda debe versar sobre la misma pretensión sobre la cual se manifiesta 
la cosa juzgada.  
 Cuando al proceso concurren las mismas partes e intervinientes que resultaron 





Código de Procedimiento Civil Artículo 437.- Las sentencias definitivas o interlocutorias 
firmes producen la acción o excepción de cosa juzgada, salvo lo dispuesto en cuanto a 
las últimas en el Arto. 442. 
 
 Principio de Irretroactividad de la Ley 
El Artículo 38 de la Constitución Política de Nicaragua hace referencia a la 
irretroactividad de la ley, enfocándola en la materia penal, y dice al respecto “La ley no 
tiene efecto retroactivo, excepto en materia penal cuando favorezca al reo.”  Pero 
¿cómo funciona este principio?, constantemente se están creando nuevas normas, a 
causa de las nuevas circunstancias que se presentan en la vida, es así que si una 
nueva norma o ley es favorable al reo, y gracias a ella se ven beneficiados, ya sea por 
reducción de pena, presentación de nuevas pruebas, etc., están deberán ser aplicadas 
al reo. 
 
Sin embargo presenta otra novedad al respecto, este principio establece que se debe 
aplicar las leyes actuales a situaciones reguladas por la ley, prevaleciendo sobre leyes 
anteriores, es decir se aplicara la ley vigente al momento del acaecimiento del hecho 
sancionador.   
 
La Declaración Universal de Derechos Humanos dice al respecto en su Artículo 11 inc. 
2. “Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no 
fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá 
pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.” 
 
Además el Pacto Internacional De Derechos Civiles Y Políticos en su Artículo 15 
adiciona a esta norma que si con posterioridad a la comisión del delito se crea una 
nueva ley, que dispone una pena más leve, el delincuente se beneficiara de esto.   
 
Vale señalar que dichas normativas hacen referencia a la irretroactividad de la Ley 
dirigiéndola directamente al ámbito penal, sin embargo no debemos pasar por alto que 
el Principio de Irretroactividad es común a todas las esferas del derecho, por lo cual se 
lo aplicará por analogía.  Para entender esto debemos recordar que el principio general 
es la aplicación inmediata de toda ley, esto es, que una ley se aplica en el presente, a 
un hecho en concreto, pero que no puede ser aplicada a hechos del pasado. 
 
 
Principio de Independencia de Poderes 
La Constitución Política de Nicaragua  reconoce la división de poderes como forma de 
freno y contrapesos del poder absoluto y del abuso del poder.   
Asimismo este Principio establece que los Magistrados y los Jueces son 
independientes y solo deben obediencia a la Constitución y la ley, su actuación deberá 
regirse por los principios del debido proceso para asegurar una tutela judicial efectiva, 




Constitución Política de Nicaragua 
 
Artículo 129 “Los poderes Legislativo, Ejecutivo, Judicial y Electoral son independientes 
entre sí y se coordinan armónicamente, subordinados únicamente a los intereses 
supremos de la nación y a lo establecido en la presente Constitución.” 
 
Arto. 158 La justicia emana del pueblo y será impartida en su nombre y delegación por 
el Poder Judicial, integrado por los tribunales de justicia que establezca la ley. 
 
Arto. 159 Los tribunales de justicia forman un sistema unitario, cuyo órgano superior es 
la Corte Suprema de Justicia. 
 
Las facultades jurisdiccionales de juzgar y ejecutar lo juzgado corresponden 
exclusivamente al Poder Judicial. Los tribunales militares sólo conocerán las faltas y 
delitos estrictamente militares, sin perjuicio de las instancias y recursos ante la Corte 
Suprema de Justicia. 
 
Arto. 165 Los magistrados y jueces en su actividad judicial, son independientes y sólo 
deben obediencia a la Constitución y a la ley; se regirán, entre otros, por los principios 
de igualdad, publicidad y derecho a la defensa. La justicia en Nicaragua es gratuita. 
 La parte orgánica de nuestra Constitución establece la organización del Estado en 
cuatro Poderes del Estado: Legislativo, Ejecutivo, Judicial y Electoral, lo que incluye 
además a aquellos órganos de creación constitucional, es decir aquéllos que deben su 
existencia a la constitución misma, tales como: la Procuraduría de Derechos Humanos, 
Contraloría General de la República, Ministerio Público, Procuraduría General de la 
República, etcétera; además de incluir todos aquellos órganos que forman parte de la 
Administración Pública, sea ésta centralizada, descentralizada o desconcentrada, 
incluyendo a los  llamados órganos gubernativos. 
 
 Principio de Legalidad 
 
El Principio de Legalidad supone que una autoridad, sea o no jurisdiccional, no debe 
excederse en cuanto a las atribuciones que las leyes le han inferido. 
 
El principio de legalidad se refiere en cuanto a la participación del órgano competente 
como al cumplimiento de las formalidades procesales y el irrestricto apego a la ley. Su 
principal objetivo será velar por el bienestar de la nación, siendo el Derecho el que 
ejercerá funciones protectoras. 
 
También  dispone que ningún cargo concede a quien lo ejerce más funciones que las 
que le confieren la Constitución y las leyes. Constitución Política Artículo 130. 
 
La Constitución establece como norma fundamental en el artículo 32 “ninguna persona 
está obligada a hacer lo que la ley no mande, ni impedida de hacer lo que ella no 
prohíbe.”  
 
  Principio de Oralidad 
 
El principio de oralidad, está directamente referido a la fase probatoria de un proceso, 
la cual se puede llevar tanto escrita como oralmente.   
 En el juicio oral las partes procesales exponen ante el Juez de la causa sus alegatos 
orales (proceso penal). 
 
El proceso civil admite la oralidad como mencionamos anteriormente en la fase de 
presentación de las pruebas, tanto testificales como periciales, presentadas de forma 
escrita, y ejecutadas estas verbalmente en el juicio y frente al Juez.   
 
Es de insistir que la presentación escrita de las pruebas no desvirtúa el principio de 
oralidad.     
 
La presentación oral busca exponer todos los detalles referentes del proceso y su 




3.7 Consolidado de Garantías tuteladas por el derecho al Debido Proceso, 
comunes a todas las esferas del Derecho.  
 
 
El Debido Proceso, es considerado uno de los principios fundamentales del Derecho, y 
es porque el mismo tiene un carácter tuitivo, es decir protege a quienes a él recurren 
brindándole una serie de garantías que deben ser respetadas en el proceso de 
resolución de una controversia, sea del índole que sea (penal, civil, administrativa, etc.) 
El Debido Proceso es considerado como derecho humano porque agrupa una serie de 
medidas que protegen los valores acreditables al ser humano, sin importar raza, sexo, 
clase social, estatus económico, pero más allá de lo que protege, su carácter de 
Derecho Humano se pone en evidencia cuando alguna de las garantías que este tutela 
se vulneran por quienes están obligados a observarlas.  
Aún más allá no podemos perder de vista que Nicaragua se constituye en un Estado 
Social Democrático de Derecho, idea que se encuentra íntimamente ligada con valores, 
derechos, principios y normas fundamentales que obligan a los poderes públicos a 
promover condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo sean una realidad, 
esto conlleva a la necesidad de construir un sistema de justicia que guarde un celoso 
respeto a los derechos fundamentales de cada ser humano, para que la democracia no 
se convierta en un ideal. 
Referente al respeto y defensa de los derechos que en nuestra Constitución se 
disponen, Silvio Antonio Grijalva Silva, en su artículo Garantías del Debido Proceso 
como Límite al Poder Punitivo del Estado, en el texto Homenaje al Profesor Fix 
Zamudio expone: 
Uno de los mecanismos destinados a proteger la Constitución y el Estado de Derecho 
en su conjunto, es el proceso. A través de él se procura proteger los derechos 
fundamentales de los ciudadanos, vigilar la constitucionalidad normativa, sancionar las 
conductas antisociales, impedir el ejercicio arbitrario del poder y solucionar o prevenir 
conflictos. Sin embargo, no es suficiente que el proceso exista y que esté al alcance de 
todos, para asegurar la vigencia del Estado de Derecho y de la Constitución en su 
conjunto, ello implica además, que se cuente con ciertas garantías a fin de asegurar que 
el proceso no sea una farsa, que no sea una mera sucesión de actos formales, sin 
ninguna razonabilidad, sino un auténtico instrumento al servicio del ser humano para 
alcanzar la paz social en justicia.  
Ese conjunto de garantías conforman lo que se conoce como debido proceso, 
íntimamente vinculado a la validez y legitimidad de un proceso judicial a fin de alcanzar 
la justicia a través del mismo. Se trata de un derecho de carácter instrumental que se 
encuentra conformado por un conjunto de garantías esenciales con la función de 
impedir que la garantía de la libertad y los derechos de los individuos se violenten ante 
la ausencia o insuficiencia de un proceso. La función de estas garantías nos permite 
sostener que no puede haber Estado de Derecho, y por consiguiente, orden 
constitucional, cuando no existe un debido proceso. (p.366) 
El tema de las garantías constitucionales en el debido proceso, constituye una 
problemática novedosa, no sólo para nuestro ordenamiento jurídico, sino para muchos 
países latinoamericanos, ya que no se establece un conjunto de garantías comunes a 
todos los procesos. El fenómeno de la agrupación de garantías se produce solamente 
con el derecho procesal penal, ya que la mayoría de las Constituciones 
Latinoamericanas consignaron varios preceptos sobre derechos y garantías del 
acusado en el enjuiciamiento criminal. 
Dada la importancia de las garantías en el desarrollo del debido proceso, es tarea casi 
ineludible de un jurista o aficionado sobre el tema, el ahondar sobre las posibilidades 
de llevar a cabo cualquier proceso legal bajo los lineamientos reglamentarios para una 
normal y justa conclusión del mismo; tomando en consideración las debilidades, 
fortalezas, oportunidades y amenazas emanadas de las garantías en sí mismas. 
Por tanto para realizar un estudio detallado de lo que el Debido Proceso dispone 
tomamos de referencia seis instrumentos jurídicos, previamente citados para 
determinar los nuevos enfoques que las mismas necesidades sociales traen como 
transformación y ampliación de este Derecho. 
Nuestra Constitución Política como base jurídica de nuestro ordenamiento trae consigo 
un enfoque eminentemente penalista tutelando garantías para el reo en este caso, el 
Pacto de San José coincide casi en su totalidad con la Constitución. 
En lo que respecta a la Declaración Universal de los Derechos Humanos extrajimos 
dos artículos de los cuales se muestra de igual manera el enfoque penalista de tales 
garantías, no es sino hasta al analizar lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder 
Judicial donde se le da un giro y una ampliación considerable y conveniente al ámbito 
en que pueden y deben ser aplicadas estas garantías, cuando dispone “Los Jueces y 
Magistrados deben guardar observancia del debido proceso en toda actuación judicial, 
cualquiera sea la naturaleza del proceso…” y nuestra Corte Suprema de Justicia ya ha 
dado por sentado tal afirmación al emitir sentencias siendo el debido proceso objeto de 
litigio en actuaciones civiles y administrativas en su mayoría. Como por ejemplo en la 
Sentencia 12-2009 Sala Constitucional, donde incluso la Corte define lo que se 
denomina como “El Debido Proceso Administrativo” el que supone en toda 
circunstancia el respeto por parte de la Administración Pública de todos aquellos 
principios y derechos normalmente invocables en el ámbito de jurisdicción común. 
Es por ello que de una manera propositiva nos permitimos hacer una consolidación de 
estas garantías que protegen al particular frente a la acción del Estado y sus 
Instituciones, basándonos en los dos valores fundamentales que sirven para orientar 
cualquier proceso, sobre los que se configura nuestra Constitución, el primero es la  
consideración de la persona como el centro de la sociedad, en consecuencia el Estado 
está obligado a proteger las libertades del individuo sometido a un proceso y el 
segundo se refiere a la limitación del Poder público en lo que respecta a  la persecución 
y juzgamiento de una persona. 
Y estas garantías son: 
 Accesibilidad y Gratuidad 
Porqué hablar del acceso y la gratuidad a los órganos jurisdiccionales, porque el 
correcto funcionamiento de la Justicia requiere de un acceso adecuado a la misma a 
través de la protección de los derechos fundamentales y del respeto a la dignidad 
humana.  
 Cuando no existen los recursos que garantizan un acceso idóneo y de sumo interés y 
aceptación ciudadana, se puede decir que la justicia no cumple su finalidad de tutela de 
los derechos humanos. 
La existencia de un Estado de Derecho es esencial para para la vigencia de la 
seguridad jurídica de la persona y este se apoya en tres presupuestos básicos; y son: 
la vigencia de un orden jurídico, el principio de legalidad y la separación de los Poderes 
del Estado. Todo ello inspirado en principios y valores superiores e inherentes al orden 
democrático, como libertad, seguridad, igualdad, justicia social y respeto de la dignidad 
humana. Estos principios de rango constitucional se materializan en libertades 
individuales, derechos sociales, económicos y políticos. 
En ese sentido, los cimientos del Estado de Derecho giran alrededor de un Poder 
judicial con gobernanza legal e instituciones con los suficientes recursos materiales y 
humanos que garanticen una Administración de Justicia sostenible y confiable. 
El derecho al acceso a la administración de Justicia, además de ser un derecho 
humano, garantiza los propios derechos humanos con la seguridad jurídica. La 
democracia así lo exige. El Estado tiene su fundamento en esta premisa constitucional 
que nos guía al cumplimiento del interés general de la nación a partir del bien común y 
del propio ser humano. 
En lo que respecta a la gratuidad la doctrina la define como la base por la cual por 
ningún acto judicial se cobrarán costas. Esta disposición está consagrada en nuestra 
Constitución en el artículo 165, que establece que la justicia en Nicaragua es gratuita. 
Sin embargo la Ley Orgánica del Poder Judicial, viene a agregar lo siguiente al 
enunciado dispuesto en la Constitución: “En todo caso, el cobro de aranceles por la 
prestación de determinados servicios judiciales deberá hacerse en la forma establecida 
por la ley”, lo que viene a establecer relatividad a la gratuidad de la justicia en nuestro 
país. 
Todos estos fundamentos parecen estar consagrados en papel nada más, porque el 
acceso a la Justicia y sus sistemas poseen una imagen pública no grata, 
encontrándose problemas como la corrupción, donde se manipulan las influencias y el 
dinero a favor de los intereses determinados y la congestión administrativa que genera 
atrasos en la resolución y gestión de los casos judiciales. 
Incluso la misma Corte Suprema de Justicia con la Sentencia 40/2002, al modificar la 
estructura orgánica de la jurisdicción contencioso administrativa, aleja la Justicia de los 
ciudadanos ya que nombra a la Sala de lo Contencioso Administrativo como órgano 
exclusivo, ello implicaría que las personas de los departamentos tendrían que viajar 
hasta la capital para entablar sus demandas, lo que podría llegar hasta el punto de 
provocar indefensión sobre todo a la población de escasos recursos.  
La sociedad nicaragüense tiene un alto nivel de expectativas en torno a la actividad del 
Poder Judicial, no obstante en nuestro sistema de justicia existe una tendencia de 
agotarse en sí mismo, en sus problemas internos y a dedicar pocos esfuerzos en 
mejorar en el desarrollo de su función propiamente dicha, como es impartir justicia de 
manera gratuita y eficiente al ciudadano que active estos órganos de control.  
Es por ello que a pesar de sus esfuerzos de reformas las relaciones con el usuario son 
insatisfactorias. 
 Irrestricto Apego a la ley 
Los Órganos Judiciales están en el deber de actuar con irrestricto apego a la ley, 
respetando el principio de legalidad sin embargo como comentábamos en la garantía 
que precede la corrupción tiñe la actividad de dichos órganos y respecto a ello no 
podemos dejar de comentar los datos ofrecidos por Cuarezma y Enríquez (2007), sobre 
los Índices de Percepciones de Corrupción IPC, 2006, presentados por Transparencia 
Internacional, donde se ubica a Nicaragua en el grupo de 75 países donde la 
corrupción sigue en estado alarmante, siendo el penúltimo de Centroamérica, estando 
únicamente por encima Honduras.  
En correspondencia a todo lo antes planteado se considera que existe poca conciencia 
sobre el significado del principio de legalidad lo que conlleva al irrespeto de las 
garantías individuales de las personas y de la propia misión del Poder Judicial 
establecida en el artículo 160 de nuestra Constitución Política “La administración de la 
justicia garantiza el principio de la legalidad; protege y tutela los derechos humanos mediante la 
aplicación de la ley en los asuntos o procesos de su competencia” 
Y respecto al funcionamiento de los órganos de justicia el diario La Prensa ha 
publicado un artículo en fecha 30 de Julio del corriente año escrito por Federico Kühl 
Cuadra, titulado FALLOS A LA MEDIDA, el que compartiremos para determinar en 
torno a qué gira la opinión pública sobre el desempeño de nuestros judiciales: 
En la escogencia de los jueces y magistrados judiciales, pesa más su afiliación 
política y nivel de obediencia al caudillo del partido, que su preparación, conocimientos, 
experiencia y desempeño profesional, por eso el sistema Judicial de Nicaragua está 
emitiendo fallos a la medida de quien está siendo juzgado, sin apego a lo que las Leyes 
y la Constitución dictan. 
El partido de Gobierno es el que más utiliza este aparto judicial a su favor, 
protegiendo a sus incondicionales y “cómplices necesarios”. 
Dejemos a parte la “joyita” de resolución que “legaliza” la participación de Daniel 
Ortega en las próximas elecciones, donde declaran inconstitucional a la misma 
Constitución, y hagamos un recuento de otras “joyitas” que no hay que olvidar. 
William Hurtado, asesino de Carlos Guadamuz (q.e.p.d.), luego de cumplir un 
tiempo en la cárcel, se le mandó a su casa por padecer de “estrés carcelario”. 
Cualquiera se estresaría de estar en una cárcel, pero este es al fin el castigo, ¿o no? 
También liberaron a Arnoldo Alemán por ser un reo “valetudinario”, pero 
contradictoriamente este, en su estado “grave”, se dedica a viajar por todo el país 
haciendo campaña política. 
Más recientemente a Farinton Reyes, violador de Fátima Hernández y con 
“conectes”  en el Gobierno, se le reduce la pena, por el hecho de que al cometer el 
delito él se “encontraba en estado de arrebato y actuó con furor y excitación sexual, 
causado por la ingesta de cerveza”. O sea, al borracho el delito se le perdona. 
Los liberales no se quedan atrás. Recordemos que al asesino de la periodista 
María José Bravo (q.e.p.d.), el ex acalde liberal Eugenio Hernández, primero quisieron 
eximirlo de culpa con la ridícula tesis de “la bala saltarina”, parecida a la que mató al 
presidente Kennedy, y años después lo quisieron liberar cambiando el delito de 
asesinato a homicidio doloso. 
En Nicaragua la justicia dejó de ser esa dama vendada que sostiene una espada 
y una balanza, para pasar a ser un hombre panzón, con birrete y toga de juez que, con 
tijera y cinta de sastrería en las manos, espera indicación del “patrón” para ver de qué 
medida hace el traje (sentencia) del “procesado”. 
Esto no puede ni debe seguir así. Como ciudadanos debemos poner en el 
Gobierno a personas responsables, capaces, respetuosas de las leyes y que quieran 
cambiar lo que no está bien. Solo con nuestro voto masivo esto será posible. 
Como vemos, los fallos polémicos de la Corte se han convertido en un diario actuar, 
esto ha creado en los ciudadanos nicaragüenses una incertidumbre jurídica que está 
acabando con la confianza y los ideales de justicia de aquellos que necesitan resolver 
sus controversias. 
La ley debe ser el arma fundamental del Derecho para impartir justicia, pero no una 
justicia ciega, sino razonada, fundada en las normas dispuestas para guiar el actuar de 
un pueblo y así propiciar una convivencia en armonía. 
Por desgracia la garantía que manda un “Irrestricto apego a la ley” se ha visto teñida 
por la inclinación de los judiciales a coimas, conquistas políticas y porque no pensar 
también en amenazas por parte de quienes tengan poder e interés en determinados 
casos. 
 
 Tribunal Competente 
El artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que 
toda persona tiene derecho a ser oída, en cualquier proceso, por un “tribunal 
competente, independiente e imparcial”. El cumplimiento de estos tres requisitos 
permite garantizar la correcta determinación de los derechos y obligaciones de las 
personas. Tales características, además, deben estar presentes en todos los órganos 
del Estado que ejercen función jurisdiccional, según lo ha establecido la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 
Se considera tribunal competente a aquel que de acuerdo a determinadas reglas 
previamente establecidas (territorio, materia, etc.), es el llamado para conocer y 
resolver una controversia. También conocido como el derecho a un juez natural, esta 
garantía presenta dos alcances: por un lado, la imposibilidad de ser sometido a un 
proceso ante la autoridad de quien no es juez o que carece de competencia para 
resolver una determinada controversia; y por otro, que la competencia de los jueces y 
tribunales se encuentre previamente establecida por la ley. 
La garantía del tribunal imparcial permite contar con órganos jurisdiccionales que 
aseguren a las personas que sus controversias serán decididas por un ente que no 
tiene ningún interés o relación personal con el problema, y que mantendrá una posición 
objetiva al momento de resolverlo. En consecuencia, la imparcialidad de los tribunales 
implica que las instancias que conozcan cualquier clase de proceso no deben tener 
opiniones anticipadas sobre la forma en que los conducirán, el resultado de los 
mismos, compromisos con alguna de las partes, etc. 
Asimismo, esta garantía obliga al magistrado a no dejarse influenciar por el contenido 
de las noticias o las reacciones del público sobre sus actuaciones, por información 
diferente a la que aparece en el proceso, ni por influencias, alicientes, presiones, 
amenazas o intromisiones indebidas de cualquier sector. 
 
 Presunción de Inocencia 
El Debido Proceso implica que un individuo solo puede ser considerado culpable si las 
pruebas de su conducta ilícita han sido logradas a través de un proceso legal seguido 
por autoridades que no se extralimitan en sus atribuciones. 
La garantía de la presunción de inocencia consiste en atribuirle de entrada al 
demandado la calidad de persona inocente y el no obligarle a hacer nada para 
demostrarlo, por lo cual no tiene  que preocuparse por probar su inocencia, le basta la 
pasividad absoluta. 
El terreno abonado de la presunción de inocencia es ciertamente la prueba ya que 
desvirtuar la presunción de inocencia exige ante todo una mínima actividad probatoria. 
 Esta garantía suele ser considerada únicamente penal, pero hemos comprobando que 
estas suelen ser comunes a todos los procesos y la presunción de inocencia no es la 
excepción, ya que todo proceso se da inicio por posiciones antagónicas de sujetos con 
intereses contrapuestos, por tanto quien afirma debe probar. 
 
 Igualdad 
Nuestra Constitución, consagra claramente este derecho en su artículo 27: 
Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho a igual protección. No 
habrá discriminación por motivos de nacimiento, nacionalidad, credo político, raza, sexo, 
idioma, religión, opinión, origen, posición económica o condición social. 
Esta garantía obliga a la autoridad judicial a brindar a las partes un mismo trato, 
otorgándoles las mismas oportunidades de hacer valer sus derechos y ejercer su 
defensa. 
Comprende privilegios tan diversos como: dar a cada parte la oportunidad de conocer 
todo el material objeto del proceso y la defensa del contrario para presentar las 
argumentaciones y contra argumentaciones necesarias, al suprimir los obstáculos 
económicos que dificultan el acceso a la justicia y la exclusión del dolo y la mentira. 
La violación del derecho de defensa no sólo se produce cuando se vulneran las reglas  
procesales, sino también cuando se atenta contra cualquier otro derecho envuelto en el 
proceso, ya sea por parte del órgano jurisdiccional, o por la de una de las partes, 
siempre que implique la privación o disminución de las posibilidades de defenderse. 
Por tanto la aplicación de esta garantía no significa que el juez deba asumir la defensa 
de la parte más débil, porque se incurriría así en una desigualdad de signo contrario, 
igualmente prohibida. 
La garantía comprende también la igualdad de aplicación de la ley por los tribunales. 
Fundamentalmente exige igualdad de trato a los ciudadanos cuando los casos 
sometidos a la decisión sean iguales, aun proviniendo de órganos judiciales distintos, 
sin perjuicio de su respectiva independencia.   
 Inmediatez (Ser juzgado sin dilación a través de un proceso sencillo y rápido) 
Es a través de la función jurisdiccional que el Estado da certeza a los conflictos o 
situaciones de incertidumbre o inseguridad que se producen en la sociedad. La certeza 
no significa necesariamente dar la razón a quien recurre al servicio, pero sí recibir una 
respuesta razonable y oportuna. Y es a esta característica de oportuna a la que 
pretendemos hacer mayor alusión. 
Nuestro sistema de Justicia se ha caracterizado por ser “rogado”, el retardo de justicia 
es una de las debilidades más grande de nuestro sistema según la opinión pública. 
Cuando la Administración de Justicia fracasa, la seguridad jurídica es reemplazada por 
la irracionalidad y por la imprevisibilidad desapareciendo la confianza y colocando a los 
miembros de una sociedad y a veces hasta el propio gobierno en estado de 
indefensión. 
 Derecho a la Defensa (material y técnica) 
De importancia capital dentro del contenido del debido proceso, el derecho de defensa  
consiste en la facultad de todo justiciable a disponer de todos los medios, garantías e 
instrumentos que el ordenamiento pone a su alcance para la defensa real y efectiva de 
sus derechos e intereses jurídicos, cuya privación o desconocimiento en su perjuicio 
conlleva lo que denominamos indefensión o violación del derecho de defensa.  
La violación del derecho de defensa no sólo se produce cuando se vulneran las reglas 
procesales, sino también cuando se atenta contra cualquier otro derecho envuelto en el 
proceso, ya sea por parte del órgano jurisdiccional, o por la de una de las partes, 
siempre que implique la privación o disminución de las posibilidades de defenderse. 
Este derecho brinda la posibilidad de que el demandado haga valer los hechos y 
razones jurídicas frente a la acción del demandante para destruir o enervar su acción. 
Sin embargo existen posiciones doctrinarias que determinan que el derecho a la 
defensa tiene un mayor alcance y este es que a través de la Dirección de Defensores 
públicos se garantiza un defensor de oficio a las personas que no tengan la capacidad 
económica para sufragar los gastos de un abogado particular. 
El derecho a asistencia del letrado viene a fortalecer el derecho a la defensa, ya que 
supone que la intervención de la defensa técnica proporciona al ciudadano el debido 
asesoramiento para conducir a buen fin la defensa de sus intereses legítimos. 
 Libertad de Prueba y licitud de la misma 
Ante la presencia del conflicto de intereses por las que se constituye un proceso, donde 
las partes involucradas intentan por todos los medios obtener una sentencia favorable, 
se hace inevitable el hecho de contar con una actividad probatoria dentro del juicio, 
donde se de fe lícita y confiable del proceso en desarrollo. 
La aplicación de una norma jurídica depende de que en realidad se haya dado en el 
caso concreto los hechos que el legislador, en abstracto, ha fijado en la norma como 
requisito de la producción de sus efectos. 
Pues bien si los hechos no están fijados en el proceso como dados (prueba pre 
constituida), o admitidos expresamente por las partes, o si no valen como dados (por 
ejemplo en base a la presunción de la ley), hay que probarlos. 
Roberto Ortiz Urbina en su texto Derecho Procesal Civil I, (s.f); cita al Jurista Emilio 
Gómez Orbaneja, quien define la Prueba como: 
“Aquella actividad procesal encaminada a producir en el Juez el convencimiento de la 
verdad o no verdad de una alegación de hecho; o bien fijar los hechos necesitados de 
prueba como datos, independiente de ese convencimiento, en virtud de una regla de 
valoración legal. En este caso hablamos de prueba legal, en oposición a prueba libre”. 
(p.246) 
En lo que respecta a la presente garantía, nos remitimos a la Sentencia 12-2009 Sala 
de lo Constitucional; la que nos parece interesante comentar porque en la misma se 
evalúa una clara violación al derecho de presentación de Prueba, ya que las mismas no 
fueron tomadas en cuenta por el funcionario público. 
En los hechos el Ingeniero Stanley Edward Spence Pong, apoderado generalísimo de 
la Empresa Spencer Pong y Compañía Limitada quien interpone formal Recurso de 
Amparo en contra de la Ministro del Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales 
(MARENA), Amanda Lorio Arana por haber emitido la Resolución Administrativa 
número 002-2007 en la que se declara sin lugar el recurso de Apelacion que 
interpusiera ante ella impugnando la Resolución Número 11-11-06B, dictada por la 
señora Daysi Sarria, Delegada Territorial de MARENA-León condenando a la empresa 
que representa al pago de una multa de Cincuenta mil córdobas que afecta 
económicamente a la empresa familiar y a los trabajadores de la Empresa, esto debido 
a la contaminación de agua y suelo ocasionado por derrame de lodo asfaltico que 
estaban siendo depositados en una propiedad ubicada en la comarca el Cóbano, 
kilómetro 63 y medio de la carretera Puerto Sandino, lugar donde la empresa efectuaba 
trabajos de ingeniería y mantenimiento de tanques TK-300 según Contrato suscrito 
entre la Empresa ESSO STANDARD OIL, S.A. LIMITED y SPENCER PONG Y 
COMPAÑÍA LIMITADA,, . 
En su argumentación el recurrente plantea que dentro del proceso técnico 
administrativo se cometieron ilegalidades que sirven de base para impugnar el acto, así 
como omisiones de trámites fundamentales que dicho proceso conlleva, violentando 
principios y derechos como el Debido Proceso, porque el tipo de procedimiento 
administrativo que fue llevado por la autoridad del MARENA no tiene base en ninguna 
ley, mediante auto del 23 de octubre señalan nacimiento de oficio del procedimiento 
administrativo contra le empresa, cuando la Ley No. 217 “Ley General del Medio 
Ambiente y Recursos Naturales” la que dispone que todo proceso en este orden se 
inicia mediante la denuncia por escrito presentada por persona natural o jurídica y no 
señala el nacimiento del procedimiento de oficio. La errada interpretación de la norma 
provocó una aplicación errada del debido proceso ya que la misma autoridad de 
manera ilegal y flagrante no evacuó las pruebas que oportunamente se aportaron. (El 
recurrente comparece a través de su abogado).  
Consideraciones de la Corte: 
1. La Sala Constitucional comprobó la existencia de aportación de pruebas altamente 
calificadas por parte del recurrente y que no fueron valoradas ni consideradas por la 
Administración durante el proceso administrativo, tampoco evacuaron las pruebas de 
descargo ofrecidas ni se pronunciaron sobre su admisibilidad tales como: 
a) Escrito del veinte de noviembre del dos mil seis, adjuntando resultados de pruebas 
realizadas sobre muestras tomadas en el lugar del derrame, que fueron analizadas en el 
Laboratorio (SIL) en Pensacola, Florida, siguiendo los procedimientos indicados por la 
US Environmental Protection Agency, donde los resultados concluyen con que no existe 
ningún tipo de contaminación, específicamente hidrocarburos en los pozos utilizados 
para el consumo de agua, lo cual determina que no existe ningún tipo de riesgo en la 
salud de los pobladores de la Quebrada “El Cóbano”;  
b) Informe Caracterización Técnico Ambiental de la Quebrada San Francisco-El 
Cóbano-Puerto Sandino, presentado por el Geólogo Consultor Gustavo Altamirano, 
Informe que concluye que no existe ningún daño al suelo, subsuelo y fuentes de agua. 
c) Boletín de Estación lluviosa reportado por la Dirección General de Meteorología de 
INETER, correspondiente a la segunda decena de octubre del dos mil seis, lo que 
demuestra que la alta precipitación lluviosa de esa semana fue la que provocó los 
desastres naturales que fueron reportados en el país.  
d) Estudios con Laboratorio especializado de la Universidad Agraria (UNA) sobre los 
componentes del suelo, determinando ser Suelo Arcillo, concluyéndose con ello que su 
composición en cien por ciento arcilla; sin ningún cuerpo extraño en su componente 
físico. 
2. Apegada al texto de la Ley del Ambiente y Recursos Naturales (Artículo 28.- En los 
Permisos Ambientales se incluirán todas las obligaciones del propietario del proyecto o 
institución responsable del mismo estableciendo la forma de seguimiento y 
cumplimiento del Permiso obtenido)  la Corte determina que la obligación de gestionar y 
obtener los permisos y licencias necesarios para la ejecución de las obras debe de ser 
del Propietario del Proyecto, que en el caso de autos es la Empresa Esso Standard Oil, 
S. A. Limited y no la Empresa Spence Pong Compañía Limitada quien es solamente la 
parte contratada por la Esso para que efectuara los trabajos de limpieza ya referidos 
con anterioridad. 
3. Esta Sala considera que es evidente que las pruebas aportadas por la parte 
recurrente no fueron consideradas por las funcionarias recurridas, ya que Spence Pong 
sí se hizo responsable por el derrame ocurrido en El Cóbano, el cual fue consecuencia 




Por todo lo antes planteado, y la correspondiente valoración de las pruebas por parte 
de la Sala Constitucional, la Corte declara Ha Lugar el recurso de Amparo. 
Tal como se refleja en este proceso, los funcionarios de la administración, pueden 
llegar a lesionar de una manera grave los derechos y garantías constitucionales, 
quebrantando la seguridad jurídica y el principio de legalidad lo que conlleva a su vez a 
violentar los derechos humanos de quien es objeto de tales arbitrariedades, es este 
caso Spence Pong y Compañía Limitada hubiese podido sufrir serios daños 
patrimoniales debido a que la Administración no valoró las pruebas presentadas dentro 
del proceso administrativo, es aquí donde claramente podemos discernir sobre la 
importancia de las pruebas, su libertad de presentación y su correcta valoración porque 
ello se traduce al mismo tiempo en el respeto al derecho a la defensa, abona el terreno 
de la presunción de inocencia y dota al proceso judicial de legalidad.  
 Información del Proceso 
Este derecho es inherente a toda clase o tipo de proceso con las diferencias que le son 
consecuentes, siendo un instrumento para la realización del derecho fundamental de la 
defensa; en el proceso penal por ejemplo así como el acusado en el proceso penal, ya 
sea por la autoridad que le persigue, ya sea en la citación a comparecer al tribunal, se 
le debe informar del contenido, la indicación de la infracción o textos legales en virtud 
de los cuales se les requiere; en lo que respecta a los asuntos civiles, laborales, 
comerciales, etc., la citación, el emplazamiento; en general, el acto de introducción de 
la demanda, debe indicar el objeto de la demanda y su causa, los motivos de hecho y 
de derecho. En definitiva, el demandado debe conocer la razón por la cual se le juzga, 
igual que el acusado de una infracción penal. 
La Corte Suprema de Justicia en la sentencia 2/2005, plantea la exigencia del 
cumplimiento de esta garantía de la siguiente manera: 
Esta Sala de lo Constitucional al respecto y de manera reiterada ha sostenido que: “La 
regla general, es que las medidas administrativas que entrañen una cierta gravedad deben 
ser tomadas utilizando un procedimiento contradictorio que implica que el afectado tiene 
derecho a ser informado sobre la existencia del procedimiento y las alegaciones esenciales 
que se hagan, de suerte que le otorgue la oportunidad de examinar el expediente 
administrativo y de adoptar una posición sobre el mismo; al respecto refiere Arturo Hoyos 
<Cuando se deba seguir un procedimiento contradictorio la Administración debe informar al 
afectado, no sólo de la existencia del procedimiento, sino también de su intención de aplicar 
sanciones, a menos que la notificación sea imposible. La notificación no está regida por 
formalidades especiales; y la naturaleza de la investigación es irrelevante para la 
efectividad de estas medidas. El objeto del procedimiento debe ser claramente comunicado 
al interesado al igual que las alegaciones hechas contra él. (pp. 4-5) 
 Motivación de Resoluciones o Sentencias 
Al respecto, nuestra legislación establece que las partes dentro del litigio tienen 
derecho a que la sentencia sea motivada o razonada, para ser considerada justa, Se 
habla de decisión justa, porque la sanción que resulta como consecuencia de todo 
proceso civil, penal o de otra índole, que es la condena en general, solo es válida si es 
pronunciada con imparcialidad e independencia y el Juez hace justicia, con apego y 
respeto a los derechos de las partes involucradas en el mismo.  
Hablamos de condena racional porque lo justo, entendido como tal, sólo es así si es a 
la vez racional. La justicia es un valor ante todo racional, lo mismo que el derecho, que 
la tiene como su fin u objeto, y la norma en tanto que forma parte del derecho. Y dentro 
de la norma la ley, sólo serán en efecto tales, si ante todo son racionales, porque lo que 
no es racional es arbitrario, y la arbitrariedad es un contravalor de la justicia, por lo cual 
son categorías que se excluyen. 
Sobre esta garantía es muy importante destacar la dimensión que la Sentencia 53-
2009, da a los efectos de las resoluciones. La Corte manifiesta:  
“…en verdad, el juez o el funcionario al dictar una sentencia o una resolución, debe 
considerar los efectos económicos y sociales de ésta; por cuanto la sentencia o la 
resolución es de la sociedad y para la sociedad, no puede desentenderse del individuo 
como un ser digno, merecedor de respeto, y con derecho a su propio bienestar. Si la 
sentencia o la resolución atenta contra los derechos fundamentales del hombre o contra 
sus principios, en vez del acto supremo del juez que tiene en sus manos un poder casi 
divino, se convierte en lo más peligroso y destructivo de la sociedad en general y del 
individuo en particular…” (Sentencia No. 131, dictada a las 11:00 a.m., del 7 de agosto del 
2001)”. 
 Doble Instancia 
El artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que 
toda persona tiene derecho "de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior". Esta 
garantía implica la posibilidad de cuestionar una resolución dentro de la misma 
estructura jurisdiccional que la emitió. La instauración de esta garantía significa reforzar 
la protección de los litigantes. Esto obedece a que toda resolución es fruto del acto 
humano, y que por lo tanto, puede contener errores o generar distintas 
interpretaciones, ya sea en la determinación de los hechos o en la aplicación del 
derecho.  
La revisión judicial permite, además, un control de los tribunales superiores sobre los 
de inferior jerarquía, estimulando la elaboración de resoluciones suficientemente 
fundamentadas, a fin de que no sean susceptibles de ser revocadas.  
Para la vigencia de esta garantía, no basta con el reconocimiento formal del derecho de 
apelación, sino que además se deben eliminar todos aquellos obstáculos que impidan 
ejercerlo, tales como la exigencia de demasiados requisitos formales o plazos muy 
breves para su interposición, etc. 
El ejercicio del derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior, como es lógico 
suponer, implica que toda persona tiene derecho a disponer, en un plazo razonable y 
por escrito, de los fallos dictados en la determinación de su responsabilidad, 
debidamente motivados, a efectos de su posible apelación. En caso contrario, no se 
estaría concediendo la debida revisión de la sentencia, ni acceso oportuno a las 
razones del fallo, impidiéndose ejercer eficazmente el derecho de defensa.  
A pesar de ello nuestra Corte Suprema de Justicia ha causado mucha polémica con la 
famosa Sentencia 40 del diez de junio del 2002; dicha sentencia declara 
inconstitucional la estructura orgánica aprobada por la Ley 350 reguladora de la materia 
Contencioso Administrativo en Nicaragua, la sentencia estipula un tipo de exclusividad 
en la materia, atribuida por dichos artículos a la Sala de lo Contencioso Administrativo 
de la Corte Suprema de Justicia, siendo ésta el único órgano competente para resolver 
los conflictos administrativos.  
Así mismo todos los artículos que estipulaban la doble instancia en el procedimiento 
contencioso administrativo resultaron inconstitucionales, al igual que todo artículo que 
se refiriera o mencionara la posibilidad de recurrir por medio del recurso de Apelación 
(también declarado inconstitucional). 
Consideramos que dicha sentencia trasgrede el Pacto de San José en su arto. 8 inc. h, 
al no permitir el recurso de Apelación en contra de la sentencia contencioso 
administrativa ante una instancia superior o imparcial a la que la emitió. Sin dejar de 
mencionar que al existir una sola instancia jurisdiccional podría estarse a las puertas de 
una grave retardación de justicia ya que obviamente es difícil que un solo órgano pueda 
hacer frente con diligencia y la celeridad debida a una gran cantidad de demandas 
contencioso administrativas. 
 Eficacia material de la sentencia (ejecución) 
Sabemos que la sentencia para que sea justa debe ser razonada, apegada a derecho, 
pero debemos mencionar también que no basta con que la misma sea emitida por el 
judicial es por ello que no podemos dejar de un lado  el derecho a la ejecución de la 
misma, pues de no existir, los derechos reconocidos en ella, serían puras categorías 
formales o intensiones, cualquiera que fuera el tipo de proceso a resolver. 
Es por ello que la Corte se ha pronunciado en Sentencia 2/2005 diciendo: “Ese 
procedimiento, juicio dentro del sentido, de la garantía... reunirá en su desarrollo las 
formas esenciales del procedimiento si las leyes que lo organicen reúnen estos 
requisitos fundamentales: (siendo el que nos interesa destacar) 4. Por último, que el 
procedimiento concluya con una resolución que decida sobre las cuestiones debatidas, 
y que al mismo tiempo, fije la forma de cumplirse” (p.6) 
A pesar de haber realizado un listado de garantías, las mismas deben ser consideradas 
numerus apertus, es decir que no deben considerarse como garantías del debido 
proceso las que de manera expresa señala la Constitución e Instrumentos 
Internacionales, si no que le corresponde a los Tribunales de Justicia dotar de 
contenido y determinar su alcance en cada caso concreto, a luz de los principios de la 
nación nicaragüense como son la libertad, la justicia y el respeto a la dignidad humana. 
Tal como comenta Silvio Antonio Grijalva Silva, en el libro Homenaje al Profesor Fix 
Zamudio (2010): 
Esta línea de pensamiento es acorde a lo expresado por la Sala Constitucional, en la ya 
citada la Sentencia 317 cuando dice: “Estas garantías, principios procesales y derechos 
son numerus apertus (son dinámicos no estáticos), teniendo como parámetros a efecto 
de valoración jurídica la justicia y la dignidad humana, es decir, al ser humano como 
centro de la sociedad y su convivencia dentro de un Estado Social de Derecho basado 
en una democracia sustancial como presupuesto para el desarrollo y eficacia del 
mismo.” (p. 371) 
La observancia práctica del debido proceso constituye un pilar fundamental que 
sustenta la existencia de un Estado Social de Derecho. No tendría sentido discutir 
sobre el contenido de una serie de garantías que conforman el debido proceso si las 
mismas no se hacen valer de manera real y efectiva en juicio. 
Por desgracia dichas garantías o principios procesales aunque se encuentren en la 
Constitución y otros Instrumentos, no tienen por sí solas la virtud de cambiar la 
mentalidad actualmente existente, por tanto debemos seguir insistiendo en el respeto a 
un derecho tan importante como es el Debido Proceso. 
 
3.8 Efectos a los que conlleva la vulneración de dichos presupuestos  
 
 
La vulneración a todos los aspectos que conforman el Debido Proceso común a todas 
las materias del Derecho, ya sea tanto principios como garantías constitucionales, y 
derechos fundamentales, es el origen de la búsqueda de garantías tutelares de 
derechos fundamentales, en reconocimiento de una solución que restablezca los 
derechos transgredidos, y que la sentencia que se dicte, habiendo seguido un proceso, 
sea fundada y cumpla los principios constitucionales que exige un Estado de Derecho. 
 
Es necesario que se cumplan las garantías constitucionales del Debido Proceso, ya 
que el derecho que no cumple sus respectivas garantías es solamente una afirmación, 
que carece de valor normativo.  
 
Si un proceso judicial no observa los principios y garantías constitucionales, no está 
respetando las directrices del debido proceso, por consiguiente  conlleva a la  violación 
de la norma fundamental y trae como consecuencia sus respectivas sanciones, al 
respecto la Corte Suprema de Justicia se ha pronunciado:  
 
SENTENCIA No. 317, del dieciséis de julio del dos mil nueve.- Las doce y cuarenta y 
cinco minutos de la tarde. 
Para el caso del Proceso Administrativo que lleva a cabo la Contraloría General de la 
República, y habida cuenta de que el mismo puede concluir en responsabilidades, 
especialmente en Presunción Penal, deben de garantizar el Debido Proceso, tal y como 
lo indica esta Sala, a los servidores públicos que son sujetos de Proceso Administrativo, 
es decir, la autoridad jurisdiccional y administrativa, debe asegurar que se respeten 
cada uno de los principios y derechos derivados del debido proceso, de lo contrario toda 
resolución en contra de los mismos se sancionará con nulidad y se tendrá sin efecto 
legal, respetándose el non bis in idem. (p.24) 
 
Como vemos en dicha sentencia se deja clara la responsabilidad tanto penal como civil 
que acarrea la no contemplación  del Debido Proceso, además de la nulidad de lo 
actuado, perdiendo el derecho y la posibilidad de interponer nuevamente la demanda 





 La Responsabilidad Civil consiste en la obligación jurídica que tiene un sujeto de 
Derecho de reparar los daños y perjuicios que ha sufrido otro individuo.  
 La responsabilidad penal la impone el Estado, y consiste en una pena que busca 
castigar a la persona natural, autoridad judicial o administrativa e intentar su 
reinserción para evitar que vuelva a vulnerar los derechos fundamentales. 
 En cuanto a los daños por errores judiciales, el afectado tiene la facultad de 
solicitarle al Estado la reparación de la situación jurídica lesionada, ya sea por 
error judicial, retardo de justicia u omisión injustificada.  
  Además puede exigir por derecho, la responsabilidad personal del magistrado o 
juez; e invocar al Estado que actúe contra éstos.  
 Nulidad de lo actuado, cualquier actuación u omisión de los órganos estatales 
dentro de un proceso, sea administrativo, civil, constitucional o penal, debe 
respetar el Debido Proceso, caso contrario se decretara la nulidad del acto o de 
todo lo actuado. Tiene por fundamento, proteger intereses que resultan 
vulnerados por no cumplirse los mandatos legales celebrados en un acto 
jurídico.  
 Cosa Juzgada, las sentencias definitivas ya no puedan ser revisadas ni 
intentarse nuevamente la materia del litigio. De esta forma se pierde el derecho 
de conseguir justicia, en los casos en los que el objetivo era lícito pero el 
proceso no.  
 
 
3.9 Debido Proceso sobre los formalismos del Derecho 
 
 
Comentarios a la Sentencia No. 53 del veinticinco de Febrero del 2009. Sala de lo 
Constitucional, CSJ.  
 
Consideramos que en esta sentencia la Corte Suprema de Justicia sienta un 
precedente muy importante sobre los formalismos de los que se encuentra dotado 
nuestro sistema jurídico, sobre todo en lo que corresponde a  los mecanismos de 
defensa de los derechos y garantías constitucionales. 
 
La sentencia consiste en la resolución de un recurso de Amparo, interpuesto por el 
Doctor Guillermo Antonio Estrada Borge, en su carácter de Apoderado Especial del 
Sociedad Anónima, conocida como Hotel Hilton Princess Managua, en contra de los 
Miembros del Concejo Municipal de Managua por emitir la resolución No. 27-2008; 
donde resuelve sin lugar el recurso de apelación y ratifica resolución 221-2008 misma 
en la que el Alcalde de Managua resuelve sin lugar el recurso de revisión que 
interpusiera el recurrente en contra del Acta de Reparo No. 00045/2008 en donde se le 
notifica a la Sociedad Anónima que debe solventar adeudo pendiente por ochocientos 
mil Córdobas netos (C$800,000.00) por impuestos pendientes de cancelar y por 
modificación o cambio de razón social que hiciera la sociedad Real Estate INC. S.A. 
(Hotel Hilton Princess  Managua). 
 
El Abogado representante de la Sociedad Recurrente alega que su representada fue 
constituida y registrada ante las dependencias correspondientes como Real Estate INC. 
S.A., fundada en enero de mil novecientos noventa y cuatro, con el nombre comercial 
Hotel Princess Managua, fue constituida para la administración y operación de cadenas 
hoteleras regulada por la Ley de Turismo, que para elevar su volumen de ventas en los 
servicios hoteleros el cual lleva como objeto, el trece de septiembre de dos mil cinco, 
celebró contrato atípico con la entidad Hilton Internacional CO., a través del cual 
adquiere licencia de uso o franquicia del nombre HILTON, para ser conocida 
turísticamente como HILTON PRINCESS MANAGUA, y no para cambiar su nombre o 
razón social, sin ánimo de dueño sino solamente como de uso de mercadeo, porque el 
nombre Hilton pertenece a Hilton International CO.. 
 
 
Consideraciones de la Corte: 
1. La Ley No. 49, la ley de Amparo, en su aplicación exige una serie de requisitos de 
obligatorio cumplimiento tanto para el recurrente, como para el funcionario recurrido en 
su comparecencia. La falta de alguno o todos de ellos, determina la procedencia, 
improcedencia o estimación del Recurso de Amparo (Sentencia No. 30, del 24 de 
febrero del 2003, Cons. I); de esta manera en el Recurso de Amparo se encuentran 
varios elementos de carácter temporal y formal esenciales para su admisibilidad. 
En el caso en cuestión la Corte destaca “La Rendición de Informe del Funcionario 
Recurrido”, porque en este caso los funcionarios recurridos no rindieron ningún informe. 
Dentro de la misma sentencia se plasma lo que dice la Jurisprudencia sobre estos 
casos:  
“Sobre la Falta del Informe o Informe diminuto esta Sala en reiteradas sentencias ha 
sido categórica en señalar que en principio no basta con presentar un escrito diciendo 
que es un INFORME, sino exponer de manera clara, fundamentada y documentada su 
actuación tal y como se lo ordenó el Tribunal Receptor, al ordenar al funcionario remitir 
las diligencias que se hubieren creado, de tal forma que no le quede la menor duda a 
esta Sala, de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos; un escrito sin 
éstas características no es un Informe, sino un simple escrito que debe agregarse a los 
antecedentes del expediente”... 
 
“Recibidos los autos por la Corte Suprema de Justicia, con o sin el informe, dará al 
Amparo el curso que corresponda. La falta de informe establece la presunción de ser 
cierto el acto reclamado”… 
 
…y de acuerdo a reiterada y reciente jurisprudencia, esta Sala de lo Constitucional, 
debe tener como cierto el acto reclamado… 
Sin embargo la Corte en la presente sentencia expone que una verdadera justicia 
Constitucional no sólo trata de resolver un caso planteado tomando únicamente lo 
expuesto por el recurrente y lo contestado e informado por el funcionario recurrido, 
mucho menos pretende encasillar rígida y formalmente un hecho planteado con la ley, 
la jurisprudencia, la doctrina o alguna tesis, como si de un tipo penal se tratara, sino 
que exige examinar si esos hechos recurridos se adecuan al espíritu de la Ley y sobre 
todo a los Derechos, Principios y Garantías contendidos en la Constitución Política, 
porque si no se adecuan el acto supremo que el juez tiene en sus manos, considerado 
casi un poder divino, este se convertiría en lo más peligroso y dañino para la sociedad 
en general. 
Es así que para la Corte, tiene primacía el fondo antes que la forma de la cuestión 
planteada pues lo primordial radica en restablecer los derechos y garantías violentadas, 
por tanto las formalidades pasan a segundo plano cuando hay evidencia de violación 
de aquellas.  
De tal manera la Corte Suprema adopta la posición de que es inaceptable sacrificar las 
garantías constitucionales o derechos fundamentales en aras de un formalismo 
inexistente, impidiéndose conocer si ha existido una verdadera violación, esto se 
constituye en un acto inconcebible e inhumano. 
2. La Corte expone que la no entrega del informe de ley por parte de los funcionarios 
no debe traducirse como Silencio Administrativo (positivo) es decir a favor del 
recurrente, pues con ello se podría correr el riesgo de conceder absurdos o de emitir 
fallos violatorios a la legalidad, como por ejemplo; conceder al recurrente una exención 
de pago a la que no tiene derecho. 
Resolución: 
No ha lugar el Amparo Interpuesto por el Doctor Guillermo Antonio Estrada Borge, en su 
carácter de Apoderado Especial de la Entidad Mercantil denominada Real Estate INC. 
Sociedad Anónima, conocida como Hotel Hilton Princess  Managua, contra los 
Miembros del Concejo Municipal de Managua. 
Razonamiento del fallo: 
1. En el cuaderno del Tribunal Receptor en el folio nueve al veinte se encuentra 
Escritura Número 11 de Constitución de Sociedad Anónima y sus Estatutos, la cual 
constituye como Sociedad Anónima Real Estate INC. Sociedad Anónima. 
2. Asimismo, se observa que en el folio que va del 23 al 32 del cuaderno del Tribunal 
Receptor se encuentra el Contrato de Licencias de Uso de Marca de fecha trece de 
septiembre de dos mil cinco, efectuado entre la Sociedad Hilton International CO., y 
Real Estate, INC. Sociedad Anónima, en la cual Hilton International CO., otorga licencia 
no exclusiva, para usar la marca autorizada “Hilton”, propiedad de Hilton International 
INC. 
3. A partir del año dos mil cinco que Real Estate INC. S.A. modificó el nombre 
comercial de “Princess Managua” por “Hilton Princess Managua”. 
4. Fundamento Legal: Plan de Arbitrios del Municipio de Managua (Dto. No. 10-91), del 
de febrero de 1991, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 30 del 12 de Febrero de 
1991, en las siguientes disposiciones: 
Artículo 9: Toda persona natural o jurídica que se dedique a la venta de Bienes, 
Industrias, o Prestaciones de Servicios, sean éstos Profesionales o no, deberán 
matricularse anualmente en el período comprendido entre el primero de Diciembre y el 
treinta y uno de Enero. 
Artículo 10: El valor de la matrícula se calcula aplicando el 2% sobre el promedio 
mensual de los ingresos brutos, obtenidos por la venta de bienes o prestación de 
servicios de los tres últimos meses del año anterior o de los meses transcurridos desde 
la fecha de apertura, si no llegaren a tres. 
Artículo 13: Cuando se tramite la adquisición de un nuevo título, negocio o 
establecimiento, el adquiriente deberá matricularse y pagar el Impuesto 
correspondiente. Igualmente se procederá cuando se modificare el nombre comercial o 
razón social de dicho negocio o establecimiento. En ambos casos se adquiere la 
obligación de pagar, aunque la persona de quien lo adquiere ya lo hubiere matriculado 
ese año y pagado el impuesto respectivo. 
5. De lo expuesto por el mismo recurrente se infiere y tomando en cuenta que las 
cosas lo son por su esencia y no por el nombre que se les dé se infiere que no sólo 
hubo una modificación en la razón social, sino que también hay una modificación en el 
nombre comercial de “PRINCESS MANAGUA” a “HILTON PRINCESS MANAGUA”, 
adquiriendo un nuevo título o marca. 
Por tanto no se puede conceder un imposible jurídico al otorgar una protección 
constitucional o  restituir derechos o garantías constitucionales que no le han sido 
violados al recurrente. 
A través de esta sentencia la Corte muestra un enorme interés en salvaguardar tanto la 
seguridad jurídica como la dignidad humana, evitando dar fallos que lesionen 
gravemente a la colectividad, pues recordemos que los efectos de la sentencias no son 
aislados, todo lo contrario sientan precedentes jurídica y socialmente. 
Sin embargo existe otro caso en el cual otro de los formalismos o denominado en este 
caso requisito para la procedencia del recurso como es el agotamiento de la vía 
administrativa se ha dejado pasar por alto con el lema de que prima más el fondo que 
la forma, cuando se presumen violados derechos y garantías. 
El ideal es bueno, pero podría llegar a tener ciertas consecuencias negativas, viendo 
las dos caras de la moneda, el dar pase a un recurso sin haberse agotado la vía 
administrativa abre camino a que esto se haga en reiteradas ocasiones lo que podría 
terminar en un congestionamiento de los órganos jurisdiccionales pues el recurrente en 
busca de aminorar tiempo saltaría la vía administrativa, además el aceptar o no la 
tramitación del recurso en cada caso concreto quedaría a discreción del órgano 
receptor, lo que se torna en algo demasiado subjetivo y peligroso. Recordemos que en 
Derecho todo debe ser regulado por la ley para evitar caer en ambigüedades y 
diversidad de interpretaciones. 
 
3.10 El Debido Proceso en el Derecho Comparado 
 
El Debido Proceso es considerado un derecho humano porque tiene como principio y 
fin la defensa de la persona humana, siendo este el criterio de aplicación e 
interpretación jurídica de los Estados Democráticos de Derecho. 
Su importancia radica en que se constituye como garantía aseguradora de los demás 
derechos fundamentales y no sólo un principio o atribución de quienes ejercen la 
función jurisdiccional. 
Incluso su objeto se  consideraba reducido hasta el punto de razonarlo como un 
derecho que tutela garantías de índole penal, aún en la actualidad la Doctrina en su 
mayoría lo conciben bajo esta rama del Derecho. Sin embargo la Corte Suprema de 
Justicia, ha emitido sentencias; a partir de las cuales se entiende que el debido proceso 
es un derecho aplicable en todas las especialidades del Derecho; ya que en cada una 
de ellas se llevan a cabo procesos dentro de los que es necesario su tutela y 
observancia para garantizar los derechos y garantías constitucionales. 
En apoyo a lo antes dicho, tenemos señalamientos de Tribunales Latinoamericanos, 
recopilados en el artículo El Debido Proceso en las decisiones de los órganos de 
control constitucional de Colombia, Perú y Bolivia tal como el realizado por el Tribunal 
Constitucional de Perú en el que plantea que el debido proceso “está concebido como 
el cumplimiento de todas las garantías y normas de orden público que deben aplicarse 
a todos los casos y procedimientos, incluidos los administrativos" 
El Tribunal Constitucional de Perú hace énfasis en dichos procesos administrativos, lo 
que viene a reafirmar una vez más que el derecho de rango constitucional como lo es 
el Debido Proceso, no es de aplicación exclusiva al ámbito penal, y sobre el tema el 
Tribunal expresa:  
 "El Debido Proceso Administrativo, supone en toda circunstancia el respeto por parte de 
la administración pública de todos aquellos principios y derechos normalmente 
invocables en el ámbito de la jurisdicción común o especializada y a los que se refiere el 
Artículo 139° de la Constitución del Estado (verbigracia; jurisdicción predeterminada por 
la ley, derecho de defensa, pluralidad de instancia, cosa juzgada, etc.)". 
El Tribunal determina el alcance del debido proceso incluso en corporaciones de índole 
particular, de tal manera queda establecido que las garantías del debido proceso deben 
también ser observadas  "en cualquier clase de proceso o procedimiento disciplinario 
privado". 
Así mismo Perú no es el único país que ha manifestado de manera contundente el 
rango y la amplitud de este derecho, el Tribunal Constitucional de Bolivia también se ha 
pronunciado al respecto “que las garantías del debido proceso son aplicables a toda 
instancia a la que la ley atribuye capacidad de juzgar, como ocurre por ejemplo, en el 
caso de determinadas corporaciones de la Administración Pública”. 
A nivel de la jurisprudencia constitucional comparada existe, en consecuencia, una 
marcada tendencia a proteger las garantías del debido proceso no solamente en los 
ámbitos de actuación de los órganos del Poder Judicial sino ante cualquier instancia 
que tenga competencias para determinar derechos u obligaciones de cualquier índole, 
incluso instituciones de carácter privado. 
El porqué del insistente cumplimiento a este derecho en todas las ramas de esta 
ciencia jurídica radica en que a través de su vulneración puede llegarse a causar serios 
daños al ser humano, como por ejemplo enormes pérdidas en patrimonios que 
disminuirían la calidad de vida de quien se vea afectado, pérdida de libertad de manera 
injusta quizás por la falta de valoración de pruebas que fundamenten su derecho a ser 
considerado inocente, entre otras. Y a una dimensión más amplia la falta de 
cumplimiento del Debido Proceso, hace flaquear la seguridad jurídica y el principio de 












El Debido Proceso, anteriormente era considerado una cuestión exclusivamente 
penalista, hoy en día vemos la gran importancia que ha tenido y tiene el Debido 
Proceso en todos los ámbitos del derecho, enfatizando su aplicación al derecho 
constitucional como un derecho fundamental de todo ser humano, en busca de justicia, 
para un caso en concreto. 
Cabe también recalcar que para que se respete a profundidad el Debido Proceso es 
requisito indispensable que se cumplan una serie de principios y garantías, y que 
además estos sean observados durante el proceso judicial, tanto por la parte actora, la 
demandada, como por el judicial.  Siendo también de primordial importancia que el 
Estado no solo reconozca la existencia de derechos fundamentales, sino que además 
debe establecer los procedimientos para exigir su respeto, cumplimiento y eventual 
resarcimiento en caso de vulnerar el Debido Proceso. 
Nicaragua en su Constitución Política integra dichos principios constitucionales como 
reglas de comportamiento del estado y sus diversos órganos para el efectivo 
cumplimiento del debido proceso, además acuna garantías constitucionales como 
medidas de protección a los derechos fundamentales, velando por el efectivo 
cumplimiento de la norma. 
Gracias a la constante evolución de los derechos humanos y su aplicación al ámbito 
nacional consagrados en la Constitución Política, es que se ha podido ampliar una 
esfera de protección a los derechos fundamentales, incluyendo derechos que 
anteriormente no eran tutelados, tal es el caso del Debido Proceso el cual era 
contemplado solo en el ámbito penal.  Las nuevas corrientes filosóficas y la constante 
preocupación por la protección de derechos humanos en el ámbito procesal permitieron 
que el debido proceso sea considerado un derecho fundamental más amparado por 
nuestra Carta Magna y de aplicación a todas las ramas del derecho. 
La Jurisprudencia nicaragüense considera al Debido Proceso como un derecho 
fundamental y lo contempla en la Constitución Política, en el Código Penal y procesal 
penal, en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la Ley Orgánica de la Contraloría 
General de la República, entre otras, ampliando su ámbito de aplicación a todas las 
ramas del derecho, teniendo como principios y garantías constitucionales.  Nicaragua al 
ser un Estado Social de Derecho, garantiza y tutela el correcto cumplimiento de la 
norma constitucional, brindando de esta forma seguridad jurídica a sus habitantes, al 
sector privado, a la inversión extranjera, permitiendo el eficaz desarrollo del país.   
Y es a través de las diversas sentencias emitidas por la corte Suprema de Justicia que 
se puede palpar el respeto al debido proceso / una verdadera tutela judicial efectiva, 
que conlleva a dilucidar el efectivo cumplimiento de la norma, el irrestricto apego a la 
ley, hemos visto como a este respecto la Corte ha sido diligente en sus fallos dándole 
mayor importancia a la justicia, a  las pretensiones procesales que a las formalidades 
exigidas por el derecho.  
En conclusión el correcto cumplimiento del Debido Proceso como instrumento 
fundamental para la realización de la justicia, conforme a principios y garantías 
constitucionales, a través de la defensa y control de los derechos del ciudadano, a lo 
largo del desarrollo del proceso, brinda seguridad jurídica en igualdad de condiciones, 
característica que se da en un verdadero Estado Social de Derecho, logrando el 
desarrollo positivo  de la nación y la confianza de los ciudadanos en los órganos 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
Sentencia No. 40 
 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  Managua, diez de junio del año dos mil dos.  Las 





Mediante escrito presentado ante la Corte Suprema de Justicia, a las nueve y 
veinticinco minutos de la mañana del dieciocho de junio del año dos mil uno,  
compareció el Doctor JOSE ANTONIO BOLAÑOS TERCERO, mayor de edad, casado, 
Abogado y Notario, del domicilio de Granada, en su carácter de ciudadano, 
identificándose con la Cédula de Identidad número 201-020750-0003C y expuso en 
síntesis:  Que en La Gaceta, Diario Oficial No. 140 y 141 del 25 y 26 de julio del 2000, 
fue publicada la Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, 
la que de conformidad con su Art. 136, entraba en vigencia diez meses después de su 
publicación, es decir el día veinticuatro de mayo del año dos mil uno.  Expresó el 
recurrente que el artículo 119 de la referida ley, en su párrafo segundo viola la 
Constitución Política de Nicaragua, al establecer como causal de destitución de los 
Magistrados de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Supremo Tribunal, por la 
Asamblea Nacional, el  no fallar en el plazo fijado por dicha ley,  asumiendo dicho 
órgano legislativo facultades de juzgar y ejecutar lo juzgado, que son propias del Poder 
Judicial de conformidad con los Arts. 158 y 159 de nuestra Constitución Política,  
constituyéndose la Asamblea Nacional en un Tribunal de Justicia, invadiendo el ámbito 
de competencia del Poder Judicial, contradiciendo los Arts. 34 numerales 3), 4) y 9), 
129, 158, 19 y 130, todos de la Constitución Política.  Señaló el recurrente que la Ley 
350, Ley de Regulación de la Jurisdicción Contencioso Administrativo, le ocasionaba 
los siguientes perjuicios:  a) como usuario de la administración de justicia, al pretender 
ser destituidos los Magistrados, y que como ciudadano tenía derecho de salvaguardar y 
proteger; b)  Que como ciudadano tiene la obligación de respetar y hacer que sean 
respetados los Poderes del Estado, convirtiéndose el Art. 119 de la Ley 350 en un 
desequilibrio entre los Poderes del Estado, debilitando las instituciones de un Estado 
Democrático y de Derecho, en que se debe respetar y tutelar los Derechos Humanos; 
c) El desorden que dicha ley quiere imponer entre los propios administradores de 
justicia, ya que por cualquier denuncia podrían ser destituidos de sus cargos, lo que 
violenta el Art. 160 Cn.. al establecer un procedimiento anómalo y arbitrario.   
Que por todas las razones expuestas, consideraba que el Art. 119 párrafo segundo de 
la Ley 350, violaba los artículos 34 numerales 3) 4) y 9) , 129, 158, 159 y 130, todos de 
la Constitución Política, por lo que comparecía en su  propio carácter y como ciudadano 
a entablar Recurso de Inconstitucionalidad en contra del Art. 119 de la Ley de 
Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, dirigía su recurso en 
contra del Doctor Arnoldo Alemán Lacayo, mayor de edad, casado, Abogado y Notario 
Público, en su calidad de Presidente de la República de Nicaragua, por haber 
sancionado dicha ley.  Asimismo, dirigía su recurso en contra de Don Oscar Moncada 
Reyes, mayor de edad, casado, Administrador de Empresa, del domicilio de Masatepe, 
en su carácter de Presidente de la Asamblea Nacional.   Siguió expresando el 
recurrente que la Carta Magna garantiza la inamovilidad de los Magistrados y que la 
Asamblea Nacional sólo tiene la facultad para elegir a dichos Magistrados, admitirles su 
renuncia, fundadas en causas legales debidamente comprobadas y desaforarlos, para 
someterse a los Tribunales de Justicia, pero que ningún precepto constitucional 
autoriza destituirlos.  Que la Asamblea Nacional se desvió de su esfera de acción que 
le marca la Constitución Política, que  solamente tiene la facultad de desaforar a los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, similar a la formación de causa, que es la 
pérdida de inmunidad en virtud de una acusación o denuncia.   
Pidió se le diera el curso de ley, al presente Recurso de Inconstitucionalidad, y que se 
declarara la inaplicabilidad del Art. 119, segundo párrafo de la Ley de Regulación de la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.  Dejó lugar señalado para oír 
notificaciones.   
Por auto  de las diez y veinte minutos de la mañana del veintiocho de junio del año dos 
mil uno, la Corte Suprema de Justicia tuvo por presentado en tiempo y forma el 
presente Recurso de Inconstitucionalidad, admitiéndolo y teniendo por  personado 
como recurrente al Doctor JOSE ANTONIO BOLAÑOS TERCERO, concediéndole la 
intervención de ley.  Ordenó pasar el proceso a la oficina y solicitar al doctor Arnoldo 
Alemán Lacayo, Presidente de la República y al Licenciado Oscar Moncada Reyes, 
Presidente de la Asamblea Nacional, informar, de conformidad con el Art. 15 de la Ley 
de Amparo, dentro del término de quince días, pudieran alegar lo que tuvieran a bien.  
Asimismo, se tuvo como parte a la Procuraduría General de Justicia, se ordenó 
notificarle dicha providencia y darle copia del presente Recurso de Inconstitucionalidad.  
Mediante escrito de las once y cincuenta minutos de la mañana del veintisiete de julio 
del año dos mil uno, compareció ante este Supremo Tribunal, la Licenciada Delia 
Mercedes Rosales Sandoval, en su carácter de Procuradora Administrativa y 
Constitucional  por delegación del Procurador General de Justicia.  Por escrito 
presentado por el doctor Oscar Tenorio Hernández a las once y cuarenta minutos de la 
mañana del seis de agosto del año dos mil, rindió informe el doctor Arnoldo Alemán 
Lacayo, en su carácter de Presidente de la República de Nicaragua, quien expuso en 
síntesis:    Que la parte final del Art. 119 de la Ley 350, instituye una norma 
característica del derecho administrativo sancionador, similar a muchas otras que se 
encuentran diseminadas en distintos cuerpos jurídicos, cuya finalidad es evitar la 
retardación de justicia y salvaguardar los derechos del ciudadano.  No existía violación 
constitucional, ya que el artículo en referencia establece una causal de destitución y 
encomienda la aplicación de una sanción administrativa a la Asamblea Nacional.  Que 
dicha disposición constituía por ley, una causa autónoma para la remoción de aquellos 
Magistrados que incurran en retardación de justicia y que el procedimiento para la 
aplicación de esta disposición no queda al arbitrio de la Asamblea Nacional, sino que 
dispone que ésta determinará el procedimiento para aplicarlo, y que la misma de 
conformidad con los Arts. 138 numerales 7) y 24) Cn. establece que es el Poder del 
Estado facultado para nombrar y juzgar a los Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia.   
Pidió a este Supremo Tribunal que sea desestimado y rechazado el presente Recurso 
de Inconstitucionalidad.  Por escrito presentado por el doctor Oriel Soto Cuadra, a las 
dos y cuarentinueve minutos de la tarde del trece de agosto del año dos mil uno, rindió 
informe el Licenciado Oscar Moncada Reyes, en su carácter de Presidente de la 
Asamblea Nacional, expresando:  Que el párrafo segundo del artículo 119 de la Ley 
350 no contravenía en modo alguno las disposiciones constitucionales mencionadas 
por el recurrente, ya que el caso contemplado en dicha disposición no era un asunto 
judicial cuya competencia fuera arrogada por la Asamblea Nacional, sino una atribución 
que el constituyente asignó al Poder Legislativo, como es la resolver sobre la 
destitución de los funcionarios que dicha Institución nombra, de conformidad con el Art. 
138 numeral 11 Cn., por lo que no se contravienen los Arts. 34 numerales 3), 4), 9), 
129, 130, 158, 159, y 160 de la Constitución Política.  En escrito de las dos y 
diecinueve minutos de la tarde del diecinueve de septiembre del año dos mil uno, rindió 
informe la Licenciada Delia Mercedes Rosales Sandoval, en su calidades mencionada, 
quien expuso que:  El Art. 119 segundo párrafo de la Ley 350, instituye una norma de 
derecho administrativo sancionador, con carácter autónomo dentro de la jurisdicción 
especializada de lo Contencioso Administrativo, por lo que goza de respeto al principio 
de estricta legalidad contenida en los artículos 130 y 183 de la Constitución Política.  
Concluyendo que el artículo 119, párrafo segundo no viola, ni trasgrede los artículos 
34, numerales 3) 4) y 9), 129, 158, 159 y 130 de la Constitución Política.  Solicitó que el 
Recurso de Inconstitucionalidad fuera rechazado de plano por carecer de fundamento 
jurídico y ser notoriamente improcedente.  Por auto de las ocho y diez minutos de la 
mañana del veinticinco de septiembre del año dos mil uno, se tuvo por concluso los 
presentes autos de Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto por el señor JOSE 
ANTONIO BOLAÑOS TERCERO, en contra de la Ley No. 350 “Ley de Regulación de 
la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, y no habiendo más trámite que llenar, 





El recurrente señala que el Art. 119, párrafo segundo de la Ley 350 “Ley de Regulación 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativo”, es inconstitucional porque viola los Arts. 
34 numerales 3), 4) y 9), 129, 158, 159 y 130, todos de la Constitución Política, al 
atentar contra las normas del debido proceso,  contra la independencia de los Poderes 
del Estado y por atribuirse la Asamblea Nacional facultades propias del Poder Judicial.  
Al respecto los funcionarios recurridos y la Procuraduría General de la República, 
expresaron que el contenido del artículo impugnado, instituía una norma característica 
del derecho administrativo sancionador, ajustándose a lo preceptuado por el Art. 138 
numeral 11) de la Constitución, que confiere a la Asamblea Nacional, las facultades de 
resolver sobre la destitución de los funcionarios que dicha Institución nombra.  
Asimismo, expresaron dichos funcionarios recurridos, que el artículo 119 goza de 
legalidad, contenida en los artículos 130 y 183 de la Constitución Política y que por 
todo ello debía desestimarse el presente Recurso de Inconstitucionalidad y declararse 




El Art. 119, párrafo segundo de la Ley 350 “Ley de Regulación de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativo”, dice:  “.....En caso de incumplimiento de lo establecido en 
el párrafo anterior, el interesado podrá presentar la queja respectiva ante la Asamblea 
Nacional, misma que podrá hacer hasta dos llamados de atención a los Magistrados de 
la Sala, de persistir el incumplimiento de los plazos establecidos en la presente ley para 
resolver los casos de apelación se procederá, siempre a instancia de parte interesada a 
presentar la solicitud de destitución de los Magistrados de la Sala referida ante la 
Asamblea Nacional, la que deberá resolver en un plazo no mayor de sesenta días.  
Esta fijará y determinará el procedimiento”.   
El Art. 138 numeral 11) de la Constitución Política establece que son atribuciones de la 
Asamblea Nacional, el conocer y admitir las renuncias y resolver sobre destituciones de 
los funcionarios mencionados en los incisos 7), 8) y 9),  por las causas y 
procedimientos establecidos en la ley.  El numeral 7) en referencia señala la atribución 
de la Asamblea Nacional de elegir a los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia.   
Consideran los funcionarios recurridos que la norma constitucional sustenta el Art. 119 
de la Ley 350, por cuanto atribuye a la Asamblea Nacional el resolver sobre las 
destituciones de los funcionarios que son nombrados por ésta, siendo una norma 
sancionadora de Derecho Administrativo, y que el procedimiento incoado dentro de 
ella, no se refiere a delitos.  Cabe señalar al respecto que si bien la facultad de la 
Asamblea Nacional de elegir a los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia esta 
contemplada en el Art. 138 inc. 7 Cn., es también cierto que la misma Constitución 
Política en el inciso 11 del mismo Art. 138 Cn., condiciona el ejercicio de la facultad de 
resolver sobre destituciones de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia a la 
existencia de causales y de una ley que establezca dichas causales y el respectivo 
procedimiento que garantice el debido proceso, respetando el principio jurídico de que 
en Derecho las cosas como se hacen se deshacen, por lo que el quórum que se debe 
establecer para la separación del cargo de Magistrado debe ser el mismo con el que 
fue electo, es decir el sesenta por ciento, todo conforme los artículos 138 numerales 7 y 
11 y 162 de la Constitución Política.  Es por ello que la Asamblea Nacional, aprobó en 
su momento la Ley No. 190 “Ley sobre Destitución del Contralor General de la 
República y Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Supremo 
Electoral”.  La Sala de lo Constitucional de este Supremo Tribunal, en sentencia No. 13 
de las nueve de la mañana del 27 de febrero de 1997 expresó que: “la Honorable 
Asamblea Nacional al aplicar los procedimientos establecidos en la Ley No. 190 
denominada “Ley sobre destitución del Contralor General de la República, Magistrados 
de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Supremo Electoral”, se convierte en 
Tribunal de Justicia que al final emite sanciones como son las destituciones del o los 
funcionarios afectados, todo lo cual contradice los Arts. 158, 159 y 130 Cn. que 
textualmente dicen:  Art. 158 Cn. “La justicia emana del pueblo y será impartida en su 
nombre y delegación por el Poder Judicial integrado por los Tribunales de Justicia”. Art. 
159 Cn....”Las facultades jurisdiccionales de juzgar y ejecutar lo juzgado corresponden 
exclusivamente al Poder Judicial”.  Art. 130 Cn.  “Ningún cargo confiere a quien lo 
ejerce más funciones que la que le confieren la Constitución y las leyes””, criterio que 
fue ratificado por la Corte Plena declarando la inconstitucionalidad en la Sentencia No. 
9 de las nueve de la mañana del seis de marzo de ese mismo año.   De lo atrás 
referido, se desprende  que la Ley 350, “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo”, es una ley especial que regula la jurisdicción contencioso-
administrativo, cuyo Art. 119, párrafo segundo, contiene una sanción  que va más allá 
del ámbito de la materia  regulada, al establecer dentro de ella, un procedimiento que 
es propio de regularse en una Ley especial que determine las causas y procedimientos 
para la destitución de los funcionarios que son nombrados por la Asamblea Nacional, 
sin que se produzca la injerencia de ese órgano legislativo en el ámbito propio de 
competencias de otros órganos del Estado, ya que de darse esa ingerencia se está 
atentando contra el principio de separación de Poderes; propio de los sistemas 
democráticos, y se estaría lesionando también el Estado de Derecho, cuya vigencia en 
Nicaragua se trata de consolidar, contraviniendo además lo preceptuado en los Arts. 
129 y 165 Cn. que tienen su fundamento en el Art. 7 Cn. los que literalmente dicen: Art. 
7: “Nicaragua es una república democrática, participativa y representativa. Son órganos 
de gobierno: el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial y el Poder 
Electoral.” Art. 129 Cn. dice: “Los Poderes Legislativo, Ejecutivo, Judicial y Electoral 
son independientes entre sí y se coordinan armónicamente, subordinados únicamente 
a los intereses supremos de la nación y a lo establecido en la presente Constitución”.   
El Art. 165 Cn.  señala: “Los Magistrados y Jueces, en su actividad judicial, son 
independientes y sólo deben obediencia a la Constitución y a la ley; se regirán, entre 
otros, por los principios de igualdad, publicidad y derecho a la defensa. La justicia en 
Nicaragua es gratuita”.  Este Supremo Tribunal en carta dirigida por medio de la Sala 
de lo Contencioso Administrativo, al Doctor Agustín Alemán Lacayo, Director de 
Asuntos Jurídicos de la Presidencia de la República, en atención a carta que remitiera 
con fecha cinco de julio del año dos mil, en la que solicitó los comentarios de la Sala de 
lo Contencioso Administrativo de este Supremo Tribunal, sobre el Proyecto de la Ley 
350 para ser incluidos en un posible veto o iniciativa de reforma en su caso, expresó lo 
siguiente:  “En cuanto al artículo 119 de dicho proyecto, estima esta Sala que si bien es 
cierto que de conformidad con el artículo 138 inciso 11 de la Constitución Política, la 
Honorable Asamblea Nacional tiene la potestad de aprobar una ley que establezca las 
causas y procedimientos para la destitución de los funcionarios señalados en el mismo 
inciso, entre ellos los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, el ejercicio de esta 
potestad debe ser objeto de una ley especial, de lo contrario se estaría violando la 
división e independencia de los Poderes del Estado establecido en el artículo 129 de la 
Constitución Política.  Ya este Supremo Tribunal ha emitido su criterio al respecto en 
sentencia número trece del veintisiete de febrero y número nueve del seis de marzo, 
ambas de las nueve de la mañana de mil novecientos noventa y siete.»   
Adicionalmente el Art. 119 de la Ley de Regulación de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, establece dos categorías de Magistrados y trato desigual para los 
demás Magistrados que integran las demás Salas de este Supremo Tribunal,  debiendo 
declararse su inconstitucionalidad por contravenir las normas constitucionales 
señaladas por el recurrente, como son el Art. 27 y los incisos 4 y 9  del Art. 34 Cn. y 





La Ley No. 49 “Ley de Amparo” y su Reforma, en su Art. 19 párrafo segundo señala:  
“.......Cuando se recurrió solamente contra parte o partes de los citados cuerpos 
normativos, el Tribunal podrá pronunciarse de oficio específicamente sobre el resto de 
los mismos”.  El recurrente en el presente Recurso de Inconstitucionalidad únicamente 
señaló como inconstitucional el Art. 119, párrafo segundo,  sin embargo, del examen 
del cuerpo de la Ley 350, este Supremo Tribunal, considera que existen otras normas 
de la ley en referencia que contravienen disposiciones de nuestra Carta Magna, sobre 
las que debe pronunciarse de oficio, basado en el artículo 19 infine de la Ley de 
Amparo vigente.  
El Art. 19 numeral 2) de la Ley 350, señala como órgano jurisdiccional de lo 
Contencioso Administrativo, “Las Salas de lo Contencioso-Administrativo que se crean 
en los Tribunales de Apelaciones y que estarán integrados por tres miembros 
propietarios y dos suplentes”.   
El Art. 25 de la misma dice que: “Los juzgados Locales y de Distrito recepcionaran las 
demandas y las remitirán al Tribunal de Apelaciones correspondiente para su 
tramitación” y el Art. 49 señala que el proceso se iniciará cuando reciba el Tribunal de 
Apelaciones la demanda remitida por los Juzgados de Distrito correspondientes o con 
la presentación de un escrito ante la Sala de Contencioso –Administrativo del Tribunal 
de Apelaciones........”La sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal respectivo 
conocerá de las primeras actuaciones y diligencias, de la suspensión del acto, recibirá 
las pruebas y resolverá sobre la demanda mediante sentencia” y la Sala de lo 
Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia fungirá como un Tribunal 
de Apelaciones en el proceso contencioso-administrativo .   
 
El Art. 164 numerales 10) y 11) de la Constitución Política señalan que “Son 
atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 10) Conocer y resolver los conflictos 
administrativos surgidos entre los organismos de la administración pública, y entre 
éstos y los particulares. 11) Conocer y resolver los conflictos que surjan entre los 
municipios, o entre éstos y los organismos del gobierno central”.  De lo prescrito en la 
norma constitucional se desprende que el órgano facultado para conocer y resolver 
tanto los conflictos entre los órganos de la administración pública y de éstos con los 
particulares, así como los conflictos entre los Municipios y de éstos con el Gobierno 
Central, es  la Corte Suprema de Justicia, la cual conforme a las Reformas 
Constitucionales de 1195, en su Art. 163 quedó dividida en cuatro Salas, siendo una de 
ellas la de lo Contencioso Administrativo. Las reformas constitucionales  del 2000 
remitieron la organización de la Corte Suprema de Justicia a la ley de la materia, es 
decir a la Ley Orgánica del Poder Judicial, la que en su Art. 35 establece las 
competencias de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de 
Justicia, cuyas facultades son, entre otras: “2) Conocer y resolver los conflictos 
administrativos surgidos entre los organismos de la Administración Pública, y entre 
éstos y los particulares; 3)  Conocer y resolver los conflictos que surjan entre las 
Regiones Autónomas o entre éstas y los Organismos de Gobierno Central y 4)  
Conocer y resolver los conflictos que surjan entre los Municipios, o entre éstos y los 
organismos de las Regiones Autónomas o del Gobierno Central”.   
 
Este Supremo Tribunal considera que  la norma constitucional expresamente determina 
el ámbito de competencia para el conocimiento de la jurisdicción de lo contencioso-
administrativo y la atribuye inequívocamente a la Corte Suprema de Justicia a través de 
la Sala especializada como es la Sala de lo Contencioso Administrativo de este 
Supremo Tribunal, y que la Ley 350, en los Arts. 19 numeral 2), 25 y 49 concede 
facultades, a los Tribunales de Apelaciones, Jueces Locales y de Distrito, que no le son 
propias, ni están determinadas por la Ley Orgánica del Poder Judicial, además de 
desvirtuar la naturaleza propia de este Supremo Tribunal, al convertirlo en Tribunal de 
Apelaciones o de segunda instancia para conocer asuntos, contradiciendo la 
Constitución Política, que en su Art. 159 textualmente expresa: “Los Tribunales de 
Justicia forman un sistema unitario, cuyo órgano superior es la Corte Suprema de 
Justicia....”,  por lo que se debe entender que todos aquellos artículos de la Ley 350 
que limiten la facultad de conocer y resolver la materia contemplada  en el inciso 10)  
del Art. 164 Cn.  a la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de 
Justicia, son inconstitucionales, debiendo declararse oficiosamente la 
inconstitucionalidad de los Arts. 19 numeral 2), 25, 49, 130, 131, 132 , 133 , 136,  así 
como la parte pertinente de los artículos en que se mencionare “la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal de Apelaciones ”, Arts.  21 párrafo  segundo, 
33 párrafo primero, 42 párrafo primero, 117 párrafo primero, primera línea que dice “La 
Sala respectiva del Tribunal de Apelaciones..” .  Siendo una única instancia la Sala de 
lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, la que deba conocer y 
resolver, se declaran inconstitucionales los artículos en que se establece  
procedimientos en que señalen  una doble instancia o que refiera  atribuciones o 
facultades propias a la Sala de lo Contencioso Administrativo de los Tribunales de 
Apelaciones,   Arts.  2 numeral 18), 23 párrafos primero, segundo y tercero, 24, 43,  Art. 
54 párrafo primero, que dice:  “Contra la resolución que declare la inadmisibilidad de la 
demanda, cabrá Recurso de Apelación ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Corte Suprema de Justicia”, Art. 62 párrafo primero, que dice: “la Sala respectiva 
del Tribunal de primera instancia”, Art. 65 párrafo primero, última línea, “Del auto que 
se pronuncie sobre la suspensión, cabrá el recurso de apelación en efecto devolutivo” , 
Art. 72 párrafo segundo, que dice: “Contra la resolución cabrá el Recurso de Apelación 
en ambos efectos, que deberá interponerse en un plazo de tres días”, Art. 96, 99 
párrafo segundo, última línea “Contra la resolución cabrá el Recurso de Apelación”,  





De conformidad con los considerandos hechos y artículos 424,   426 y 436 Pr. y artos. 
6,  17, 18 y 19 de la Ley de Amparo, los suscritos Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia RESUELVEN:  I.- HA LUGAR AL RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD, 
interpuesto por JOSE ANTONIO BOLAÑOS TERCERO, mayor de edad, casado, 
Abogado y Notario, del domicilio de Granada, en su carácter de ciudadano, en contra 
del Art. 119, párrafo segundo de la Ley No. 350 “Ley de Regulación de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativo”, en consecuencia declarase la inaplicabilidad de dicha 
norma.  II.- De oficio declaráse la inconstitucionalidad e inaplicabilidad de los Arts. 19 
numeral 2), 25, 49,  130, 131, 132 , 133, 136,  así como la parte pertinente de los 
artículos en que se mencionare “la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
de Apelaciones ”, 21 párrafo segundo,  33 párrafo primero, 42 párrafo primero, 117 
párrafo primero, primera línea que dice “La Sala respectiva del Tribunal de 
Apelaciones..”,  Arts.  2 numeral 18),   23 párrafos primero, segundo y tercero, 24, 43,  
Art. 54 párrafo primero, que dice:  “Contra la resolución que declare la inadmisibilidad 
de la demanda, cabrá Recurso de Apelación ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de la Corte Suprema de Justicia”, Art. 62 párrafo primero, que dice: “la 
Sala respectiva del Tribunal de primera instancia”, Art. 65 párrafo primero, última línea, 
“Del auto que se pronuncie sobre la suspensión, cabrá el recurso de apelación en 
efecto devolutivo” , Art. 72 párrafo segundo, que dice: “Contra la resolución cabrá el 
Recurso de Apelación en ambos efectos, que deberá interponerse en un plazo de tres 
días”, Art. 96, 99 párrafo segundo, última línea “Contra la resolución cabrá el Recurso 
de Apelación”,  105, 106 párrafo primero y segundo, 107, 108, 109, 110 párrafo 
primero, 111 y 118.  La Honorable Magistrada doctora JOSEFINA RAMOS MENDOZA, 
disiente de la mayoría de sus colegas Magistrados y razona su voto de la siguiente 
manera: “En el Proyecto de Sentencia en el Recurso por Inconstitucionalidad N° 16-01, 
introducido a la Corte Suprema de Justicia el dieciocho de junio del año dos mil uno, 
siendo el recurrente, el Señor Antonio Bolaños Tercero y los funcionarios recurridos: el 
Doctor Arnoldo Alemán Lacayo en su calidad de Presidente de la República de ese 
entonces y del Licenciado Oscar Moncada Reyes en su calidad de Presidente de la 
Asamblea Nacional, de ese entonces. En el que se recurre contra el párrafo segundo 
del Arto. 119 de la Ley N° 350 “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo”, publicada en Las Gacetas N° 140 y 141 del 25 y 26 de julio de 2000, 
enviado a este Supremo Tribunal para su estudio y resolución, por auto del veinticinco 
de septiembre del año dos mil uno, a las ocho y diez minutos de la mañana. En lo que 
respecta al Considerando II del proyecto de sentencia, me permito manifestar mi 
anuencia para la declaración de inconstitucionalidad del párrafo segundo del Arto. 119 
de la ley recurrida y ya relacionada, en el sentido de considerar a la Asamblea Nacional 
como el Poder del Estado facultado constitucionalmente para dictar una ley que 
establezca las causales y el procedimiento para resolver sobre la destitución de 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y de aquellos funcionarios elegidos por 
este Poder del Estado y que no es por la vía de la Ley recurrida que deba establecerse 
dicha sanción, por lo que estimo que el Considerando II debe leerse hasta, y para ello 
cito: “...Cabe señalar al respecto que si bien la facultad de la Asamblea Nacional de 
elegir a los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia está contemplada en el Arto. 
138 inc. 7 Cn., es también cierto que la misma Constitución Política en el inciso 11 del 
mismo Arto. 138 Cn., condiciona el ejercicio de la facultad de resolver sobre 
destituciones de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia a la existencia de 
causales y de una ley que establezca dichas causales y el respectivo procedimiento 
que garantice el debido proceso...”. Por otro lado, los argumentos de las Sentencias N° 
13 dictada por la Sala de lo Constitucional a las nueve de la mañana del 27 de febrero 
de 1997 y N° 9 dictada por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, no es válido 
porque estas sentencias están referidas a la declaración de Inconstitucionalidad de una 
Ley que establecía un procedimiento en el que se establecían causales de destitución 
de los funcionarios referidos contrario al debido proceso. Considero también, en 
relación a la afirmación: “... Este Supremo Tribunal en carta dirigida por medio de la 
Sala de lo Contencioso Administrativo al Doctor Agustín Alemán Lacayo, Director de 
Asuntos Jurídicos de la Presidencia de la República, en atención a la carta.....”, que 
deberá especificarse únicamente que fue la Sala de lo Contencioso Administrativo de la 
Corte Suprema de Justicia, la que hizo los comentarios a la Ley, tal como le fue 
solicitado y no comenzar afirmando: “Este Supremo Tribunal.....”  por lo que a mi juicio 
debería leerse esa parte del Considerando:  “La Sala de lo Contencioso Administrativo 
en carta dirigida......”. Así mismo, en relación a la parte final del Considerando a que he 
hecho referencia, si se afirma que el artículo recurrido viola el principio de igualdad, 
estimo que en el proyecto de sentencia debería establecerse en qué sentido se está 
tomando este principio, pues habrá que tomar en cuenta a mi juicio, la finalidad objetiva 
y razonable del trato diferenciador que establece la doctrina constitucional al respecto y 
para ello hago alusión a lo señalado por el jurista Constitucional JAVIER PEREZ 
ROYO, en su libro CURSO DE DERECHO CONSTITUCIONAL, en sus páginas 283 y 
287: “...la premisa de todos los derechos y la atmósfera que hace posible su ejercicio 
real y efectivo... además de ser un derecho subjetivo, es un principio constitucional de 
alcance general que informa todo el ordenamiento... como derecho subjetivo es en el 
constitucionalismo contemporáneo, un principio de no discriminación... el principio de 
igualdad sólo resulta vulnerado cuando dicha diferencia de trato está desprovista de 
una justificación objetiva y razonable...la línea divisoria entre la diferenciación legítima y 
la discriminación proscrita, es prácticamente imposible de trazar en términos 
generales...No todo trato diferente es discriminador, pero si tiene que tener una 
inequívoca justificación objetiva y razonable. Desde esta perspectiva es el protagonista 
activo de este trato diferenciador el que tiene que demostrar llegado el caso, que no es 
discriminatorio, ya que [el principio de igualdad impone como canon de su 
constitucionalidad que la exigencia normativa guarde una directa y razonable relación 
con la finalidad perseguida.]...”. En cuanto a las competencias atribuidas a la Sala de lo 
Contencioso Administrativo a que hace alusión el proyecto de sentencia en su 
Considerando III, estimo necesario hacer algunas observaciones que podrían ser 
tomadas en cuenta para el caso que nos ocupa. En primer lugar, habrá que señalar 
que el párrafo segundo del  
Arto. 163 de la Constitución Política, establece que la integración de la Corte Suprema 
de Justicia será acordada por los miembros de la misma Corte, la misma Constitución 
reserva a la Corte Plena el conocimiento y resolución de los recursos por 
inconstitucionalidad de la ley y los conflictos de competencia y constitucionalidad entre 
los poderes del Estado, tal como lo señala en numeral 12 del Arto. 164 constitucional. A 
contrario Sensu las otras atribuciones de la Corte Suprema de Justicia será realizadas 
de conformidad con la ley. Siendo la Ley de la materia la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. En el caso de la atribución contenida en el numeral 2 del Arto. 164, 
relacionada con el conocimiento y la resolución de los recursos ordinarios y 
extraordinarios que se presenten contra las resoluciones de los Tribunales de Justicia 
ésta se ha reservado de conformidad con los Artos 32 y 33 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, a la Sala Civil y Penal de la Corte Suprema de Justicia. En relación al 
conocimiento y resolución de los recursos de amparo por violación de los derechos 
establecidos en la Constitución, se le ha arrogado esta facultad a la Sala de lo 
Constitucional, de conformidad con el Arto. 34 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. La 
facultad establecida en el numeral 5 del artículo ya referido, que faculta a la Corte 
Suprema de Justicia de nombrar y destituir, ha sido otorgada a la Corte Plena, por el 
número de Votos requeridos para ello. En cuanto al numeral 6, relacionado al 
conocimiento y resolución de las solicitudes de extradición de ciudadanos de otros 
países y denegación de nacionalidades, la Ley Orgánica del Poder Judicial, como ley 
de la materia, le otorga esta facultad en su Arto. 33  a la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia. El nombramiento y destitución de Jueces, Médicos Forenses, 
Registradores Públicos de la Propiedad Inmueble y Mercantil, así como la autorización 
para ejercer la profesión de Abogado y Notario, ha sido otorgado a la Corte Plena de 
conformidad con el numeral 4 del artículo 64 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Por 
otro lado, en cuanto a la facultad de dictar su reglamento interno, así como el 
nombramiento de su personal, la Ley Orgánica del Poder Judicial, ha establecido 
criterios diferenciados. En el primer caso es la Corte Plena quien tiene la facultad de 
dictarlo y en el caso del personal, estará en dependencia del nivel de cada funcionario 
a su cargo. Siguiendo con este razonamiento, las facultades establecidas en los 
numerales 10, 11 y 13 del Artículo 164 de la Constitución Política, de conformidad con 
la ley de la materia, es decir la Ley Orgánica del Poder Judicial, han sido otorgadas a la 
Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia. Debo 
manifestar que siendo la Ley Orgánica del Poder Judicial, publicada en la Gaceta N° 
137 del 23 de Julio de 1998 y la Ley N° 350 “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo”, es publicada en las Gacetas N° 140 y 141 del 25 y 26 de 
Julio del 2000, además de ser de igual rango, esta última posterior a la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, no hay que olvidar lo estipulado en el Arto. 141 párrafo décimo que 
señala: “... Las leyes sólo se derogan o se reforman por otras leyes y entraran en 
vigencia a partir del día de su publicación en “La Gaceta” Diario Oficial, excepto cuando 
ellas mismas establezcan otra modalidad. Por lo que siendo de igual rango, la Ley 
Orgánica del Poder Judicial y la Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo”, esta deroga las disposiciones del Poder Judicial por posterior la 
Publicación de ésta última. Así mismo el Arto. 198 Cn. de las Disposiciones  Finales y 
Transitorias, que establece: “El ordenamiento jurídico existente seguirá en vigencia en 
todo aquello que no se oponga a la presente Constitución, mientras no sea modificado”. 
En consecuencia, me pronuncio, rechazando la declaración de inconstitucionalidad de 
oficio propuesta por el proyectista y tomada como suyas por los Señores Magistrados 
Doctores, Francisco Plata López, Fernando Zelaya Rojas, Francisco Rosales Argüello y 
Julio Ramón García Vílchez, manifestando que la misma debe ser remitida al Pleno de 
la Corte Suprema de Justicia para su discusión, para su posterior aprobación o 
rechazo. Debo señalar además, que debe declararse de oficio la inconstitucionalidad 
del Arto. 36 de la Ley recurrida, en el que se faculta a la Sala de lo Contencioso 
Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, para conocer de forma directa de la 
acción, que se entable contra las disposiciones de carácter general que dictare la 
administración pública, sin agotar la vía administrativa, tal como lo he dejado señalado 
en otras ocasiones cuyo voto disidente ha sido presentado en el siguiente sentido: En 
relación a la competencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo para conocer de 
las impugnaciones de Disposiciones de Carácter General estimo, reiterando mi 
posición, que la norma constitucional establece el Recurso de Amparo y el Recurso por 
Inconstitucionalidad, ambos regulados por la Ley de Amparo. Asimismo, le otorga a la 
Corte Suprema de Justicia, la atribución de conocer y resolver los conflictos 
administrativos surgidos entre los organismos de la Administración Pública y entre 
éstos y los particulares. Esta atribución es regulada por la Ley de Regulación de la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.  La Constitución Política de la República, 
al consagrar el Recurso pro Inconstitucionalidad, lo establece contra toda ley 
(característica esencial de ese Recurso), decreto o reglamento (actos normativos infra-
legales) que se opongan a la Constitución. La Ley de Regulación de la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo, establece el juicio contencioso en contra de 
disposiciones generales (norma infra-legal) el que será conocido por la Sala de lo 
Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, en base a las 
regulaciones señaladas en sus Ley Orgánica y en la propia Ley de lo Contencioso. En 
consecuencia, el Recurso por Inconstitucionalidad, establecido constitucionalmente 
contra normas infra – legales, debe ser conocido por la Corte Plena, con la 
consecuencia de la inaplicabilidad de la norma. El juicio contencioso, conocido por una 
Sala de la Corte, determina la nulidad de la norma y la correspondiente indemnización 
a los particulares, afectados  por disposición que se declare nula. Además la 
Constitución señala que no tendrán valor alguno las leyes, tratados, órdenes o 
disposiciones que se opongan o alteren sus disposiciones y que ningún Poder del 
Estado, organismo de gobierno o funcionario, tendrán otra autoridad, facultad o 
jurisdicción, que la que le confiere la Constitución y la leyes de la República. Por lo que 
estimo, que previo a cualquier resolución que dicte la Sala de lo Contencioso 
Administrativo, debería estudiarse a fondo la conveniencia de la tramitación de juicios 
contencioso administrativos, cuando expresamente la Constitución señala que la 
jurisdicción del Recurso por Inconstitucionalidad de normas infra legales, la tiene la 
Corte Suprema de Justicia en Pleno y no una Sala parte de la misma. Por todo lo antes 
señalado, estimo que podré acoger la inconstitucionalidad del párrafo segundo del Arto. 
119 de la Ley N° 350 “ Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo”, pues en la misma Ley Marco de Implementación de las Reformas 
Constitucionales, establece en su Arto. 28 “Se elaborará una ley que establezca las 
causales y procedimientos establecidos en el Arto. 138 inciso 11 Cn”., por lo que es 
congruente con la necesidad, que sea una ley especial la que regule esta materia y no 
es la propia Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
declaratoria de Inconstitucionalidad propuesta de oficio sobre los artículos 19 numeral 
2, 25, 49, 130131, 132, 133 y 136, por las razones ya manifestadas, estimo que no 
cabe ser declaradas”. Asimismo Los Honorables Magistrados doctores FERNANDO 
ZELAYA ROJAS y FRANCISCO PLATA LOPEZ, aprueban la presente sentencia en su 
parte resolutiva, pero disienten del resto de sus colegas Magistrados en cuanto al 
Considerando II en la parte que dice: “... que el quórum que se debe establecer para la 
separación del cargo de Magistrados debe ser el mismo con el que fue electo, es decir 
el sesenta por ciento, todo conforme los artículos 138 numerales 7 y 11 y 162 de la 
Constitución Política”, por considerar que tal disposición no está establecida en la 
Constitución Política.- El señor magistrado Doctor Guillermo Selva Arguello, por su 
parte dice: que disiente de la mayoría de sus colegas y se adhiere al voto disidente de 
la señora magistrada Doctora Josefina  Ramos Mendoza.- Por su parte, el señor 
magistrado Marvin Aguilar García, adhiere su voto a los disidentes, Doctora Josefina 
Ramos y Guillermo Selva, por cuanto se había planteado que al emitirse la sentencia 
paralelamente se presentaría la iniciativa de ley, para llenar los vacíos Jurídicos - 
procedimentales que se dejarían con la presente resolución. Por no haberse realizado 
la iniciativa de ley, debe rechazar dicho proyecto de sentencia.- Cópiese, notifíquese, 
envíese copia a los otros Poderes del Estado y publíquese en La Gaceta, Diario Oficial.  
Esta sentencia esta escrita en ocho hojas de papel bond, con membrete de la Corte 
Suprema de Justicia y rubricadas por el Secretario de este Supremo Tribunal.- I. 
Escobar F.- M. Aguilar G.- Guillermo Vargas S.- A. L. Ramos.- Josefina Ramos M.- 
Francisco Plata López.- F. Zelaya Rojas.- Y. Centeno G.- Fco. Rosales A.- Gui. Selva 












CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
SALA DE LO CONSTITUCIONAL 
EXPEDIENTE N° 467-07 
 SENTENCIA N° 12 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE LO CONSTITUCIONAL.- Managua, 





Mediante escrito interpuesto a las once y cuarenta minutos de la mañana del 
veintisiete de marzo del año dos mil siete, ante la Sala Civil Número Dos del 
Tribunal de Apelaciones, Circunscripción Managua, compareció el señor 
STANLEY EDWARD SPENCE PONG, mayor de edad, casado, Ingeniero 
Químico Industrial y de este domicilio, manifestando actuar en su calidad de 
Apoderado Generalísimo de la Empresa SPENCER PONG Y COMPAÑÍA 
LIMITADA, lo cual demuestra con Poder que rola en la certificación que le fuera 
extendida por la Sala Civil Número Dos del Tribunal de Apelaciones, y expresó: 
Que interpone formal Recurso de Amparo en contra de la Ministro del Ministerio 
del Ambiente y Recursos Naturales (MARENA) AMANDA LORIO ARANA, por 
haber emitido la Resolución Administrativa Número 002-2007, emitida a las diez 
de la mañana del veintitrés de febrero de este año, por, quien resolvió declarar 
sin lugar el Recurso de Apelación que interpusiera ante ella impugnando la 
Resolución Número 11-11-06B, dictada el tres de enero del dos mil siete por la 
señora Delegada Territorial de Marena-León, Licenciada DAYSI SARRIA, 
conminando a la Empresa que representa a la sanción del pago de una multa 
injusta de Cincuenta mil Córdobas (C$50,000.00), que afecta económicamente 
el patrimonio familiar y de los trabajadores de la Empresa.- Que asimismo 
solicita que de oficio se decrete la suspensión de los efectos de la resolución 
recurrida. Que dentro del proceso técnico administrativo se cometieron 
ilegalidades que le sirven de base para impugnar el acto, así como omisiones de 
trámites fundamentales que dicho proceso conlleva, todo lo cual implica la 
violación a los siguientes Principios Fundamentales: Derecho de Igualdad ante la 
ley, Derecho de Libertad como libre determinación de las personas, Derecho a la 
Defensa, Derecho al Debido Proceso, Principio de Legalidad y Seguridad 
Jurídica, establecidos en los artículos 25 incisos 2 y 3; 27, 32, 34, 130, 160, 167, 
182, 183 todos de nuestra Constitución Política. Continúa exponiendo el 
recurrente que el Principio de Legalidad, Seguridad Jurídica y Debido Proceso 
fueron violentados por la autoridad administrativa porque el tipo de 
procedimiento administrativo que fue llevado por la autoridad del MARENA no 
tiene base ni fundamento en ninguna Ley, porque de inicio, mediante auto del 
veintitrés de octubre, señalan el nacimiento de oficio de un proceso 
administrativo en contra de la empresa que representa, cuando la Ley No. 217 
“Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales”, acota que todo 
proceso en este orden se inicia mediante la denuncia por escrito presentada por 
persona natural o jurídica, y no señala el nacimiento del procedimiento de oficio. 
Que la autoridad recurrida aplicó erradamente leyes relacionadas al Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, ya que la equivocada interpretación de la norma 
produjo una aplicación también errada del debido proceso, amén de que la 
misma autoridad de manera ilegal y en flagrante violación al Debido Proceso no 
evacuó las pruebas que oportunamente aportó al proceso administrativo.- 
Finalmente solicita al Tribunal Receptor del Recurso de Amparo que admita el 
trámite de éste, acompaña las copias de ley y señala dirección para oír 
notificaciones. 
II, 
La Sala Civil Número Dos del Tribunal de Apelaciones, Circunscripción 
Managua, dictó auto de las dos y treinta minutos de la tarde del veintitrés de abril 
del año dos mil siete, donde se previene al recurrente para que dentro de cinco 
días después de notificado, comparezca ante esa Sala a ratificar su Recurso a 
través de Abogado especialmente facultado para ello, bajo apercibimiento de le 
ley de tener por no interpuesto su Recurso, de no cumplir con lo que ordena el 
artículo 30 de la Ley de Amparo vigente. El señor SPENCE PONG fue notificado 
el veinticinco de abril del dos mil siete. El dos de mayo del mismo año, a las siete 
y quince minutos de la tarde, compareció a personarse mediante escrito, el 
Doctor HEBERTO AGUSTÍN OROZCO IZAGUIRRE, mayor de edad, soltero, 
Abogado y Notario Público y de este domicilio, en su carácter de Apoderado 
Especial de la Empresa SPENCE PONG Y COMPAÑÍA LIMITADA, de 
conformidad a Poder Especial otorgado por el señor SPENCE PONG, 
debidamente acreditado ante la Sala Civil Número Dos del Tribunal de 
Apelaciones, Circunscripción Managua.- Esta misma autoridad dictó auto de las 
tres y treinta y dos minutos de la tarde del catorce de mayo del dos mil siete, 
donde previene a la parte recurrente rendir garantía suficiente hasta por la 
cantidad de Cinco mil Córdobas (C$5,000.00), los que según normativa de la 
Corte Suprema de Justicia deberá depositar, bajo apercibimiento de tener por 
abandonada su petición de suspender los efectos del acto recurrido, de no 
cumplir con lo requerido.- El Doctor OROZCO IZAGUIRRE fue notificado el 
diecisiete de mayo y procedió a rendir la garantía requerida el veintidós del 
mismo mes. Mediante providencia de la una y diez minutos de la tarde del 
veintidós de mayo del dos mil siete, la Sala Civil Número Dos, ordenó: Tramitar 
el Recurso de autos y tener como parte al Abogado HEBERTO AGUSTÍN 
OROZCO IZAGUIRRE, como Apoderado de la Empresa SPENCE PONG Y 
COMPAÑÍA LIMITADA; declarar con lugar la suspensión de los efectos del acto 
recurrido; poner en conocimiento del presente Recurso al Señor Procurador 
General de la República, Doctor JOAQUÍN HERNÁN ESTRADA SANTAMARÍA, 
con copia del mismo para lo de su cargo. Dirigir Oficio con copia del mismo a la 
Señora Ministro del Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales (MARENA), 
AMANDA LORIO ARANA y a la Delegada Territorial de MARENA en León, 
Licenciada DAYSI SARRIA, previniéndole a dichas funcionarias su deber de 
enviar el Informe dentro de diez días después de notificados, advirtiéndoles su 
deber de remitir junto con éste, las Diligencias que se hubieren creado, 
previniendo finalmente a las partes su deber de personarse ante la Sala de lo 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia dentro de tres días hábiles 
después de notificados.- La parte recurrente fue notificada el cuatro de junio; el 
señor Procurador General de la República y la señora Ministra del Ambiente y 
Recursos Naturales, el cinco del mismo mes. La Doctora GEORGINA DEL 
SOCORRO CARBALLO QUINTANA, Procuradora Constitucional y de lo 
Contencioso Administrativo y como Delegada de la Procuraduría General de la 
República, se personó mediante escrito de las nueve y veintitrés minutos de la 
mañana del siete de junio del año dos mil siete.- El Doctor HEBERTO OROZCO 
IZAGUIRRE se personó el seis de junio del mismo año. La Licenciada JUANA 
VICENTA ARGEÑAL SANDOVAL, Ministro del Ambiente y los Recursos 
Naturales se personó el ocho y rindió el Informe de Ley el catorce de junio del 
dos mil siete.- La Licenciada MARÍA YANIREE ÁLVAREZ OLIVAS, Delegada 
Territorial de MARENA en León se personó el veintiocho de junio del dos mil 
siete.- La Sala de lo Constitucional dictó providencia de las ocho y dos minutos 
de la mañana del cinco de septiembre del año dos mil siete, declarando tener 
por radicado el presente Recurso, tener por personados en los presentes autos 
de Amparo al Doctor HEBERTO AGUSTÍN OROZCO IZAGUIRRE en su carácter 
de Apoderado Especial de la Empresa SPENCER PONG y Compañía Limitada; 
a las Licenciadas JUANA VICENTA ARGEÑAL SANDOVAL, actual Ministro, y 
MARÍA YANIREE ÁLVAREZ OLIVAS, actual Delegada Territorial de León, 
ambas de MARENA; y a la Doctora GEORGINA DEL SOCORRO CARBALLO 
QUINTANA, en su carácter de Procuradora Constitucional y de lo Contencioso 
Administrativo y como Delegada de la Procuraduría General de la República, 
concediéndoles la intervención de ley. Que por rendido el Informe por las 
funcionarias recurridas ordenó pasar el presente Recurso de Amparo a la Sala 
para su estudio y resolución. Por conclusos los autos; SE CONSIDERA 
I, 
La Ley de Amparo vigente, publicada en La Gaceta Diario Oficial N° 212 del 
cuatro de noviembre del dos mil ocho, Ley de rango constitucional, cuyo fin es 
mantener y restablecer en su caso la Supremacía de la Constitución Política de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 45, 182, 183 y 184 Cn, así como 
los artículos 187 al 190 Cn., que regulan los Recursos por Inconstitucionalidad, 
de Amparo y de Exhibición Personal. De la misma manera, la mencionada Ley 
de Amparo, en su artículo 3 señala que el Recurso de Amparo procede en contra 
de toda disposición, acto o resolución, y en general, contra toda acción u omisión 
de cualquier funcionario, autoridad o agente de los mismos que viole o trate de 
violar los derechos y garantías consagrados en la Constitución Política, 
señalando en los artículos 25, 26 y siguientes quien puede interponerlo, contra 
qué funcionario o autoridad debe interponerse, ante qué Tribunal debe 
interponerse, término para interponerlo, los requisitos que debe contener el 
escrito de interposición del recurso, lo referente a la suspensión del acto 
reclamado, los trámites para sustanciar el recurso y los efectos de la sentencia. 
El Recurso de Amparo tiene sus raíces en la necesidad de encontrar un medio 
jurídico que consagre y haga respetar los derechos establecidos en la 
Constitución Política en favor de las personas que hubieran sido agraviadas por 
parte de funcionarios o agentes de los mismos y que necesitaren de su 
protección mediante la acción correspondiente. Nuestra Ley de Amparo se 
considera ser el instrumento legal mediante el cual se ejerce el control de 
ordenamiento jurídico y de las actuaciones de los funcionarios públicos para 
mantener y establecer el imperio de la Constitución Política. El amparo no 
persigue la revisión de un acto, sino la inmediata restitución de los derechos y 
garantías constitucionales violados o amenazados de violación por la 
disposición, acto o resolución, y en general, contra toda acción u omisión de 
cualquier funcionario de un órgano del Estado. Habiendo cumplido los 
recurrentes con todas las formalidades exigidas por el artículo 29 de la Ley de 
Amparo vigente, esta Sala deberá entrar a conocer el fondo el presente recurso 
para luego pronunciarse sobre su viabilidad o no- viabilidad. 
II, 
La disconformidad del recurrente radica básicamente en lo que considera se ha 
tratado de un procedimiento administrativo no apegado a las reglas del Debido 
Proceso. Argumenta el Apoderado de la Sociedad recurrente que con su 
resolución, las funcionarias recurridas han violentado su Derecho a un Debido 
Proceso. Del estudio de las abundantes diligencias aportadas al caso sub judice, 
esta Sala de lo Constitucional tiene a bien señalar: La resolución recurrida, 
emanada de las autoridades del Ministerio del Ambiente y de los Recursos 
Naturales, estableció sanción pecuniaria a la Empresa recurrente, por 
contaminación ambiental de suelo y agua, ocasionada por Derrame de Lodo 
asfáltico que estaban siendo depositados en una propiedad ubicada en la 
Comarca “El Cóbano”, en el kilómetro sesenta y tres y medio de la Carretera a 
Puerto Sandino, ocurrido el veintiuno de octubre del año dos mil seis; lugar 
donde ésta efectuaba trabajos de Ingienería y Mantenimiento, consistentes en 
Servicios de limpieza de tanque TK-300, según Contrato suscrito entre la 
Empresa ESSO STANDARD OIL, S.A. LIMITED y SPENCER PONG Y 
COMPAÑÍA LIMITADA, el cual rola en el folio 556 del folder de Diligencias. El 
desconocimiento en cualquier forma del Derecho al Debido Proceso en un 
trámite administrativo, no sólo quebranta los elementos esenciales que lo 
conforman sino que igualmente comporta una vulneración del Derecho de 
Acceso a la Administración de Justicia, del cual son titulares todas las personas 
naturales y jurídicas, que en calidad de administrados deben someterse a la 
decisión de la Administración, por conducto de sus servidores públicos 
competentes.- En términos generales, el Debido Proceso puede ser definido 
como el conjunto de "condiciones que deben cumplirse para asegurar la 
adecuada defensa de aquellos cuyos derechos u obligaciones están bajo 
consideración judicial". El Debido Proceso "está concebido como el cumplimiento 
de todas las garantías y normas de orden público que deben aplicarse a todos 
los casos y procedimientos, incluidos los administrativos" (subrayado nuestro). 
Desde esta perspectiva, la Doctrina y Jurisprudencia ha precisado que "El 
Debido Proceso Administrativo”, supone en toda circunstancia el respeto por 
parte de la Administración Pública de todos aquellos principios y derechos 
normalmente invocables en el ámbito de la jurisdicción común.- En cuanto a la 
violación del Derecho a la Defensa, esta Sala de lo Constitucional comprobó la 
existencia de aportación de Pruebas altamente calificadas, por la parte 
recurrente y que no fueron valoradas ni consideradas por la Administración 
durante el Proceso Administrativo, tampoco evacuaron las pruebas de descargo 
ofrecidas, ni se pronunciaron sobre su admisibilidad, tales como: a) Escrito del 
veinte de noviembre del dos mil seis, adjuntando resultados de pruebas 
realizadas sobre muestras tomadas en el lugar del derrame, que fueron 
analizadas en el Laboratorio (SIL) en Pensacola, Florida, siguiendo los 
procedimientos indicados por la US ENVIRONMENTAL PROTECTION 
AGENCY, donde los resultados concluyen con que no existe ningún tipo de 
contaminación, específicamente hidrocarburos en los pozos utilizados para el 
consumo de agua, lo cual determina que no existe ningún tipo de riesgo en la 
salud de los pobladores de la Quebrada “El Cóbano”; b) Informe Caracterización 
Técnico Ambiental de la Quebrada San Francisco-El Cóbano-Puerto Sandino, 
presentado por el Geólogo Consultor Gustavo Altamirano, Informe que concluye 
que no existe ningún daño al suelo, subsuelo y fuentes de agua. Ver folios 777 al 
818.- c) Boletín de Estación lluviosa reportado por la DIRECCIÓN GENERAL DE 
METEOROLOGÍA DE INETER, correspondiente a la segunda decena de octubre 
del dos mil seis, lo que demuestra que la alta precipitación lluviosa de esa 
semana fue la que provocó los desastres naturales que fueron reportados en el 
país – folios 178 al 186.- d) Estudios con Laboratorio especializado de la 
UNIVERSIDAD AGRARIA (UNA) –ver folio 400- sobre los componentes del 
suelo, determinando ser Suelo Arcillo, concluyéndose con ello que su 
composición en cien por ciento arcilla; sin ningún cuerpo extraño en su 
componente físico.- No sólo razones de justicia avalan el criterio de esta Sala de 
lo Constitucional, sino la de garantizar adecuadamente el Derecho de Defensa 
en una actuación administrativa que puede conducir a una afectación grave del 
patrimonio económico de una persona y a sus derechos fundamentales, e 
igualmente, la necesidad de preservar los Principios de Igualdad, Celeridad, 
Economía, Eficiencia y Eficacia de las actuaciones administrativas. 
III, 
Referente a la violación a los Principios de Legalidad y Seguridad Jurídica, esta 
Sala considera: El Principio de Legalidad es un principio fundamental del 
Derecho Público conforme al cual todo ejercicio de potestades debe sustentarse 
en normas jurídicas que determinen un órgano competente y un conjunto de 
materias que caen bajo su jurisdicción. Por esta razón se dice que el Principio de 
Legalidad asegura la Seguridad Jurídica. Conforme al Principio de Legalidad, la 
Administración no podría actuar por autoridad propia, sino que ejecutando el 
contenido de la ley.- Las autoridades recurridas consideran que la Empresa 
SPENCE PONG, no ha realizado ningún trámite ante la Delegación de MARENA 
para obtener el Permiso correspondiente para la realización de las actividades 
del tanque. Remitiéndonos a la Ley de la materia, Ley del Ambiente y Recursos 
Naturales, el artículo 27 dice: “El sistema de permisos y Evaluación de Impacto 
Ambiental será administrado por el Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales 
en coordinación con las instituciones que corresponda. El MARENA estará 
obligado a consultar el estudio con los organismos sectoriales competentes así 
como los gobiernos Municipales. En el caso de las regiones autónomas de la 
Costa Atlántica el sistema será administrado por el consejo regional respectivo, y 
en coordinación con la autoridad que administra o autoriza la actividad, obra o 
proyecto en base a las disposiciones reglamentarias, respetándose la 
participación ciudadana y garantizando la difusión correspondiente.” Artículo 28.- 
En los Permisos Ambientales se incluirán todas las obligaciones del propietario 
del proyecto o institución responsable del mismo estableciendo la forma de 
seguimiento y cumplimiento del Permiso obtenido. Artículo 29.- El permiso obliga 
a quien se le otorga. 1) Mantener los controles y recomendaciones establecidas 
para la ejecución o realización de la actividad. 2) Asumir las responsabilidades 
administrativas; civiles y penales de los daños que se causaren al ambiente. 3) 
Observar las disposiciones establecidas en las normas y reglamentos especiales 
vigentes.” Por lo antes indicado, esta Sala apegada a la letra de la ley, a la 
intención del legislador, concluimos que la obligación de gestionar y obtener los 
permisos y licencias necesarios para la ejecución de las obras debe de ser del 
Propietario del Proyecto, que en el caso de autos es la Empresa ESSO 
STANDARD OIL, S. A. LIMITED y no la Empresa SPENCE PONG COMPAÑÍA 
LIMITADA quien es solamente la parte contratada por la ESSO para que 
efectuara los trabajos de limpieza ya referidos con anterioridad.- 
IV, 
En sus Informes, las funcionarias recurridas argumentan que la Empresa 
recurrente violentó el artículo 114 de la mencionada Ley, que a la letra dice: 
Artículo 114.- “Las Personas Naturales o Jurídicas responsables de una 
actividad que por acciones propias o fortuitas han provocado una degradación 
ambiental, tomarán de inmediato las medidas necesarias para controlar su 
efecto y notificará a los Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales y de Salud. 
“ Esta Sala considera que es evidente que las pruebas aportadas por la parte 
recurrente no fueron consideradas por las funcionarias recurridas, ya que 
SPENCE PONG sí se hizo responsable por el derrame ocurrido en El Cóbano, el 
cual fue consecuencia de una acción fortuita que provocó la degradación 
ambiental, como expresa el citado artículo 114 de la Ley Ambiental.- Un caso 
fortuito es un evento que, a pesar de que se pudo prever, no se podía evitar. 
Doctrinariamente, en Derecho, el caso fortuito es el escalón posterior a la fuerza 
mayor, que es aquel evento que ni pudo ser previsto ni, de haberlo sido, podría 
haberse evitado. La ley habitualmente les da un tratamiento similar, e incluso a 
veces confunde ambos casos, pero existen diferencias. Comúnmente se llama 
"caso fortuito" a lo que acontece inesperadamente, o sea a lo "imprevisible". Que 
el hecho sea extraordinario o anormal no es un carácter distinto de la 
imprevisibilidad e inevitabilidad, sino que señala precisamente las circunstancias 
en que el hecho no puede preverse o evitarse. Lo que sale de lo normal y del 
curso ordinario de las cosas, no es dable prever. Esta Sala es del criterio que las 
autoridades recurridas no consideraron el importante factor ya señalado en los 
reportes de INETER en su Boletín Meteorológico, que el grado de las 
precipitaciones de lluvia de esos días, excedió y rompió el record sobre las 
normas históricas de precipitación en la zona del derrame. Que tampoco fue 
reconocido por las autoridades recurridas que el producto que se derramó no 
eran productos contaminantes, específicamente hidrocarburos en los pozos 
utilizados para el consumo de agua, lo que determina que no existió ningún tipo 
de riesgo para la salud de los pobladores de El Cóbano; tal y como lo demostró 
el recurrente con las pruebas aportadas y no tomadas en consideración, sobre 
las muestras tomadas en el sitio y analizadas por el Laboratorio (SIL) en 
Pensacola, Florida, cuyos resultados científicos les fueron enviados el treinta y 
uno de octubre del dos mil seis; es decir, a solo diez días después del suceso; 
por lo que concluimos que las autoridades del Ministerio del Ambiente y de los 
Recursos Naturales (MARENA) tuvieron con suficiente tiempo estos resultados, 
que demeritan la imposición de la multa a la Empresa SPENCE PONG Y 
COMPAÑÍA LIMITADA, conclusión que nos lleva a afirmar que también fue 
violentado el Principio de Legalidad, por lo que no queda más que declarar con 
lugar el Recurso de autos. 
 
POR TANTO: 
Basándose en las consideraciones hechas a las disposiciones constitucionales 
citadas, artículos 424, 426 y 436 Pr, y los artículos 46, 47, 48 y 49 de la Ley de 
Amparo, los suscritos 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
SALA DE LO CONSTITUCIONAL 
EXPEDIENTE N° 467-07 
 
Magistrados de la Sala de lo Constitucional RESUELVEN: HA LUGAR al 
Recurso de Amparo interpuesto por el Doctor HEBERTO AGUSTÍN OROZCO 
IZAGUIRRE en su carácter de Apoderado Especial de la Empresa SPENCER 
PONG Y COMPAÑÍA LIMITADA, en contra de las Licenciadas JUANA VICENTA 
ARGEÑAL SANDOVAL, actual Ministro, y MARÍA YANIREE ÁLVAREZ OLIVAS, 
actual Delegada Territorial de León, ambas funcionarias del Ministerio del 
Ambiente y de los Recursos Naturales (MARENA), por haber emitido la 
Resolución Administrativa Número 002-2007, de las diez de la mañana del 
veintitrés de febrero del dos mil siete, de que se ha hecho mérito. Esta sentencia 
está escrita en cinco hojas de papel bond de tamaño legal con membrete de la 
Corte Suprema de Justicia y Sala de lo Constitucional y rubricadas por la 
Secretaria de la Sala de lo Constitucional. Cópiese, notifíquese y publíquese. 
 
 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
SALA DE LO CONSTITUCIONAL 
EXPEDIENTE N° 875-08 
 SENTENCIA N° 53 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE LO CONSTITUCIONAL.- Managua, 





En escrito presentado a las tres y siete minutos de la tarde del once de agosto 
del dos mil ocho, ante la Honorable Sala Civil Número Uno del Tribunal de 
Apelaciones, Circunscripción Managua, compareció el Doctor GUILLERMO 
ANTONIO ESTRADA BORGE, mayor de edad, casado, Abogado y Notario 
Público de este domicilio, cédula de identidad número 001-150655-0021N y 
carné CSJ 2036, actuando en su carácter de Apoderado Especial para Recurrir 
de Amparo de la Entidad Mercantil denominada REAL ESTATE INC. SOCIEDAD 
ANONIMA, conocida como HOTEL HILTON PRINCESS MANAGUA, 
interponiendo Recurso de Amparo en contra de los señores: Ingeniero JOSÉ 
DIONISIO MARENCO GUTIÉRREZ, Licenciado ANIBAL GUILLERMO BONILLA 
MARTÍNEZ, Licenciado PABLO EMILIO BARRETO PÉREZ, Licenciada 
CÁNDIDA MARIANA HUETE BACA, Ingeniero ISIDRO ROLANDO GARCÍA 
ESPINOZA, señora ENMA MARINA ESPINOZA, señor FRANCISCO JOSÉ 
ÁLVAREZ, Arquitecta GABRIELA SUSANA CIENFUGOS, Doctor EDGARDO 
CUAREZMA GARCÍA, señor FRANCISCO ANTONIO PÉREZ SEQUEIRA, 
señora ÁNGELA AUXILIADORA PONCE, Licenciada RÓGER MAYORGA 
ARTEGADA, señor CÉSAR ARNOLDO RIVERA CORTEZ, Licenciada LORENA 
CONCEPCIÓN VALLE SOTOMAYOR, Doctora LISETT AUXILIADORA 
MAYORGA GUADAMUZ, señor SERGIO ANTONIO JIMÉNEZ BURGOS, señor 
CARLOS RAÚL VALLE GUERRERO, señor JOSÉ DANILO TERCERO 
RODRÍGUEZ y señor JUAN FRANCISCO NAVAS ROBLETO, todos mayores de 
edad, casado y de este domicilio, en sus carácter de Miembros del Concejo 
Municipal de Managua, por emitir la Resolución No. 27-2008 de las diez y treinta 
minuto de la mañana del veintinueve de julio del año dos mil ocho, en la que el 
Concejo Municipal resuelve sin lugar el Recurso de Apelación y ratifica la 
Resolución No. 221- 2008 del catorce de julio del dos mil ocho en la cual el 
Alcalde Municipal de Managua, resolvió sin lugar el Recurso de Revisión que 
interpusiera el recurrente en contra del Acta de Reparo No. 00045/2008 en 
donde se le notifica a su representada que debe solventar adeudo pendiente por 
ochocientos mil Córdobas netos (C$800,000.00) por impuestos pendientes de 
cancelar y por modificación o cambio de razón social que hiciera la sociedad 
REAL ESTATE INC. S.A. (HOTEL HILTON PRINCESS MANAGUA).- Considera 
el recurrente que las resoluciones emitidas por los Miembros del Concejo 
Municipal de Managua, violan a su representada los artículos 5,27, 32, 44, 98 
99, 100, 104, 115, 138.27, 160 y 183 todos de la Constitución Política. Asimismo 
solicitó la suspensión del acto reclamado.- 
II, 
En su relación de hecho y de derecho el recurrente expone: Que el día dos de 
abril del año dos mil ocho, la Dirección de Fiscalización de la Alcaldía de 
Managua, designó a la Licenciada JEANIRA MUÑOZ SILVA, Auditor y al señor 
RODOLFO CUADRA, Supervisor, para que realizaran verificación de impuestos 
declarados y pagados en los libros de contabilidad autorizados, auxiliares y 
registros del Hotel. El día treinta de abril del dos mil ocho, se hicieron presentes 
los mencionados auditores, realizando examen de auditoria durante veinte días. 
Durante las indagaciones, se encontraron con la razón social de la Sociedad 
REAL ESTATE INC. S.A. preguntándose del porqué era conocido como HILTON 
PRINCESS MANAGUA, a lo que se les explicó que ese es el nombre de 
mercado o nombre comercial, al final concluyeron aplicando un reparo de pago 
por cuatrocientos mil Córdobas y la multa de ochocientos mil Córdobas, fundado 
en el artículo 13 del Plan de Arbitrios de Managua. El día dieciséis de junio del 
dos mil ocho, la Dirección General de Recaudación de la Alcaldía de Managua, 
resuelve Acta de Reparo No. 00045/2008, donde notifica a su representada 
solventar el adeudo pendiente por ochocientos mil Córdobas netos, por 
impuestos pendientes de cancelar y por modificación o cambio de razón social. 
En tiempo y forma el diecinueve de junio de dos mil ocho, su representada, 
presentó formal Recurso de Revisión ante el señor Alcalde Municipal de 
Managua, Ingeniero JOSÉ DIONISIO MARENCO GUTIÉRREZ. El dieciséis de 
julio de dos mil ocho, su representada fue notificada de la Resolución No. 
221/2008 emitida por el señor Alcalde Municipal de Managua, de fecha catorce 
de Julio del dos mil ocho, en la que niega la solicitud de revisión y mantiene 
firme el cobro. El veintiuno de julio del dos mil ocho, su representada no 
conforme con dicha resolución, interpone formal Recurso de Apelación ante los 
Miembros del Concejo Municipal de Managua. El seis de agosto del dos mil 
ocho, el Concejo Municipal de Managua, notifica a su representada la 
Resolución No. 27-2008 de las diez y treinta minutos de la mañana del 
veintinueve de julio del dos mil ocho, en la que resolvió no dar lugar al Recurso 
de Apelación y ratifica la Resolución No. 221/2008 emitida por el Alcalde 
Municipal de Managua.- Además expone el recurrente que toda la situación 
antes expuesta se da por el hecho de que su representada fue constituida y 
registrada ante las dependencias correspondientes como REAL ESTATE INC. 
S.A., fundada en enero de mil novecientos noventa y cuatro, con el nombre 
comercial HOTEL PRINCESS MANAGUA, fue constituida para la administración 
y operación de cadenas hoteleras regulada por la Ley de Turismo, que para 
elevar su volumen de ventas en los servicios hoteleros el cual lleva como objeto, 
el trece de septiembre de dos mil cinco, celebró contrato atípico con la entidad 
HILTON INTERNACIONAL CO., a través del cual adquiere licencia de uso o 
franquicia del nombre HILTON, para ser conocida turísticamente como HILTON 
PRINCESS MANAGUA, y no para cambiar su nombre o razón social, sin ánimo 
de dueño sino solamente como de uso de mercadeo, porque el hombre HILTON 
pertenece a HILTON INTERNATIONAL CO.. Que los Miembros del Concejo 
Municipal de Managua, mantienen el criterio de que debe aplicarse el cobro de 
impuesto de matrícula más la multa, porque la entidad HOTEL HILTON 
PRINCESS no se encuentra registrada ni matriculada debidamente en la 
municipalidad, observación que en todo caso no le correspondería a su 
representada REAL ESTATE INC., S.A., por cuanto su representada si se 
encuentra matriculada desde el año noventa, claro está sin el nombre HILTON 
por que no le pertenece.- 
III, 
La Honorable Sala Civil Número Uno del Tribunal de Apelaciones, 
Circunscripción Managua, dictó auto a las once y doce minutos de la mañana del 
veintiséis de agosto del dos mil ocho, ordenando al recurrente rendir garantía 
hasta por la suma de diez mil Córdobas netos, para la suspensión del acto 
solicitada, bajo apercibimiento de ley si no lo hace.- A las dos y treinta minutos 
de la tarde del veintisiete de agosto del dos mil ocho, el recurrente rindió la 
garantía ordenada (folio Número cincuenta y tres del cuaderno del Tribunal 
Receptor) en minuta de depósito del Banco Uno, por la cantidad de diez mil 
Córdobas netos (C$10,000.00). Y por auto de las once y veinticinco minutos de 
la mañana del dos de septiembre de año dos mil ocho, la Honorable Sala Civil 
Número Uno del Tribunal de Apelaciones Circunscripción Managua, resolvió: 
Tramitar el Recurso de Amparo interpuesto por el Doctor GUILLERMO 
ANTONIO ESTRADA BORGE, en su carácter de Apoderado Especial de l 
Entidad Mercantil denominada REAL ESTATE INC. SOCIEDAD ANONIMA, 
“HOTEL HILTON PRINCESS MANAGUA”, y le dio la intervención de ley 
correspondiente; se decretó con lugar la suspensión del acto reclamado; se puso 
en conocimiento al señor Procurador General de la República, Doctor JOAQUÍN 
HERNÁN ESTRADA SANTAMARÍA, con copia del escrito de interposición para 
lo de su cargo; se ordenó dirigir Oficio a los funcionarios recurridos con copia del 
escrito de interposición, previniéndoles para que envíen Informe del caso ante 
esta Superioridad con las diligencias del caso que se hubieren creado. 
Finalmente, se dispuso que dentro del término se remitieran las diligencias a la 
Excelentísima Corte Suprema de Justicia, Sala de lo Constitucional, y previno a 
las partes para que se personen ante ella dentro de tres días hábiles, más la 
distancia para hacer uso de su derecho.- Se hicieron las respectivas 
notificaciones.- 
IV, 
En escritos presentados ante la Honorable Sala de lo Constitucional, los días 
tres y cinco de septiembre del dos mil ocho, se personaron el recurrente y el 
Procurador General de la República.- La Sala de lo Constitucional por auto de 
las dos y diez minutos de la tarde del catorce de octubre del dos mil ocho, tiene 
por personados al Doctor GUILLERMO ANTONIO ESTRADA BORGE, en su 
carácter de Apoderado Especial de la Entidad Mercantil denominada REAL 
ESTATE INC. SOCIEDAD ANÓNIMA, “HOTEL HILTON PRINCESS MANAGUA” 
y al Doctor JOAQUÍN HERNÁN ESTRADA SANTAMARÍA, en su carácter de 
Procurador General de la República y les concedió la intervención de ley 
correspondiente, ordenando que Secretaría informará si los señores: JOSÉ 
DIONISIO MARENCO GUTIÉRREZ, ANIBAL GUILLERMO BONILLA 
MARTÍNEZ, PABLO EMILIO BARRETO PÉREZ, CÁNDIDA MARIANA HUETE 
BACA, ISIDRO ROLANDO GARCÍA ESPINOZA, ENMA MARINA ESPINOZA, 
FRANCISCO JOSÉ ÁLVAREZ, GABRIELA SUSANA CIENFUGOS, EDGARDO 
CUAREZMA GARCÍA, FRANCISCO ANTONIO PÉREZ SEQUEIRA, ÁNGELA 
AUXILIADORA PONCE, RÓGER MAYORGA ARTEGADA, CÉSAR ARNOLDO 
RIVERA CORTEZ, LORENA CONCEPCIÓN VALLE SOTOMAYOR, LISETT 
AUXILIADORA MAYORGA GUADAMUZ, SERGIO ANTONIO JIMÉNEZ 
BURGOS, CARLOS RAÚL VALLE GUERRERO, JOSÉ DANILO TERCERO 
RODRÍGUEZ y JUAN FRANCISCO NAVAS ROBLETO, en sus carácter de 
Alcalde y Miembros del Concejo Municipal de Managua, se personaron y 
rindieron el Informe de Ley ante esta Superioridad, tal y como se los previno la 
Honorable Sala Civil Número Uno del Tribunal de Apelaciones, Circunscripción 
Managua, en auto de las once y veinticinco minutos de la mañana del dos de 
septiembre de año dos mil ocho y que una vez rendido el informe por Secretaría, 
pasara el Recurso de Amparo a la Sala para su estudio y resolución. El treinta y 
uno de octubre del dos mil ocho, la Secretaria de la Sala de lo Constitucional, 
Informó que en fecha cuatro de septiembre de dos mil ocho, fueron notificados 
los funcionarios recurridos, que tenían como última fecha para personarse y 
rendir el informe de ley el día dieciséis de septiembre del dos mil ocho, pero a la 
fecha del informe no se han personado ni rindieron el informe ordenado. 
CONSIDERANDO: 
I, 
El quid de presente Recurso de Amparo interpuesto por el Doctor GUILLERMO 
ANTONIO ESTRADA BORGE, en su carácter de Apoderado Especial de la 
Entidad Mercantil denominada REAL ESTATE INC. SOCIEDAD ANÓNIMA, 
“HOTEL HILTON PRINCESS MANAGUA”, radica en el cobro de ochocientos mil 
Córdobas netos (C$800, 000.00), por impuestos pendientes de cancelar y por 
presunta modificación o cambio de razón social, que le hicieran al recurrente en 
Acta de Reparo No. 00045/2008 la Dirección General de Recaudación de la 
Alcaldía Municipal de Managua, que dio origen a los Recursos de Revisión ante 
el señor Alcalde Municipal de Managua (Resolución No. 221-2008) y de 
Apelación ante los miembros del Concejo Municipal de Managua (Resolución 
No. 27-2008), en las que resolvieron sin lugar los recursos presentados y 
ratifican el pago adeudado. 
II, 
Debemos decir que la Ley Número 49, Ley de Amparo, en su aplicación exige 
una serie de requisitos de obligatorio cumplimiento tanto para el recurrente, 
como para el funcionario recurrido en su comparecencia. La falta de alguno o 
todos de ellos, determina la procedencia, improcedencia o estimación del 
Recurso de Amparo (Sentencia No. 30, del 24 de febrero del 2003, Cons. I); de 
esta manera en el Recurso de Amparo se encuentran varios elementos de 
carácter temporal y formal esenciales para su admisibilidad siendo estos: 1.- La 
parte agraviada, 2.- La autoridad responsable del acto, 3.- El acto reclamado en 
sí, 4.- La violación constitucional y en qué consiste ésta; (B.J. 1998, Sentencia 
No. 216, de la 1:00 p.m., del 3 de diciembre de 1998, Cons. V, pág. 511); 5.- El 
cumplimiento del Principio de Definitividad como elemento previo a la 
interposición del amparo; 6.- El término para interponer el Recurso de Amparo; 
El personamiento del recurrente, y la rendición del Informe del funcionario 
recurrido ante esta Sala, como actos posteriores a la interposición del Amparo. 
Por lo que hace al recurrente, ESTA SALA considera que ha cumplido con los 
siete presupuestos, como es la demostración del agravio, identificación de la 
autoridad recurrida, la determinación del acto reclamado, el señalamiento de la 
violación de la Constitución Política, el agotamiento de la vía administrativa, al 
interponer en tiempo y forma el Recurso de Revisión y el Recurso de Apelación y 
la interposición del presente Amparo en tiempo. Por lo que hace a los 
funcionarios recurridos, según consta librada por Secretaría de esta Sala, los 
funcionarios recurridos, Alcalde y Miembros del Concejo Municipal de Managua, 
fueron notificados el cuatro de septiembre de dos mil ocho para rendir su 
Informe, teniendo como última fecha para hacerlo el dieciséis de septiembre de 
dos mil ocho pero no lo hicieron en ningún momento. Al respecto la 
jurisprudencia constitucional ha sostenido: “Sobre la Falta del Informe o Informe 
diminuto esta Sala en reiteradas sentencias ha sido categórica en señalar que 
en principio no basta con presentar un escrito diciendo que es un INFORME, 
sino exponer de manera clara, fundamentada y documentada su actuación tal y 
como se lo ordenó el Tribunal Receptor, al ordenar al funcionario remitir las 
diligencias que se hubieren creado, de tal forma que no le quede la menor duda 
a esta Sala, de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos; un 
escrito sin éstas características no es un Informe, sino un simple escrito que 
debe agregarse a los antecedentes del expediente. Al respecto el 
Constitucionalista Ignacio Burgoa refiere: “... la autoridad responsable debe 
exponer en el Informe las razones y fundamentos legales que estime pertinentes 
para sostener la constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia del 
juicio y acompañarán (las autoridades responsables), en su caso copia 
certificada de la constancias que sean necesarias para apoyar dicho informe” 
(Diccionario de Derecho Constitucional, Garantías y Amparos, Ed. Porrúa 1998, 
pág. 46). Por su parte Genaro Góngora Pimentel, en su obra Introducción al 
Estudio del Juicio de Amparo (Ed. Porrúa 1997, pág. 461) refiere que: “El 
Informe Justificado es el escrito en que la autoridad responsable cumple con lo 
que se le solicita en el auto de admisión de la demanda, en que se llama a juicio 
y da respuesta a ésta. Al rendir el Informe con justificación, la autoridad contesta 
los argumentos del promovente del amparo, pidiendo al juzgador que declare la 
constitucionalidad de los actos reclamados, y como consecuencia, la negación 
del amparo solicitado. También acostumbra, si es procedente, y aún si no lo es, 
abogar por el sobreseimiento del juicio. la autoridad debe justificar con prueba lo 
que dice en el informe”. La Ley de Amparo en sus artículos 39 y 41 
respectivamente dicen: “El Tribunal respectivo pedirá a los señalados como 
responsables, envíen Informe a la Corte Suprema de Justicia, dirigiéndoles oficio 
por correo en pieza certificada, con aviso de recibo, o por cualquier otra vía que 
a juicio del Tribunal resulte más expedito. El informe deberá rendirse dentro del 
término de diez días, contados desde la fecha en que reciban el correspondiente 
oficio. Con él se remitirán en su caso, las diligencias de todo lo actuado”; y 
artículo 41 “Recibidos los autos por la Corte Suprema de Justicia, con o sin el 
informe, dará al Amparo el curso que corresponda. La falta de informe establece 
la presunción de ser cierto el acto reclamado”. De conformidad con estas 
disposiciones y el artículo 85 de la Ley de Amparo, que dice “Los términos que 
establece esta Ley son improrrogables” y los artículos 7 Pr., 12 y 14 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, (los procedimientos no están al arbitrio de las 
partes; las resoluciones son de ineludible cumplimiento bajo la responsabilidades 
que determine la ley; y el respeto a la buena fe, lealtad, probidad y veracidad); y 
de acuerdo a reiterada y reciente jurisprudencia, esta Sala de lo Constitucional, 
debe tener como cierto el acto reclamado (Ver Sentencia No. 154 de las diez de 
la mañana, del cinco de septiembre del 2001; Sentencia No. 176 de la una de la 
tarde del dieciocho de octubre del 2001; Sentencia No. 17, del 6 de febrero del 
2003, Cons. II; y Sentencia No. 30, del 24 de febrero del 2003, Cons. II). Por lo 
que de a lo aquí expuesto el Informe rendido por la autoridad recurrida es 
incompleto, omiso y diminuto al no presentar las diligencias correspondientes 
incurriendo en lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley de Amparo. (Ver Sentencia 
No. 19. dictada a las 10:45 a.m., del 13 de marzo del 2006, Considerando III); 
por lo que estando ante la falta del Informe ESTA SALA presume ser cierto el 
hecho reclamado, debiendo ahora analizar si se ha o no violado con tales 
hechos la Constitución Política.- 
III, 
Una verdadera Justicia Constitucional no sólo trata de resolver un caso 
planteado tomando únicamente lo expuesto por el recurrente y lo contestado e 
informado por el funcionario recurrido, mucho menos pretende encasillar rígida y 
formalmente un hecho planteado con la ley, la jurisprudencia, la doctrina o 
alguna tesis, como si de un tipo penal se tratara, sino que exige examinar si esos 
hechos recurridos se adecuan al espíritu de la Ley y sobre todo a los Derechos, 
Principios y Garantías contendidos en la Constitución Política, es por ello que 
aunque en el Recurso de Amparo, en el Habeas Data y en el Habeas Corpus 
rige la Fórmula de Otero (Principio de Relatividad), y en el Recurso por 
Inconstitucionalidad el efecto de la sentencia es erga omnes, al final toda 
sentencia consustancialmente aún sin ser ese el propósito principal, enfoca 
aspectos de índoles económicos, políticos, sociales, incluso a veces alumbra 
contenidos morales, éticos y religiosos que luego son referentes y antecedentes 
jurídicos para todos, su razón consiste fundamentalmente en que sí la 
Constitución Política está perneada de todos estos aspectos, viene a resultar 
imposible resolver una sentencia sin rozar esos contenidos. La Sala de lo 
Constitucional sobre el particular citó al tratadista Ricardo Lorenzetti (FARINA, 
JUAN M., “Contratos Comerciales Modernos”, Editorial Astrea, 1993, pág. 23), 
quien señala que: “La economía es una poderosa herramienta para analizar un 
amplio campo de cuestiones que presenta la interpretación de la ley; por ello es 
hora de socioeconómicos se derivan de su sentencia, de su ley o de su tesis”; en 
verdad, el juez o el funcionario al dictar una sentencia o una resolución, debe 
considerar los efectos económicos y sociales de ésta; por cuanto la sentencia o 
la resolución es de la sociedad y para la sociedad, no puede desentenderse del 
individuo como un ser digno, merecedor de respeto, y con derecho a su propio 
bienestar. Si la sentencia o la resolución atenta contra los derechos 
fundamentales del hombre o contra sus principios, en vez del acto supremo del 
juez que tiene en sus manos un poder casi divino, se convierte en lo más 
peligroso y destructivo de la sociedad en general y del individuo en particular…” 
(Sentencia No. 131, dictada a las 11:00 a.m., del 7 de agosto del 2001). Es así 
que en la Justicia Constitucional tiene primacía y arraigo el fondo antes que la 
forma de la cuestión planteada, para restablecer los derechos, principios y 
garantías constitucionales y con ello una Tutela Constitucional Efectiva y por 
tanto de la Verdad Material. Si bien es cierto como ya lo dijimos en el 
Considerando que precede, el Recurso de Amparo por su naturaleza de 
extraordinario, para promoverlo y en el transcurso del mismo deben atenderse 
ciertos requisitos, también es cierto que por la salvaguarda de las garantías 
constitucionales, esas formalidades pasan a un segundo plano, cuando hay 
evidencia de violación de aquellas (B.J. 1997, Sala de lo Constitucional, Sent. N° 
6, de las doce y treinta minutos de la mañana, del veintidós de enero de mil 
novecientos noventa y siete. 1999, Sent. N° 162, de las doce y treinta minutos de 
la tarde, del veintitrés de julio de 1999). Con razón se ha dicho que es 
inaceptable sacrificar las garantías constitucionales o derechos fundamentales 
en aras de un formalismo inexistente, e impedir conocer si se han violado los 
derechos fundamentales por meros formalismos, resultando inconcebible e 
inhumanos, como bien lo señala Felipe Tena Ramírez “formulismos inhumanos y 
anacrónicos, victimario de la justicia” (Ignacio Burgoa, El Juicio de Amparo, Ed. 
Porrúa, México 1999, pág. 297). (Véase No. Sentencia No. 157, dictada a las 
10:45 a.m., del 23 de junio del 2003). Por estos razonamientos y ha sabiendas 
que los funcionarios recurridos no presentaron ni 
en tiempo ni en forma, el informe de ley ordenado, no debe de ninguna manera 
traducirse esta presunción como Silencio Administrativo a favor del recurrente 
(positivo), ya que se correría el riesgo de conceder un imposible como lo hemos 
advertido en reiteradas sentencias: “Si se amparara instantáneamente al 
recurrente simplemente ante la falta de informe del funcionario recurrido, 
dándole un efecto automatístico, desde el punto de vista estrictamente jurídico, 
la Sala correría el riesgo de conceder un absurdo (por ejemplo, admitir que al 
recurrente se le conceda Cédula de Identidad como miembro de otro sexo), o de 
emitir un fallo violatorio de la legalidad (como en el caso de autos, admitir que se 
le conceda al recurrente una exención de pago a la que no tiene derecho). 
Desde el punto de vista político (estatal), podría perjudicarse gravemente al 
Estado y al interés general simplemente por la negligencia, omisión, 
incapacidad, pereza o mala fe del funcionario recurrido (quien podría incluso 
estar coludido con el recurrente, haciendo fraude procesal en perjuicio del 
Estado). En consecuencia, por la salvaguarda del interés general cabe analizar 
si dicho acto viola o no la Constitución Política, y esto se logra únicamente 
analizando el fondo del Recurso de Amparo como lo ha hecho esta Sala de lo 
Const itucional (Ver Sentencia No. 154 de las 10:00 a.m., del 5 de septiembre 
del 2001 dos mil uno; Sentencia No. 176 de la una de la tarde del dieciocho de 
octubre del año dos mil uno; y Sentencia No. 167, de las 10:45 a.m., del 27 de 
junio del 2003, Cons. I).- En consecuencia, ESTA SALA DE LO 
CONSTITUCIONAL examinará si el cobro y la multa impuesto por la Alcaldía de 
Managua y originadas por la supuesta modificación de la razón social a REAL 
ESTATE INC., S.A., viola o no la Constitución Política, sobre todo tomando en 
cuenta que en el presente caso existen suficientes documentos para hurgar en el 
fondo de la cuestión planteada.- 
V, 
Como liminal examinaremos extracto de las resoluciones de cobro de cambio de 
nombre comercial, hecho por la Alcaldía de Managua a la Entidad Mercantil 
denominada REAL ESTATE INC. SOCIEDAD ANONIMA, “HOTEL HILTON 
PRINCESS MANAGUA”. Observa esta Sala que en el cuaderno del Tribunal 
Receptor en el folio nueve al veinte se encuentra Escritura Número 11 de 
Constitución de Sociedad Anónima y sus Estatutos, de las nueve de la mañana 
del doce de marzo de mil novecientos noventa y cuatro, ante los oficios 
notariales del Doctor IVÁN ZELAYA MONTEALEGRE, en la cual constituye 
como Sociedad Anónima REAL ESTATE INC. SOCIEDAD ANÓNIMA, la que 
tiene como objeto entre otros “ejecutar por cuenta propia y/o ajena y/o particular 
con terceros en la ejecución, organización y fundación de empresas y cadenas 
Hoteleras, tanto en su constitución como en su operación y y administración así 
como cualquier otra actividad que en forma directa o indirecta se relacione con la 
industria turística, ya sea hoteles …”. Que dicha Sociedad Anónima se encuentra 
debidamente inscrita en el Registro Público del Departamento de Managua, en el 
Libro Índices del Registro Público Mercantil de Managua, bajo los Número 
24.974, Tomo 57, Página 273, bajo No. 20241, Tomo 49, Página 276, ambas del 
Libro Primero de Comerciante del Registro Publico Mercantil del Departamento 
de Managua (visible en el folio vente del cuaderno del Tribunal Receptor). 
Asimismo, se observa que en el folio que va del 23 al 32 del cuaderno del 
Tribunal Receptor se encuentra el Contrato de Licencias de Uso de Marca de 
fecha trece de septiembre de dos mil cinco, efectuado entre la Sociedad HILTON 
INTERNATIONAL CO., y REAL ESTATE, INC. SOCIEDAD ANÓMINA, en la cual 
HILTON INTERNATIONAL CO., otorga LICENCIA NO EXCLUSIVA, para usar la 
marca autorizada “HILTON”, propiedad de HILTON INTERNATIONAL INC., y a 
decir del mismo recurrente: “… como uso de mercadeo, porque el nombre 
HILTON pertenece a HILTON INTERNACIONAL CO., … bien se conoce que 
REAL ESTATE INC. S.A., y/o Hotel Princess Managua, fue constituida para la 
administración y operación de cadenas hoteleras reguladas por la Ley de 
Turismo, lo que una vez que adquiere Licencia de Uso o Franquicia, se ve en la 
necesidad de ser conocida turísticamente como Hilton Princess Managua para 
elevar su volumen de ventas en los servicios hoteleros al cual lleva como 
objeto,…” (Reverso del folio 2).- En el folio veintidós del cuaderno del Tribunal 
Receptor, rola Constancia de Matrícula correspondiente al año dos mil ocho, 
autorizada por la Alcaldía Municipal de Managua a REAL ESTATE INC. S.A., en 
consecuencia del análisis de los folios antes descritos se desprende que la 
Alcaldía de Managua, desde el año mil novecientos noventa y cuatro hasta el 
año dos mil cinco, emitió las matriculas a REAL ESTATE INC. S.A., y que es a 
partir del año dos mil cinco que REAL ESTATE INC. S.A. modificó el nombre 
comercial de “PRINCESS MANAGUA” por “HILTON PRINCESS MANAGUA”. Al 
efecto ESTA SALA confirma, de lo confesado por la parte recurrente y las 
diligencias que adjuntó, que la Resolución No. 27-2008 dictada a las diez y 
treinta minutos de la mañana, del veintinueve de julio del 2008, y que rola en el 
folio 48 del cuaderno del Tribunal de Apelaciones, en la que se deniega el 
Recurso de Apelación y se mantiene firme la Resolución No. 221-2008 emitida a 
las ocho y cuarenta minutos de la mañana, del catorce de julio del 2008, en la 
que se impone a la recurrente impuesto y multa por cambio de razón social, 
tiene como fundamento legal el Plan de Arbitrios del Municipio de Managua (Dto. 
No. 10-91), del 5 de febrero de 1991, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 
30 del 12 de Febrero de 1991, en las siguientes disposiciones: “Artículo 9: “Toda 
persona natural o jurídica que se dedique a la venta de Bienes, Industrias, o 
Prestaciones de Servicios, sean éstos Profesionales o no, deberán matricularse 
anualmente en el período comprendido entre el primero de Diciembre y el treinta 
y uno de Enero. El Alcalde a través de disposición administrativa podrá acordar 
los días de matrículas para los contribuyentes que lleven Registros Contables y 
para los que no lleven dichos Registros. Los que infrinjan esta disposición se 
hacen acreedores de la multa respectiva”; Artículo 10 “El valor de la matrícula se 
calcula aplicando el 2% sobre el promedio mensual de los ingresos brutos, 
obtenidos por la venta de bienes o prestación de servicios de los tres últimos 
meses del año anterior o de los meses transcurridos desde la fecha de apertura, 
si no llegaren a tres. Si no fuere aplicable el procedimiento de cálculo 
establecido en el párrafo anterior la matrícula se determinará en base al 
promedio de los meses en que se obtuvieron ingresos por ventas de bienes o 
prestaciones de servicios…”; y Artículo 13: “Cuando se tramite la adquisición de 
un nuevo título, negocio o establecimiento, el adquiriente deberá matricularse y 
pagar el Impuesto correspondiente. Igualmente se procederá cuando se 
modificare el nombre comercial o razón social de dicho negocio o 
establecimiento. En ambos casos se adquiere la obligación de pagar, aunque la 
persona de quien lo adquiere ya lo hubiere matriculado ese año y pagado el 
impuesto respectivo…”; Artículo 65: “Toda persona natural o jurídica que se 
dedique a algún giro o actividad sujeta a las disposiciones del presente Plan de 
Arbitrios deberá notificar a la Alcaldía de Managua a más tardar en el plazo de 
una semana después de ocurrido cualquiera de los siguientes eventos: Cambio 
de giro del negocio, de local, de nombre, apertura y clausura”; de lo anterior se 
colige que el Impuesto de Matrícula es un impuesto de naturaleza anual y se 
calcula aplicando el 2% sobre el promedio mensual de los ingresos brutos 
obtenidos por ventas de bienes o prestación de servicios, como lo ha sostenido 
ESTA SALA en reiteradas sentencias: “El Impuesto de Matrícula es un tributo 
anual, distinto del Impuesto Municipal sobre Ingresos establecido en el artículo 
11 del Plan de Arbitrios, en mención, y que grava a toda persona natural o 
jurídica que habitual o esporádicamente, se dedique a la venta de bienes o a la 
prestación de servicios, sean estos profesionales o no, quienes deben pagar 
mensualmente un impuesto municipal del dos por ciento (2%), sobre el monto de 
los ingresos brutos obtenidos por las ventas o prestaciones de servicios, … El 
hecho de que el petróleo y sus derivados, no puedan gravar sus ventas o 
enajenaciones con tributos de carácter local, no implica que a las 
municipalidades se les niegue recaudar los impuestos cotidianos y naturales 
establecidos por la ley en materia tributaria, como lo es el pago de matrícula. En 
resumen, el cobro del Impuesto de Matrícula realizado por la Alcaldía de 
Bluefields es legal, y por tanto no cabe amparar al recurrente, pues no ha sido 
violado en su perjuicio ningún derecho o garantía Constitucional, especialmente 
los artículos 114 y 115 Cn., que contienen en esencia el Principio de Legalidad 
en Materia Tributaria.” (VER Sentencia No. 41, de las 11:00 am, del 12 de marzo 
del 2002, Cons. II; Sentencia No. 167 de las 10:45 am del 27 de junio del 2003, 
Cons. III; y Sentencia No. 261, de las 10:47 a.m., del 30 de octubre del 2007, 
Cons. VI).- De lo expuesto por el mismo recurrente se infiere y tomando en 
cuenta que las cosas lo son por su esencia y no por el nombre que se les dé, se 
infiere que no sólo hubo una modificación en la razón social, sino que también 
hay una modificación en el nombre comercial de “PRINCESS MANAGUA” a 
“HILTON PRINCESS MANAGUA”, adquiriendo un nuevo título o marca, incluso 
él mismo recurrente en el escrito de amparo dice hacerlo como “Apoderado 
Especial de la entidad denominada REAL ESTATE INC., SOCIEDAD ANÓNIMA, 
conocido como HOTEL HILTON PRINCESS MANAGUA”, y plantea la siguiente 
interrogante ¿Si el Art. 13 del Plan de Arbitrios de Managua, Decreto No. 10-91, 
establece que cuando se modificare el nombre comercial o razón social de un 
negocio o establecimiento, se pagará un impuesto respectivo, y que probó que el 
nombre comercial HILTON no es de mi representada sino de Hilton Internacional 
Co., por lo que NO cambió su razón social, entonces por qué ha de pagar un 
reparo y multa por el hecho de haber adquirido una marca o título atípico si la 
Ley no lo contempla? (Sic), lo que rola claramente en el folio 3 del cuaderno del 
Tribunal de Apelaciones, cambio de título o nombre comercial que tiene una 
finalidad: “…elevar su volumen de ventas en los servicios hoteleros al cual lleva 
como objeto …” (Reverso del folio 2), dicha interrogante y afirmación nos llevan 
a reiterar al recurrente que efectivamente el Impuesto de Matrícula se calcula 
sobre la base del 2% del promedio mensual de los ingresos brutos, los que 
según los cálculos del recurrente con el nuevo título o nombre comercial “Hilton 
Princess Managua” tendrían a aumentar con relación al otrora “Princess 
Managua”.- 
VI, 
14 Estando demostrado la modificación del nombre comercial, razón social y 
adquisición de nuevo título de parte del recurrente, sólo nos queda examinar si el 
cobro del 
Impuesto de Matrícula ha prescrito o no: Según el artículo 9 del Plan de Arbitrios 
del Municipio de Managua el pago de este impuesto debe hacerse entre el 1 de 
diciembre y el 31 de enero de cada año, de tal forma que la prescripción de que 
habla el artículo 71de dicho PLAN DE ARBITRIOS DEL MUNICIPIO DE 
MANAGUA, : “Todos los impuestos, tasas, contribuciones y sus multas 
correspondientes establecidas en este Plan de Arbitrios prescribirán a los dos 
años contados desde la fecha que fueron exigibles por la Alcaldía”, se empiezan 
a contar a partir del 1 de febrero de cada año; así el impuesto correspondiente al 
2005, como en el presente caso, prescribe hasta el 1 de febrero del 2008 (Del 1 
de febrero de 2006 al 31 de enero del 2007 corresponde un año; y del 1 de 
febrero del 2007 al 31 de enero del 2008, corresponde otro año). En el presente 
caso, según el mismo recurrente el reparo fue impuesto el 16 de junio del 2008, 
operando prescripción por lo que hace al año 2005, no así los años 2006, 2007 y 
2008, de tal manera que el recurrente no logró demostrar que las Resoluciones 
No. 27- 2008 de las diez y treinta minuto de la mañana del veintinueve de julio 
del año dos mil ocho, en la que el Concejo Municipal resuelve sin lugar el 
Recurso de Apelación y ratifica la Resolución No. 221-2008 del catorce de julio 
del dos mil ocho en la cual el Alcalde Municipal de Managua, le transgrede sus 
derechos y garantías constitucionales alegados, y en consecuencia como dijimos 
en el Considerando que precede no puede ESTA SALA ante la falta de informe 
conceder un imposible jurídico, otorgar una protección constitucional o restituir 
derechos y garantías constitucionales que no le han sido privados al recurrente.- 
Por lo que llegado el estado de resolver.- 
POR TANTO: 
De conformidad con los artículos 424, 426, 436 Pr., artículos 3, 23, 26, 27 y 
siguiente de la Ley de Amparo vigente, artículos 5,27, 32, 44, 98, 99, 100, 104, 
115, 138.27, 160 y 183 de la Constitución Política, artículo 18 L.O.P.J. y demás 
consideraciones los suscritos Magistrados de la Sala Constitucional 
RESUELVEN: NO HA LUGAR AL RECURSO DE AMPARO interpuesto por el 
Doctor GUILLERMO ANTONIO ESTRADA BORGE, en su carácter de 
Apoderado Especial de la Entidad Mercantil denominada REAL ESTATE INC. 
SOCIEDAD ANÓNIMA, conocida como HOTEL HILTON PRINCESS MANAGUA, 
en contra de los señores: Ingeniero JOSÉ DIONISIO MARENCO GUTIÉRREZ, 
Licenciado ANÍBAL CORTE SUPREMA DE JUSTICIA SALA DE LO 
CONSTITUCIONAL EXPEDIENTE N° 875-0815 GUILLERMO BONILLA 
MARTÍNEZ, Licenciado PABLO EMILIO BARRETO PÉREZ, Licenciada 
CÁNDIDA MARIANA HUETE BACA, Ingeniero ISIDRO ROLANDO GARCÍA 
ESPINOZA, señora ENMA MARINA ESPINOZA, señor FRANCISCO JOSÉ 
ÁLVAREZ, Arquitecta GABRIELA SUSANA CIENFUGOS, Doctor EDGARDO 
CUAREZMA GARCÍA, señor FRANCISCO ANTONIO PÉREZ SEQUEIRA, 
señora ÁNGELA AUXILIADORA PONCE, Licenciada RÓGER MAYORGA 
ARTEGADA, señor CÉSAR ARNOLDO RIVERA CORTEZ, Licenciada LORENA 
CONCEPCIÓN VALLE SOTOMAYOR, Doctora LISETT AUXILIADORA 
MAYORGA GUADAMUZ, señor SERGIO ANTONIO JIMÉNEZ BURGOS, señor 
CARLOS RAÚL VALLE GUERRERO, señor JOSÉ DANILO TERCERO 
RODRÍGUEZ y señor JUAN FRANCISCO NAVAS ROBLETO, en sus carácter 
de Miembros del Concejo Municipal de Managua, por emitir la Resolución No. 
27-2008 de las diez y treinta minuto de la mañana del veintinueve de julio del 
año dos mil ocho, en la que el Concejo Municipal resuelve sin lugar el Recurso 
de Apelación y ratifica la Resolución No. 221-2008 del catorce de julio del dos 
mil ocho en la cual el Alcalde Municipal de Managua, resolvió sin lugar el 
Recurso de Revisión que interpusiera el recurrente en contra del Acta de Reparo 
No. 00045/2008, de que se ha hecho mérito.- Esta sentencia está escrita en seis 
hojas de papel bond de tamaño legal con membrete de la Corte Suprema de 
Justicia y Sala de lo Constitucional y rubricadas por la Secretaria de la Sala de lo 





















 SENTENCIA No. 317 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE LO CONSTITUCIONAL. Managua, dieciséis 






Visto el escrito presentado a las diez y treinta minutos de la mañana del día 
veintitrés de julio del dos mil ocho, compareció ante el Honorable Tribunal de 
Apelaciones, Circunscripción Occidental, Sala Civil y Laboral, el señor LUIS 
MANUEL MAYORGA SIRERO, Apoderado Judicial del señor JOSÉ ENRIQUE 
PADILLA SANTOS, mayor de edad, casado, Ingeniero y del domicilio de 
Chinandega, de tránsito por esta ciudad, en su carácter personal, a interponer 
formal Recurso de Amparo en contra del Doctor GUILLERMO ARGÜELLO POESSY, 
Presidente en funciones del Consejo Superior de la Contraloría General de la 
República, Doctor LINO HERNÁNDEZ TRIGUERO y Licenciado FULVIO ENRIQUE 
PALMA MORA, ambos Miembros Propietarios del Consejo Superior de la 
Contraloría General de la República y Licenciado CRISTIÁN PICHARDO RAMÍREZ, 
Miembro Suplente del Consejo Superior de la Contraloría General de la 
República, todos mayores de edad, casados, con domicilio legal en la ciudad 
de Managua. En dicho recurso el recurrente expone: que durante la 
administración pública del gobierno del Ingeniero ENRIQUE BOLAÑOS, laboró 
como Miembro del Consejo Directivo del Instituto de Desarrollo Rural (IDR) por el 
período de finales de agosto del dos mil seis, hasta el diez de enero del dos mil 
siete. Resultando que el día ocho de julio del dos mil ocho, a las dos y quince 
minutos de la tarde, fue notificado de la resolución emitida por el Consejo 
Superior de la Contraloría General de la República, RIA-121-08, con fecha trece 
de marzo de dos mil ocho, de las nueve y treinta minutos de la mañana, en 
donde se manifiesta que el ente fiscalizador realizó una auditoría especial en el 
IDR sobre las transferencias de fondos de diferentes programas y proyectos que 
dicho instituto realizó para cubrir gastos operativos del mismo nivel central, esto 
comprendido en el período entre el uno de julio del dos mil cinco al treinta y 
uno de diciembre del dos mil seis; resultando de dicha auditoría 
responsabilidad administrativa en contra del recurrente, quien consideró que la 
resolución dictada violenta derechos y garantías constitucionales como las 
contempladas en los artículos 24 inciso 2, 34 inciso 1, 8 y 11 Cn, debido a que el 
Consejo Directivo del IDR esta facultado para aprobar los procedimientos de 
operación del IDR y del uso y control del patrimonio del mismo, lo que 
concordantemente se relaciona con su facultad de transferir fondos de 
proyectos y programas propios de la institución sin afectar la operatividad de 
los mismos, puesto que esa redistribución interna de los fondos no afectó 
negativamente ningún programa ni dependencia del IDR (ver folios 1 y 2 de las 
Diligencias Creadas en el Honorable Tribunal de Apelaciones, Circunscripción 
Occidental, Sala Civil y Laboral, radicadas en este Alto Tribunal bajo 
expediente No. 1058-08). El Honorable Tribunal de Apelaciones, Circunscripción 
Occidental, Sala Civil y Laboral, decide tramitar el recurso, teniéndose como 
parte y dándole intervención de ley al recurrente y al señor Procurador General 
de la República, Doctor HERNÁN ESTRADA SANTAMARÍA, remitiéndose a éste 
ultimo copia del presente escrito de amparo y de la documentación 
acompañada. Además se manda a girar oficio, en base al artículo 37 de la Ley 
de Amparo Vigente y sus Reformas, junto con copia del escrito de interposición 
del recurso y de la documentación acompañada por el recurrente, a los 
Contralores del Consejo Superior de la Contraloría General de la República 
(funcionarios recurridos), para que dentro del plazo de diez días después de 
notificado y de recibido el correspondiente oficio rindan informe de ley ante la 
Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. En cuanto a la suspensión 
del acto, el Honorable Tribunal de Apelaciones, Circunscripción Occidental, 
Sala Civil y Laboral, decide declarar no ha lugar a decretarlo por cuanto el 
recurrente no acompañó la resolución, ni cédula de notificación de dicha 
resolución. De igual manera, se mandata a remitir, en base al artículo 38 de la 
Ley de Amparo Vigente y sus Reformas, las diligencias del presente recurso a la 
Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia y emplazar a las partes 
para que dentro del término de tres días hábiles más el correspondiente por 
razón de la distancia, concurran ante este Alto Tribunal a hacer usos de sus 
derechos. Se manda exhorto a la Sala Civil del Tribunal de Apelaciones, 
Circunscripción Managua, para que notifique a las partes sobre el presente 
recurso, ofreciendo reciprocidad en igualdad de circunstancia (ver folio 3 de 
las Diligencias Creadas en el Honorable Tribunal de Apelaciones, 
Circunscripción Occidental, Sala Civil y Laboral, radicadas en este Alto Tribunal 
bajo expediente No. 1058-08). El recurrente se persona el día cinco de agosto 
de dos mil ocho, a través de su apoderado judicial, Doctor LUIS MANUEL 
MAYORGA SIRERA, reafirmando cada uno de los puntos planteados en su 
Recurso de Amparo (ver folio 1 de las Diligencias radicadas en este Alto Tribunal 
bajo expediente No. 1058-08), acompaña Escritura número setenta y uno (71) 
de Poder General Judicial (ver folio 2 de las Diligencias radicadas en este Alto 
Tribunal bajo expediente No. 1058-08). La Procuraduría se persona el día diez de 
octubre de dos mil ocho, (ver folios 3 al 6 de las Diligencias radicadas en este 
Alto Tribunal bajo expediente No. 1058-08) y rinde informe del caso el día uno 
de diciembre de dos mil ocho, (ver folios 18 al 20 de las Diligencias radicadas 
en  este Alto Tribunal bajo expediente 1058-08), se acompañan la respectiva 
documentación que acreditan a los funcionarios de la Procuraduría para lo de 
su cargo (ver folios 7 y 21 de las Diligencias radicadas en  este Alto Tribunal bajo 
expediente 1058-08). Los funcionarios recurridos se personan el día diez de 
octubre de dos mil ocho, (ver folios 8 y 9 de las Diligencias radicadas en este 
Alto Tribunal bajo expediente 1058-08), adjuntan certificación de la Asamblea 
Nacional de lo de su nombramiento (ver folio 10 de las Diligencias radicadas en  
este Alto Tribunal); y rinden informe el día catorce de octubre del año dos mil 
ocho, (ver folios 11 al 17 de las Diligencias radicadas en este Alto Tribunal bajo 
expediente 1058-08).    
II, 
Por medio de escrito presentado a las once y diez minutos de la mañana del 
día veintiséis de mayo del dos mil ocho, compareció ante el Honorable Tribunal 
de Apelaciones, Sala para lo Civil de la Circunscripción Sur, el Licenciado JOSÉ 
GABINO FLORES PINEDA, mayor de edad, casado, Contador Público y del 
domicilio de la ciudad de Granada, en su carácter personal, a interponer 
formal Recurso de Amparo en contra del Doctor GUILLERMO ARGÜELLO 
POESSY, Presidente en funciones del Consejo Superior de la Contraloría General 
de la República, Doctor LINO HERNÁNDEZ TRIGUERO y Licenciado FULVIO 
ENRIQUE PALMA MORA, ambos Miembros Propietarios del Consejo Superior de 
la Contraloría General de la República y Licenciado CRISTIÁN PICHARDO 
RAMÍREZ, Miembro Suplente del Consejo Superior de la Contraloría General de 
la República, todos mayores de edad, casados, con domicilio legal en la 
ciudad de Managua. En dicho recurso el recurrente expone: Que del siete de 
enero del año dos mil cinco, al quince de febrero del año dos mil siete, 
desempeñó el cargo de Director Administrativo Financiero del Instituto de 
Desarrollo Rural (IDR). Que el día veinticuatro de abril del dos mil ocho, recibió 
notificación de Pliego de glosas No. 23 RIA-121-08, emitido por la Contraloría 
General de la República de Nicaragua, el día trece de marzo del año dos mil 
ocho, a las nueve y treinta minutos de la mañana, en donde se establece a su 
cargo Glosas por las cantidad de trescientos mil Córdobas (C$ 300,000.00), que 
según la Contraloría General de la República se le imponen por haber 
autorizado, sin base legal, transferencia de fondos presupuestarios y propios 
provenientes de diferentes Programas y proyectos del IDR, para cubrir gastos 
del mismo instituto a nivel central. Que ese mismo día veinticuatro de abril, 
recibió notificación de otro Pliego de Glosas, No. 25 RIA-121-08, emitido de igual 
manera por la Contraloría General de la República de Nicaragua, en donde se 
le establece a su cargo Glosas por la cantidad de seis millones novecientos 
ochenta y nueve mil quinientos treinta Córdobas con cincuenta y un Centavos 
(C$ 6,989,530.51), según el Órgano Fiscalizador, por haber autorizado sin base 
legal transferencia de fondos presupuestarios y propios, provenientes de 
diferentes Programas y Proyectos del IDR, para cubrir gastos del mismo Instituto 
a nivel central. Que ambos Pliegos de Glosas se derivan del Informe de 
Auditoría Especial con fecha siete de marzo del año dos mil ocho, con Código 
ARP 01-032-08. Que según cédula de notificación de las mencionadas Glosas 
impuestas al recurrente, y al tenor del Artículo 137 de la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República, se le otorga el plazo de sesenta días a 
partir de la notificación para contestar el pliego de glosas y soportarlo con 
evidencia suficiente, competente y pertinente. Que también el día veinticuatro 
de abril del año dos mil ocho, se le notificó Resolución Administrativa emitida 
por el Consejo Superior de la Contraloría General de la República donde se le 
imputa presuntivamente Responsabilidad Penal por supuesto daño intencional 
a los programas PRADC, POLDERS, PROCHILEON, SOROESTE FOMEVIDAS Y 
CAMINOS RURALES, DESARROLLO LECHERO Y REPROBLACIÓN GANADERA del 
Instituto de Desarrollo Rural (IDR) hasta por la cantidad de dieciocho millones 
dos mil ciento treinta y cuatro Córdobas con ochenta y cinco Centavos (C$ 
18,002,134.85), al haber autorizado transferencias de los fondos del Presupuesto 
General de la República que tenían asignados los programas y proyectos y 
utilizarlos para otros propósitos distintos de los establecidos en la ley, como es la 
de cubrir gastos operativos del Instituto de Desarrollo Rural (IDR). Dicha 
Resolución se basa en el Informe de Auditoría Especial con fecha del día siete 
de marzo del año dos mil ocho, con Código ARP 01-032-08. Que por lo antes 
expuesto el recurrente interponía Recurso de Amparo con fundamento en los 
Artículos 23, 24, 25, 26, 27 y siguientes de la Ley de Amparo en contra de la 
Resolución emitida en su contra por el Consejo Superior de la Contraloría 
General de la República a las nueve y treinta minutos de la mañana del día 
trece de marzo del año dos mil ocho, donde se le imputa Responsabilidad 
Penal por el supuesto daño intencional a los Programas anteriormente 
precitados. Además, el recurrente manifiesta que estaba en tiempo para 
interponer el presente Recurso de Amparo ya que la Resolución le fue 
notificada a las diez y cincuenta minutos, once y dos minutos y a las once y 
cinco minutos de la mañana del veinticuatro de abril del dos mil ocho, 
respectivamente y al tenor del Artículo 26 de la Ley de Amparo vigente 
establece el plazo de treinta días después de notificado el acto o resolución 
administrativa para interponer dicho Recurso. Señaló como disposiciones 
infringidas los Artículos 33 y 34 numerales 1 y 4 de la Constitución Política de 
Nicaragua. Que de conformidad con el Artículo 31 y siguientes de la Ley de 
Amparo (Ley No. 49) pedía que de oficio se procediera a la Suspensión del 
Acto en cuanto a los efectos jurídicos de la Resolución recurrida, ya que de 
llegar a concretarse los efectos jurídicos del mismo, contra el cual recurre, le 
causaría un mal irreparable. Por auto de las ocho y treinta y cinco minutos de la 
mañana del día diecinueve de junio del dos mil ocho, el Honorable Tribunal de 
Apelaciones, Circunscripción Sur, resolvió darle trámite al presente Recurso. 
Tuvo como parte al Procurador General de Justicia a quien deberá 
entregársele una copia del presente recurso. Ordenó que se dirigiera oficios a 
los Funcionario Recurridos, junto con una copia del recurso, para que dentro 
del término de diez días contados desde la fecha en que lo recibieran, 
enviaran sus respectivos informes a la Corte Suprema de Justicia, remitiendo las 
diligencias que en el caso se hubieren tramitado. El Honorable Tribunal de 
Apelaciones, Circunscripción Sur, mandó a suspender el acto reclamado, ya 
que de llegar a consumarse sería imposible la restitución en el goce de los 
derechos reclamados por el recurrente. Dirigió Exhorto con inserción del auto a 
la oficina de tramitación de la Sala Civil del Honorable Tribunal de Apelaciones, 
Circunscripción Managua, para que se notificara a los Funcionarios Recurridos y 
al Procurador General de la República por tener su domicilio en la ciudad de 
Managua. Además, se previno a las partes que deberían personarse ante la 
Corte Suprema de Justicia dentro del término de tres días hábiles, más el de la 
distancia en su caso, para que hagan uso de sus derechos. El recurrente, fue 
notificado el día veintitrés de junio del año dos mil ocho y se personó ante la 
Sala de lo Constitucional de este Supremo Tribunal, el día veintisiete de Junio 
del mismo año. Notificados vía exhorto los Funcionarios recurridos y el Señor 
Procurador General de la República, se personaron ante este Supremo Tribunal. 
Por auto de las ocho y treinta y ocho minutos de la mañana del día veintidós 
de septiembre del año dos mil ocho, la Sala de lo Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia tuvo por radicado el presente recurso y por personados en 
los presentes autos de Amparo a los señores JOSÉ GABINO FLORES PINEDA, en 
su carácter personal; al Doctor GUILLERMO ARGÜELLO POESSY, Presidente en 
funciones del Consejo Superior de la Contraloría General de la República, 
Doctor LINO HERNÁNDEZ TRIGUERO y Licenciado FULVIO ENRIQUE PALMA 
MORA, ambos Miembros Propietarios del Consejo Superior de la Contraloría 
General de la República y Licenciado CRISTIÁN PICHARDO RAMÍREZ, Miembro 
Suplente del Consejo Superior de la Contraloría General de la República; a la 
Licenciada ELBA LUCÍA VELÁSQUEZ CERDA, como Delegada de los Funcionarios 
recurridos; y al Doctor HERNÁN ESTRADA SANTAMARÍA en su carácter de 
Procurador General de la República, a quienes se les concedió la intervención 
de ley correspondiente.  
III, 
Mediante escrito de las doce y veinticinco minutos de la tarde del día treinta de abril 
del dos mil ocho, presentado ante el Honorable Tribunal de Apelaciones, 
Circunscripción Norte, Sala Civil, el señor JOSÉ MANUEL HAWSKINS PORTILLO, en su 
carácter personal, interpuso formal Recurso de Amparo en contra del Doctor 
GUILLERMO ARGÜELLO POESSY, Presidente en funciones del Consejo Superior de la 
Contraloría General de la República, Doctor LINO HERNÁNDEZ TRIGUERO y Licenciado 
FULVIO ENRIQUE PALMA MORA, ambos Miembros Propietarios del Consejo Superior de 
la Contraloría General de la República y Licenciado CRISTIÁN PICHARDO RAMÍREZ, 
Miembro Suplente del Consejo Superior de la Contraloría General de la República, 
todos mayores de edad, casados, con domicilio legal en la ciudad de Managua. En 
dicho recurso el recurrente expone: los funcionarios recurridos emitieron resolución No. 
RIA 121-08, de las nueve y treinta minutos de la mañana del día trece de marzo de dos 
mil ocho, en la que resolvieron emitir pliegos de glosas por responsabilidad civil 
solidaria en el caso del suscrito junto con otros directivos del Instituto de Desarrollo Rural 
(IDR) hasta por la suma de C$ 14,816, 743.55, suma que según la misma resolución fue 
transferida de los fondos propios del programa del IDR para ser utilizado en gastos 
propios de dicho instituto. Así mismo, en fecha siete de abril del dos mil ocho, emitieron 
pliego de glosas No. 24 RIA 121-08, por la cantidad ya mencionada. Todo en carácter 
de miembro del Consejo Directivo del IDR. El recurrente considera que dicha resolución 
es ilegal y violatoria a sus derechos porque el dinero se utilizó para gastos 
institucionales y no particulares, y dicho fondo contó con el Dictamen Legal del 
Coordinador de Abogados del IDR y de la Oficina de Ética Pública de la Presidencia, 
quienes afirmaron que “es atribución del Consejo Directivo del IDR aprobar los 
procedimientos de operación del Instituto y el uso y control del patrimonio del mismo”. 
El recurrente cree que se le han vulnerado sus derechos consignados en la 
Constitución Política: Artículos 27, 32, 34 inc. 1, 130, 156 y 160, por lo que solicita la 
suspensión del acto. El Honorable Tribunal de Apelaciones, Circunscripción Norte, Sala 
Civil, resolvió darle trámite al presente Recurso. Tuvo como parte al Procurador General 
de Justicia a quien deberá entregársele una copia del presente recurso. Ordenó que 
se dirigiera oficios a los Funcionarios Recurridos, junto con una copia del Recurso, para 
que dentro del término de diez días contados desde la fecha en que lo recibieran, 
enviaran sus respectivos informes a la Corte Suprema de Justicia, remitiendo las 
diligencias que en el caso se hubieren tramitado. De igual manera, suspende el acto 
recurrido ya que de llegar a consumarse haría físicamente imposible restituir al quejoso 
en el goce del derecho reclamado, quedando las cosas en el estado en que se 
encuentran, debiendo el Consejo Superior de la Contraloría General de la República 
abstenerse de ejecutar la resolución recurrida hasta que la Sala Constitucional de la 
Excelentísima Corte Suprema de Justicia resuelva el fondo del asunto. Se emplaza a las 
partes para que se personen y hagan uso de sus derechos ante la Corte Suprema de 
Justicia, Sala Constitucional, en un plazo de tres días más el término de la distancia, y 
para tal efecto remítanse los autos dentro del término legal a ese máximo tribunal, 
para lo que correspondan. Se manda exhorto a la Sala Civil del Tribunal de 
Apelaciones, Circunscripción Managua, para que notifique a las partes sobre el 
presente recurso, ofreciendo reciprocidad en igualdad de circunstancia. La parte 
recurrente se persona el día veinte de mayo de dos mil ocho, (ver folios 1 y 2 de las 
Diligencias radicadas en este Alto Tribunal bajo expediente No. 634-08). La 
Procuraduría se persona el día nueve de junio de dos mil ocho, (ver folios 3 al 5 de las 
Diligencias radicadas en este Alto Tribunal bajo expediente No. 634-08) y rinde informe 
el día siete de agosto de dos mil ocho, (ver folios 18 al 21 de las Diligencias radicadas 
en este Alto Tribunal bajo expediente No. 634-08), acompaña certificación para lo de 
su nombramiento (ver folio 6 de las Diligencias radicadas en este Alto Tribunal bajo 
expediente No. 634-08). Los funcionarios recurridos se personan el día diez de junio de 
dos mil ocho, (ver folios 7 y 8 de las Diligencias radicadas en este Alto Tribunal bajo 
expediente No. 634-08) y rinden informe el día dieciséis de junio de dos mil ocho, (ver 
folios 10 al 16 de las Diligencias radicadas en este Alto Tribunal bajo expediente No. 
634-08), adjunta certificación de la Asamblea Nacional de su nombramiento (ver folio 
9 de las Diligencias radicadas en este Alto Tribunal bajo expediente No. 634-08).        
IV, 
Por medio de escrito presentado el día treinta de abril del año dos mil ocho, el señor 
SALVADOR FRANCISCO CUADRA SOMARRIBA interpuso formal Recurso de Amparo en 
el Tribunal de Apelaciones, Circunscripción Norte, Matagalpa; en carácter personal, 
en contra de los Honorables miembros del Consejo Superior de la Contraloría General 
de la República: Doctor GUILLERMO ARGUELLO POESSY, Presidente en Funciones; 
Doctor LINO HERNÁNDEZ TRIGUEROS, Miembro Propietario; Licenciado FULVIO ENRIQUE 
PALMA MORA, Miembro Propietario; y el Licenciado CRISTIAN PICHARDO RAMÍREZ, 
Miembro Suplente; por resolución de dicha entidad colegiada No. 121-08 del día trece 
de marzo de dos mil ocho, donde se le establece Responsabilidad Civil y 
Administrativa solidaria hasta por la cantidad de catorce millones ochocientos dieciséis 
mil setecientos cuarenta y tres Córdobas con 55/100 (C$ 14, 816, 743.55) en su carácter 
de Ex Miembro del Consejo Directivo del Instituto de Desarrollo Rural (IDR). El Tribunal de 
Apelaciones, Circunscripción Norte, Matagalpa, mediante resolución emitida a las 
once de la mañana del día catorce de mayo del año dos mil ocho, admite el Recurso 
de Amparo del señor CUADRA SOMARRIBA en contra de los Contralores Colegiados 
recurridos, mandando de oficio a suspender los efectos del acto administrativo y de 
que las partes se personen en el término de ley ante la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia para rendir los informes respectivos. En la misma resolución el 
Tribunal de Apelaciones, Circunscripción Norte, Matagalpa, gira exhorto al Tribunal de 
Apelaciones de Managua, para que realice las respectivas notificaciones a las partes. 
A las ocho y diez minutos de la mañana del veintiuno de julio del año dos mil ocho, la 
Sala Constitucional de este Alto Tribunal dio por radicado el presente Recurso de 
Amparo, teniéndose como personados al señor SALVADOR FRANCISCO CUADRA 
SOMARRIBA, como recurrente, y la Licenciada ELBA LUCÍA VELÁSQUEZ CERDA, como 
Delegada de los funcionarios recurridos (en base al artículo 44 de la Ley de Amparo 
vigente y sus reformas) y al Doctor JOAQUÍN HERNÁN ESTRADA SANTAMARÍA, 
Procurador General de la República, a quienes se les dio intervención de ley para 
rendir sus respectivos informes. Las partes presentes en este recurso rindieron sus 
respectivos personamientos de la siguiente manera: el señor CUADRA SOMARRIBA el 
día veinte de mayo de dos mil ocho, el Procurador General de la República, Doctor 
JOAQUÍN HERNÁN ESTRADA SANTAMARÍA, el día diez de junio de dos mil ocho y los 
Miembros de la Contraloría General de la República rindieron Informe el día dieciséis 
de junio de dos mil ocho. 
V, 
Por auto de las nueve de la mañana del día cinco de diciembre del año dos mil ocho, 
esta Sala Constitucional tuvo por radicado el Recurso de Amparo promovido por el 
señor JOSÉ ENRIQUE PADILLA SANTOS, a través de Apoderado Judicial: LUIS MANUEL 
MAYORGA SIRERO, en contra del Consejo Superior de la Contraloría General de la 
República, integrada por el Doctor GUILLERMO ARGUELLO POESSY, Presidente en 
Funciones; Doctor LINO HERNÁNDEZ TRIGUEROS, Miembro Propietario; Licenciado 
FULVIO ENRIQUE PALMA MORA, Miembro Propietario, a los cuales se tuvo como 
personados, junto al Procurador General de la República, Doctor HERNÁN ESTRADA 
SANTAMARÍA, dándoseles la debida intervención de ley. Y habiéndose rendido el 
Informe los funcionarios recurridos ante esta Superioridad, pase el presente Recurso de 
Amparo a la Sala para su estudio y resolución (ver folio 22 de las Diligencias radicadas 
en este Alto Tribunal bajo expediente No. 1058-08). De igual manera, este Supremo 
Tribunal mediante auto de las ocho y treinta y ocho minutos de la mañana del día 
veintidós de septiembre del año dos mil ocho, tuvo por radicado el Recurso de 
Amparo promovido por el señor JOSÉ GABINO FLORES PINEDA, en su carácter personal, 
en contra del Consejo Superior de la Contraloría General de la República, integrada 
por el Doctor GUILLERMO ARGUELLO POESSY, Presidente en Funciones; Doctor LINO 
HERNÁNDEZ TRIGUEROS, Miembro Propietario; Licenciado FULVIO ENRIQUE PALMA 
MORA, Miembro Propietario, a los cuales se tuvo como personados, junto al Procurador 
General de la República, Doctor HERNÁN ESTRADA SANTAMARÍA, dándoseles la 
debida intervención de ley. Y habiéndose rendido el Informe los funcionarios recurridos 
ante esta Superioridad, pase el presente Recurso de Amparo a la Sala para su estudio 
y resolución (ver folio 15 de las Diligencias radicadas en este Alto Tribunal bajo 
expediente No. 742-08). Mediante auto de las nueve de la mañana del día veintiocho 
de julio del año dos mil ocho, esta Sala tuvo por radicado el Recurso de Amparo 
promovido por el señor JOSÉ MANUEL HAWSKINS PORTILLO, en su carácter personal, en 
contra del Consejo Superior de la Contraloría General de la República, integrada por 
el Doctor GUILLERMO ARGUELLO POESSY, Presidente en Funciones; Doctor LINO 
HERNÁNDEZ TRIGUEROS, Miembro Propietario; Licenciado FULVIO ENRIQUE PALMA 
MORA, Miembro Propietario, a los cuales se tuvo como personados, junto al Procurador 
General de la República, Doctor HERNÁN ESTRADA SANTAMARÍA, dándoseles la 
debida intervención de ley. Y habiéndose rendido el informe los funcionarios recurridos 
ante esta Superioridad, pase el presente Recurso de Amparo a la Sala para su estudio 
y resolución (ver folio 17 de las Diligencias radicadas en este Alto Tribunal bajo 
expediente No. 634-08). Este Alto Tribunal, por auto de las ocho y diez minutos de la 
mañana del día veintiuno de julio del año dos mil ocho, se tuvo por radicado el 
Recurso de Amparo promovido por el señor SALVADOR FRANCISCO CUADRA 
SOMARRIBA, en su carácter personal; todos ellos en contra del Consejo Superior de la 
Contraloría General de la República, integrada por el Doctor GUILLERMO ARGUELLO 
POESSY, Presidente en Funciones; Doctor LINO HERNÁNDEZ TRIGUEROS, Miembro 
Propietario; Licenciado FULVIO ENRIQUE PALMA MORA, Miembro Propietario; y el 
Licenciado CRISTIAN PICHARDO RAMÍREZ, Miembro Suplente, a los cuales se tuvo como 
personados, junto al Procurador General de la República, Doctor HERNÁN ESTRADA 
SANTAMARÍA, dándoseles la debida intervención de ley. Y habiéndose rendido el 
informe los funcionarios recurridos ante esta Superioridad, pase el presente Recurso de 
Amparo a la Sala para su estudio y resolución (ver folio 17 de las Diligencias radicadas 
en este Alto Tribunal bajo expediente No. 633-08). Llegando al momento de resolver 
esta Sala Constitucional acumula los presentes Recursos de Amparos ya mencionados, 
para ser resueltos en la presente sentencia, con el fin de mantener la continencia de la 




La Ley de Amparo vigente (Ley No. 49) publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 241 
del 20 de diciembre de 1988, es una norma jurídica de rango y reconocimiento 
constitucional que tiene por finalidad el mantener y restablecer la Supremacía de la 
Constitución Política, y así se hace ver en los Artículos 45, 182, 183, 184, 187, 188, 189 y 
190 Cn; es ahí donde se desprenden tres mecanismos de control constitucional, como 
lo son: el Recurso de Inconstitucionalidad (Artículo 187 Cn), el Recurso de Amparo 
(Artículo 188 Cn) y el Recurso de Exhibición Personal o Habeas Corpus (Artículo 189 Cn). 
En este sentido, el Artículo 3 de la Ley de Amparo, en concordancia con el Artículo 188 
Cn, expresa que: “El Recurso de Amparo procede en contra de toda disposición, acto 
o resolución y en general, en contra de toda acción u omisión de cualquier 
funcionario, autoridad o agente de los mismos que viole o trate de violar los derechos 
y garantías consagrados en la Constitución Política”. La Ley precitada claramente 
establece el procedimiento que debe seguirse para este tipo de recurso y los requisitos 
que deben cumplirse para la admisibilidad del mismo, entre los que es meritorio 
señalar el consignado en el inciso 6 del Artículo 27 de la Ley de Amparo, que se refiere 
al agotamiento de la Vía Administrativa o cumplimiento del Principio de Definitividad, y 
el mismo cuerpo legal manifiesta que el recurso se interpondrá ante el Tribunal de 
Apelaciones, Sala Civil (Artículo 25) en un término de treinta días que se contará desde 
que se haya notificado o comunicado legalmente al agraviado, la disposición, acto o 
resolución que lo afecta (Artículo 26). Estos mecanismos de control constitucional que 
estipula nuestra Carta Magna y la Ley de Amparo, tienen su fuente de nacimiento en 
buscar como establecer un cauce legal que consagre y haga respetar los derechos 
fundamentales consignados en la Primera Norma, en contra de funcionarios o 
autoridades que emitan actos administrativos o gubernativos lesivos a los mismos. 
II, 
La Contraloría General de la República, es un órgano de creación constitucional 
(Artículo 138 numeral 9 inciso a de la Cn) que tiene por finalidad, orgánica e 
institucional, el control de la Administración Pública y la fiscalización de los bienes y 
recursos del Estado y, en consecuencia, le corresponde establecer el sistema de 
control de manera preventiva que asegure el uso debido de los fondos 
gubernamentales; el control sucesivo sobre la gestión del Presupuesto General de la 
República y el control, examen y evaluación de la Gestión Administrativa y Financiera 
de los Entes Públicos, los subvencionados por el Estado y las Empresas Públicas o 
Privadas con participación de capital público (Artículo 154 y 155 Cn.). También, la 
Constitución Política le faculta a la Contraloría General de la República realizar 
auditorías e investigaciones para cumplir con sus funciones, es decir, para garantizar la 
protección del Patrimonio de la Administración Estatal y la correcta aplicación del 
Presupuesto General de la República, todo a desarrollarse con el estricto cumplimiento 
de las disposiciones constitucionales y de las leyes vigentes del país. 
III, 
 
La Contraloría General de la República, fue creada por la Ley No. 86/1979, sin solución 
de continuidad, como sucesora “del Tribunal de Cuentas”, asumiendo del mismo 
“todas sus atribuciones, funciones y obligaciones” y “el control, tenencia y custodia de 
todos los valores, títulos y documentos que están en poder de dicho Tribunal” (Artículo 
3). Esta institución (la Contraloría General) fue creada por la Junta de Gobierno 
Nacional como parte de un tinglado institucional que procuraba la “realización y 
ejecución del Programa de Gobierno”, para lo cual, el Gobierno de Reconstrucción 
Nacional, establecía “las debidas prioridades”, y quedaba facultado “para hacer en 
el mismo los ajustes que impongan las situaciones de hecho que surjan en lo político, 
en lo social, o en lo económico” (Artículo 2 del Estatuto Fundamental). En este sentido, 
el Estatuto Fundamental, bajo el Título de la Organización del Estado, expresaba que el 
mismo estaba organizado por la “Junta de Gobierno, el Consejo de Estado y los 
Tribunales de Justicia”. (Artículo 9). Así, la Contraloría General era parte (aunque con 
autonomía funcional) de la Administración Pública y regulada por las disposiciones 
que dictara el Gobierno Revolucionario. El Poder Ejecutivo de aquel entonces, dirigido 
en este caso por la Junta de Gobierno, ejercía su función ejecutiva y administrativa por 
“DECRETOS, órdenes u oficios” (Artículo 12), atribución que abarcaba o se extendía 
hasta el Poder Judicial. En esta época histórica el Poder Judicial, denominado por el 
Estatuto Fundamental como Tribunales de Justicia, se regía “conforme las Leyes 
existentes, mientras no se opongan o no sean reformadas expresa o tácitamente por el 
presente Estatuto Fundamental o por otras leyes o DECRETOS del Gobierno de 
Reconstrucción Nacional (Artículo 21). Los Tribunales o Jueces desarrollaban su función 
a través de disposiciones emitidas por el Poder Ejecutivo. Este hecho histórico que se 
manifiesta en el marco de una reciente revolución, permite comprender (pero no 
justificar) que la jurisdicción estuviera fragmentada y, por tanto, muchos de los temas, 
como el control y fiscalización de los bienes del Estado (revolucionario), estuvieran 
bajo el control de instituciones administrativas, como la Contraloría General de la 
República, cuya Ley Creadora y Orgánica (Ley 625/1980) le facultaba para ejercer, de 
forma legal y de facto, jurisdicción en la investigación y resolución de casos de 
naturaleza penal sin las garantías del debido proceso, garantías y derechos que hoy la 
Constitución Política de 1987 (promulgada 8 años después del Estatuto Fundamental 
de 1979 y de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República de 1980) y el 
nuevo modelo procesal acusatorio reconocen y exigen para que toda investigación y 
proceso penal sea legítimo, so pena de nulidad. En esta línea de pensamiento, la 
Contraloría General de la República se origina, es parte y, por tanto, regulada por el 
Poder Ejecutivo de 1979. Esta situación ha variado, pero en lo que respecta a su 
sujeción del Ejecutivo, la actual Constitución Política le garantiza autonomía e 
independencia, sin embargo, la misma continúa desarrollando su labor preventiva y 
de auditoría con el mismo ordenamiento jurídico de 1979, es decir, conserva intacto 
para realizar sus funciones el Modelo de Instrucción Administrativo Sancionador con el 
que nació, con la diferencia que actualmente en aquel momento histórico no estaba 
en vigencia la actual Constitución Política que le obliga a observar una serie de 
presupuestos de garantías no contenidas en su legislación y reglamentación, y que 
está obligada a cumplir, en caso de infringirlas. Esta Sala de lo Constitucional, tiene por 
imperativo constitucional y legal la obligación de corregir y restablecer los derechos 
fundamentales vulnerados. El país hace varios años atrás viene desarrollando un 
ambicioso Plan de Reforma del Estado con la finalidad de proveer al mismo de un 
Estado moderno, de Derecho y de Justicia. En este proceso de Reforma, la Contraloría 
General de la República también dirige sus esfuerzos a transformarse para asumir y 
ejecutar las atribuciones que la Constitución Política le confiere con base al respeto 
del Principio de Legalidad Administrativo. Empero, como apuntamos anteriormente, 
sigue vigente el tejido normativo (para el presente caso) de la Contraloría General de 
la República que fue diseñado para que la institución laborara sin mayores obstáculos 
para la prevención, investigación y sanción a los Servidores Públicos del Estado 
Revolucionario, pero incompatible, de cara al reconocimiento y respeto de los 
derechos mínimos de toda persona procesada (administrativamente). Esto, sin contar 
que la práctica y ejecución formal del andamiaje jurídico de la Contraloría General de 
la República, ha creado, con el tiempo, una cultura administrativa y jurídica inquisitiva 
en los servidores públicos de dicha institución, en especial, en aquellos que instruyen 
los expedientes de auditarías. Esta Sala no duda, que la lucha contra la corrupción y la 
tutela del Patrimonio de la Administración Pública es una tarea primordial y 
fundamental del Estado Nicaragüense, pero la misma, como expresa el profesor 
Alemán WINFRIED HASSEMER y el profesor Chileno JUAN BUSTOS RAMÍREZ (), debe de 
hacerse respetando el Principio de Legalidad. La Contraloría General de la República, 
conforme a su normativa, lleva a cabo para sus procesos de investigación 
administrativa un proceso de instrucción o sumario inquisitivo administrativo 
sancionador, basado en la escritura y, como consecuencia, con característica (como 
todo sumario inquisitivo) de ser secreto, burocrático y despersonalizado, con un grave 
déficit de reconocimiento y articulación de derechos fundamentales a que toda 
persona tiene derecho en este tipo de Proceso Administrativo, y en cualquier otro tipo 
de proceso. Bajo esta normativa, aplicada al caso en estudio, el auditor o auditora 
encargada de la investigación inicia el Proceso Administrativo, instruye el expediente 
tomando declaraciones “testimoniales” e interrogando a las personas que rinden sus 
“testimonios”, les advierte únicamente de que pueden estar asistidos de un 
abogado(a), pero estos no pueden hacer preguntas por sí ni a través de su 
representado a otras personas involucradas en el Proceso Administrativo, mucho 
menos a contrainterrogar. La auditora o auditor es auxiliado por una abogada o 
abogado de la institución con la finalidad de asesorarle en el desarrollo del Proceso 
Administrativo e indicarle que puede o no hacer en el transcurso del mismo. Una vez 
agotado la etapa sumarial de investigación, el Consejo Superior de la Contraloría 
General de la República resuelve a través de una Sentencia Administrativa, sin 
perjuicio de que el expediente pase antes a otras instancias internas de la Contraloría 
General de la República para valorar el caso. En las “Diligencias Creadas” o 
expedientes administrativos para los casos concretos, puede observarse que a los 
señores: JOSÉ ENRIQUE PADILLA SANTOS, mediante correspondencia del día treinta de 
julio del dos mil siete, la Auditora encargada ROSA NYDIA KUAN MONTES y la asesora 
legal ALMA J. GARCÍA AVILES, le solicitan “su amable comparencia en la oficina de la 
Contraloría General de la República el día 17 de agosto del año en curso, a las 10: 30 
de la mañana, a fin de que rinda su apreciable testimonio en las diligencias que éste 
Órgano Superior de Control está realizando, para tal efecto deberá presentarse… en 
las instalaciones de la Contraloría General de la República…”  (ver folio 2 de las 
Diligencias Creadas en la Contraloría General de la República contenidas en el 
expediente 1058-08); JOSÉ GABINO FLORES PINEDA, mediante correspondencia del día 
treinta de julio del año dos mil siete, la Auditora encargada ROSA NYDIA KUAN MONTES 
y la Asesora Legal ALMA J. GARCÍA AVILES, le solicitan “su amable comparencia en la 
oficina de la Contraloría General de la República … a fin de que rinda su apreciable 
testimonio en las diligencias que éste Órgano Superior de Control está realizando, para 
tal efecto deberá presentarse el día lunes 20 de agosto del año en curso, a las 7:30 de 
la mañana en las instalaciones de la Contraloría General de la República…” (Véase 
Folio No. 4 de las diligencias creadas en la Contraloría General de la República 
contenidas en el expediente742-08); JOSÉ MANUEL HAWSKINS PORTILLO, mediante 
correspondencia del día treinta de julio del dos mil siete, la Auditora encargada ROSA 
NYDIA KUAN MONTES y la Asesora Legal ALMA J. GARCÍA AVILES, le solicitan “su 
amable comparencia en la oficina de la Contraloría General de la República el día 14 
de Agosto del año en curso, a las 10: 30 de la mañana a fin de que rinda su apreciable 
testimonio en las diligencias que éste Órgano Superior de Control está realizando, para 
tal efecto deberá presentarse… en las instalaciones de la Contraloría General de la 
República…”  (ver folio 4 de las Diligencias Creadas en la Contraloría General de la 
República contenidas en el expediente 634-08); y SALVADOR FRANCISCO CUADRA 
SOMARRIBA, mediante correspondencia del día treinta de julio del dos mil siete, la 
Auditora encargada ROSA NYDIA KUAN MONTES y la Asesora Legal ALMA J. GARCÍA 
AVILES, le solicitan “su amable comparencia en la oficina de la Contraloría General de 
la República el día 14 de Agosto del año en curso, a las 7: 30 de la mañana a fin de 
que rinda su apreciable testimonio en las diligencias que éste Órgano Superior de 
Control está realizando, para tal efecto deberá presentarse… en las instalaciones de la 
Contraloría General de la República…”  (ver folio 5 de las diligencias creadas en la 
Contraloría General de la República contenidas en el expediente 633-08). Por lo que el 
día pactado se presentan los recurridos ante las funcionarias encargadas a rendir su 
“declaración testimonial”. El Artículo 80 de la Ley Orgánica de la Contraloría General 
de la República le da facultad a los auditores para “hacer comparecer testigos” y a 
obligarles (“exigir”, dice la Ley citada) a que “presenten la documentación” necesaria. 
En la declaración testimonial no se les advierte, si comparecen o no en calidad de 
testigo o investigado, esta Sala de lo Constitucional debe suponer que en calidad de 
testigo, en virtud de que no se les advirtió sus derechos constitucionales del debido 
proceso (a la presunción de inocencia, Artículo 34 inciso 1 Cn, el derecho a la 
defensa, Artículo 34 incisos 4 y 5, el derecho de abstenerse a declarar en contra de sí 
mismo, Artículo 34 inciso 7 Cn, etcétera); sin embargo, la conclusión de las “Diligencias 
Creadas” dice todo lo contrario, ya que los recurrentes asisten en calidad de 
investigado o imputado, esto puede deducirse de la sentencia del Órgano Superior 
que establecen en su contra responsabilidades penal (JOSÉ GABINO FLORES PINEDA), 
administrativa (JOSÉ ENRIQUE PALLAIS SANTOS, JOSÉ GABINO FLORES PINEDA, JOSÉ 
MANUEL HAWKINS PORTILLO y SALVADOR FRANCISCO CUADRA SOMARRIBA)  y civil 
(JOSÉ ENRIQUE PALLAIS SANTOS, JOSÉ MANUEL HAWKINS PORTILLO y SALVADOR 
FRANCISCO CUADRA SOMARRIBA). En el desarrollo del Proceso Administrativo las 
funcionarias encargadas del Proceso Administrativo, la Auditora ROSA NYDIA KUAN 
MONTES y ALMA J. GARCÍA AVILES, en correspondencias, le piden a los recurrentes que 
“de la manera más atenta nos exprese por escrito sus aclaraciones o ampliaciones en 
relación a los hallazgos”, a pesar de que comparecieron en calidad de testigo. Dicho 
en otras palabras, son citados y comparecen como testigos y dictan Sentencia 
Administrativa en contra de él estableciendo Responsabilidad Penal, Administrativa y 
Civil, sin haberle garantizado lo propio del debido proceso ni los derechos y garantías 
consignadas en el Principio de Legalidad Administrativo (Artículo 17 de la Ley de 
Probidad de Servidores Públicos, Ley No 438, aprobada por la Asamblea Nacional el 
día dieseis de julio del año dos mil dos, y publicada en la Gaceta, Diario Oficial de la 
República No. 147, del día siete de agosto del año dos mil dos). En la petición de 
aclaración la instructora del Proceso Administrativo, tampoco les advierte que sus 
aclaraciones y ampliaciones pueden, como en sus testimonios rendidos ante NYDIA 
KUAN MONTES, usarse en su contra, como efectivamente fueron utilizados junto con 
otras evidencias. Para esta Sala de lo Constitucional, el hecho de que no se le advierta 
a los funcionarios investigados, de que tienen derecho a guardar silencio conforme lo 
establece la Constitución Política y advertirle que nadie está obligado a declarar 
contra sí mismo (Artículo 34 inciso 7 Cn), es fundamental no sólo para asegurar un 
Proceso Administrativo en contra de actos de corrupción justo y transparente, sino 
legítimo. El Servidor Público que rinde su “testimonio” ante una auditora o auditor al 
saber en calidad de qué comparece y rinde su declaración, no planifica ni tiene la 
posibilidad de advertir si su declaración puede implicar perjuicios para él, ya que de 
saber en calidad de qué comparece tendría la posibilidad de tomar las medidas que 
crea conveniente como, por ejemplo, guardar silencio o renunciar a dicho derecho, 
pero asumiendo las consecuencias de su decisión con certeza jurídica y personal. En 
los expedientes no consta de que hayan además sido advertidos de que tiene 
derecho a la defensa proclamada por la Constitución Política (Artículo 34 incisos 4 y  
5); la práctica en este tipo de Procesos Administrativos revelan que los auditores o 
auditoras (que obviamente no tienen conocimientos de derecho) piensan que basta 
con advertirles que nombren a un “representante legal” para garantizar las garantías 
del debido proceso al Servidor Público investigado. El debido proceso va más haya de 
un mero acto formal. El Debido Proceso Constitucional ordena a la autoridad o 
funcionario que investiga a una persona a garantizarle su defensa material y técnica, 
que la persona investigada pueda defenderse por si misma o bien, por medio de una 
abogada o abogado. Además que la persona investigada por la auditora o auditor y 
su representante deben de tener certeza de cuáles son los derechos y garantías que el 
procedimiento les establece (la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República no contempla ninguno, pero sí la Ley de Probidad de Servidores Públicos 
que estipula el Principio de Legalidad Administrativo y el desarrollo adecuado y 
respetuoso del debido proceso) y aquellos que el funcionario instructor les puede o no 
reconocer. En este sentido, y como producto de lo dicho anteriormente, la labor que 
realiza el auditor o la auditora puede comprenderse desde dos puntos de vista, el 
trabajo propiamente de toda auditoria y el papel que hace de un órgano 
investigador, acusador, juzgados y de ejecutor. En este sentido, el trabajo de auditoría 
que realizan, quiérase o no, se ve empañado por la forma constitucionalmente 
impropia de realizar la fiscalización y la investigación de hechos de corrupción, en 
virtud de que la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República mezcla las 
funciones del auditor con las funciones de un funcionario que instruye un expediente 
administrativo para obtener hallazgos que lleven a determinar responsabilidad, en los 
casos concretos, Presunción Penal, Administrativa y Civil en contra de los recurrentes. 
Ambas funciones en un mismo funcionario son totalmente incompatibles y 
constitucionalmente inaplicables. Por otra parte, si contrastamos la modalidad de 
investigación de la Contraloría General de la República en contra de los Servidores de 
la Administración Pública con el nuevo Modelo Procesal Penal de naturaleza 
acusatoria, llegamos a la conclusión que aquella investigación administrativa es 
insostenible e impresentable frente a los principios constitucionales que informan el 
modelo procesal acusatorio vigente, que anida en su modelo una fase de 
investigación controlada por un juez de garantía. En el Código Procesal Penal exige 
que en toda investigación debe de participar la institución respectiva, en este caso, la 
Policía Nacional a través de los investigadores de auxilio judicial de la institución 
policial en coordinación con el fiscal auxiliar respectivo, sin perjuicio que éste pueda 
hacer una investigación independiente o autónoma de la Policía Nacional. En el caso 
de la Contraloría General de la República no existe ninguna subordinación o 
coordinación entre el auditor o auditora que instruye el Sumario Administrativo y la 
Policía Nacional o el Ministerio Público, mucho menos un juez de garantía que 
supervise su actuación en el curso de las investigaciones, teniendo una 
discrecionalidad que desborda los límites básicos del Estado Social y Democrático de 
Derecho (Artículos 7 y 130 párrafo 1 Cn), degradando su actuación en una práctica 
propia de un Estado de policía. Los principios y garantías de todo proceso, guardan 
una relación directa con los derechos fundamentales de la persona, siendo 
imprescindibles su salvaguardia. El proceso es esencialmente un instrumento del Estado 
Social y Democrático de Derecho (Artículos 7 y 130 párrafo 1 Cn), en el que la base es 
la presunción de inocencia (Artículo 34 inciso 1 Cn), como corresponde al modelo del 
debido proceso (due process model). En este modelo procesal, aquel derecho 
fundamental, y otros igualmente esenciales, como el derecho de defensa (Artículo 34 
incisos 4 y 5 Cn), el derecho al juez natural (Artículo 34 inciso 2 Cn), el derecho a un 
juez imparcial, el derecho a ser informado de la acusación, o, en fin, lo que en 
Nicaragua se denomina «derecho a un proceso con todas las garantías», son 
considerados absolutamente necesarios, verdaderos presupuestos legitimadores del 
proceso, ya sea jurisdiccional o administrativo. Esta Sala recuerda que los derechos 
fundamentales, entre ellos los procesales, son derechos inalienables del ciudadano 
frente al Estado, derechos que se presentan, según el profesor ANTONIO PÉREZ LUÑO, 
en la norma constitucional como un conjunto de valores objetivos básicos y, al propio 
tiempo, como marco de protección de las situaciones jurídicas subjetivas. Se plasman 
como valores que limitan la actuación del Estado. Estos derechos fundamentales se 
logran caracterizar porque logran estructurar las atribuciones y derechos a cumplir por 
parte del Estado (parte objetiva), quien debe garantizarlos, y el particular en ese 
sentido puede hacer cumplir el respeto a estos derechos (parte subjetiva). Ello explica, 
como lo ha expresado el Tribunal Constitucional Español en su Sentencia No. 41/1997, 
que el Recurso de Amparo «no constituye una vía abierta a los poderes públicos para 
la defensa de sus actos y de las potestades en que éstos se basan, sino, justamente, un 
instrumento para la correcta limitación de tales potestades y para la eventual 
depuración en defensa de los derechos fundamentales y libertades públicas de los 
particulares», por tal razón en todo proceso las garantías constitucionales del imputado 
adquieren un especial relieve en sede de Amparo Constitucional. En este sentido, para 
la Sala, la presunción de inocencia representa una de las características más 
significativas del Derecho Procesal Liberal y del actual modelo del debido proceso. El 
Artículo 11.1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 reconoce este 
derecho afirmando que "toda persona acusada de delito tiene derecho a que se 
presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en 
juicio público en que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su 
defensa"; el Artículo 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos dice 
también que "toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley", y el Artículo 6.2 de 
la Convención Europea de Derechos Humanos establece que "toda persona acusada 
de una infracción se presume inocente hasta que su culpabilidad haya sido 
legalmente declarada". Así, este derecho fundamental, como expresa el profesor 
español MANUEL JAÉN VALLEJOS, no es sólo un derecho en cuya virtud una persona 
acusada de una infracción no puede ser considerada responsable hasta que así se 
declare en una resolución libre y razonada producto, a la vez, de una actividad 
probatoria practicada con la observancia de las Garantías Procesales como, por 
ejemplo, la Presunción de Inocencia, Derecho a la Defensa, Derecho de Acceso al 
Proceso, Licitud de la Prueba, Juicio Oral y Público, Derecho al Recurso. Las diligencias 
practicadas por la Contraloría General de la República son un verdadero Proceso 
Administrativo, no obstante, y para el caso concreto, no existe una sola actuación de 
la institución, a través de las funcionarias que las practicaron, que demostrara el 
reconocimiento de los derechos que tenían los señores JOSÉ ENRIQUE PADILLA SANTOS, 
JOSÉ GABINO FLORES PINEDA, JOSÉ MANUEL HAWSKINS PORTILLO y SALVADOR 
FRANCISCO CUADRA SOMARRIBA. Para esta Sala de lo Constitucional es impropio que 
se abra un Proceso Administrativo (o jurisdiccional) a una persona y se finalice este en 
una resolución, como en los casos objetos de estudio, y no se le garantice, como lo 
expresa la Norma Primaria, los medios y el tiempo para la defensa (Artículo 34). En la 
resolución o sentencia del Órgano Superior de la Contraloría General de la República, 
concluyen como si realmente existió un proceso con todas y cada una de las 
garantías que tiene derecho una persona procesada. Parte de la resolución expresa 
que “los alegatos  presentados no constituyen elementos suficientes y de 
convencimiento probatorio que justifiquen las transferencia de los programas y 
proyectos que ya estaban destinados según el Presupuesto General de la República 
de Contrapartida Nacional; por consiguiente las acciones irregulares se configuran al 
disponer de los recursos del Estado para otro propósito distinto al señalado en la ley, 
por lo que este tipo de acciones al desviar tales recursos de manera intencional y 
amañada, perjudicaron los programas y proyectos, constituyendo este hecho un delito 
de los tipificados en nuestra Legislación Penal; por tanto esto nos lleva a presumir 
Responsabilidad Penal, Civil y Administrativa en contra de los recurrentes”. En esta 
argumentación del ente fiscalizador habla de alegatos, de elementos probatorios y de 
imputaciones de delitos y de valoraciones de que la acción practicada por los señores 
JOSÉ ENRIQUE PADILLA SANTOS, JOSÉ GABINO FLORES PINEDA, JOSÉ MANUEL HAWSKINS 
PORTILLO y SALVADOR FRANCISCO CUADRA SOMARRIBA  fue “intencional y 
amañada”, sin haberles, para llegar a semejante resolución, garantizado un solo 
Derecho Constitucional para que hayan sido vencidos con base a las reglas propias 
de un Estado Social y Democrático de Derecho (Artículos 7 y 130 párrafo 1 Cn) que 
garantiza la supremacía de los derechos consignados, en su mayoría, en la Carta 
Magna. Esta Sala comparte la obligación constitucional de luchar contra actos de 
corrupción, pero una lucha que debe de realizarse bajo el imperio de la ley y el 
respeto de los derechos fundamentales de la persona. Todo esfuerzo por combatir la 
corrupción y el manejo inadecuado en contra de los bienes y recursos de la 
Administración pública que no contemple en su proceso de investigación los derechos 
del proceso justo, se derrumba, se deslegitima, creando fisuras en el Estado de 
Derecho, hecho que esta Sala no puede ni debe permitir. No hay una sola justificación 
ni motivo para violarse los derechos a una persona, el hecho de que la Contraloría 
General de la República no haya contado con una normativa propia para hacer 
efectivo el respeto de los Derechos y Garantías fundamentales, no es excusa a sus 
funcionarias y funcionarios para no tomar a la Constitución Política y los instrumentos 
internacionales en materia de Derechos Humanos ratificados por el Estado de 
Nicaragua, para articular a lo largo de las diligencias de investigación administrativa el 
debido proceso que establece la Norma Primaria. Por esta razón, y para el caso 
concreto, esta Sala debe aclarar  que la Contraloría General de la República en sus 
“Diligencias Creadas” no garantizó a los recurrentes sus derechos fundamentales, el 
Principio de Legalidad Administrativa y el respeto al debido proceso.  
IV, 
El proceso, sin perjuicio de su naturaleza, es un medio constitucional para dar 
tutela a los derechos fundamentales de la persona. Está integrado de un 
conjunto de garantías instrumentales que desarrolla un ritual  respetuoso de la 
dignidad humana y de la justicia, conocido como debido proceso. En este 
sentido, y respecto al proceso de carácter administrativo, la Ley 438/2002, Ley 
de Probidad de los Servidores Públicos, de 16 de Julio del 2002, bajo el Capítulo 
IV, de la Legalidad Administrativa, establece que “Ningún servidor público 
podrá ser sancionado por una acción u omisión que no esté prevista expresa e 
inequívocamente como falta administrativa por ley anterior a su realización. Las 
sanciones administrativas sólo podrán aplicarse cuando concurran los 
presupuestos establecidos previamente por la ley. (Artículo 17, Derechos y 
Garantías). Asimismo, el segundo párrafo de la citada disposición, expresa que 
“la Contraloría en el desarrollo de su investigación, debe tratar al servidor 
público con el debido respeto a la dignidad inherente del ser humano y 
respetar los derechos y garantías del debido proceso consagrado con la 
Constitución Política, Declaraciones, Pactos y Convenciones suscritos y 
ratificados por el Estado de Nicaragua. La infracción de este deber implica 
responsabilidad administrativa.” (En cursiva y negrilla es nuestro). Para el inicio, 
desarrollo y conclusión del Proceso Administrativo, la ley exige dos supuestos, 
primero, el respeto al Principio de Legalidad Administrativo Sancionador y, 
segundo, el Debido Proceso. Respecto al primer supuesto, la ley manifiesta que 
las infracciones administrativas deben estar prevista en la Ley (y no en norma 
de rango inferior), que las conductas contempladas en las infracciones, 
comisivas u omisivas, deben estar prevista por ley anterior, de forma expresa e 
inequívoca. Es decir, que no basta que la ley contemple (a través de cada 
disposición) la infracción administrativa para que esta formalmente cumpla 
con la legalidad, sino que esta debe de cumplir con el requisito de la lex stricta. 
Este requisito se deriva del mandato de taxatividad y la seguridad jurídica 
(prohibición de indeterminación o imprecisión), conocido también como 
“mandato de precisión, determinación, certeza o taxatividad”, en el sentido de 
que el texto escrito se formule con precisión. Esto supone que el aspecto de 
seguridad jurídica del Principio de Legalidad Administrativa se vería 
quebrantado si se utilizan fórmulas vagas, imprecisas o indeterminadas en la 
descripción de la conducta típica, o en la definición de los límites de sus 
consecuencias jurídicas; pues significa dejar en manos del funcionario público 
la precisión de los límites, vulnerando la exclusividad del legislativo en esta 
materia. Es decir, la declaración del Principio de Legalidad Administrativa exige 
al legislador establecer de forma clara y precisa en la ley, tanto el supuesto de 
hecho como la consecuencia jurídica, lo que algunos llaman mandato de 
certeza o Principio de Determinación; esto supone que al momento de crear la 
ley debe excluirse el empleo de cláusulas generales o el establecimiento de 
disposiciones  abiertas, ya que en la mayoría de los casos conceden al 
intérprete una amplia discrecionalidad.  El segundo supuesto que contempla el 
Artículo 17 de la Ley 438/202, segundo párrafo, es el hecho de que en todo 
Proceso Administrativo debe de respetarse el debido proceso, y 
particularmente en aquellos casos que conoce la Contraloría General de la 
República y que pueden desembocar en presunciones y responsabilidad 
penales. En este mismo sentido se manifiesta el Artículo 4, f), Legalidad y Debido 
Proceso, de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del 
Sistema de Control de la Administración Pública y Fiscalización de los Bienes y 
Recursos del Estado, Ley No. 681/2009, aprobada el día veintiséis de marzo del 
año dos mil nueve y publicada en la Gaceta, Diario Oficial  No. 113 del día 
dieciocho de junio del año dos mil nueve, que plasma que “en el Proceso 
Administrativo, se debe asegurar el respeto a las garantías y derechos 
constitucionales, y otorgar la debida intervención y derecho a la defensa.” 
Asimismo, el Artículo 51 de dicha ley, establece el concepto del debido 
proceso: “El debido proceso es una garantía constitucional que tutela los 
derechos individuales básicos e inalienables que ostenta toda persona en un 
Proceso Administrativo”. Esta Ley deroga el Decreto No. 625/1980, Ley Orgánica 
de la Contraloría General de la República y del Sistema de Control 
Gubernamental y sus reformas: Decretos Nos. 743/1981; 1490/1984; 417/1988 y 
Ley 361/2001. Con esta nueva legislación, el debido proceso, se expresa, como 
manifiesta el maestro ERNESTO PEDRAZ PENALVA, como una exigencia 
constitucional, exclusivamente prevista para el rogado desarrollo funcional de 
la jurisdicción o bien, como expresa un relevante voto del año 1990 de la Sala 
de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de la República de Costa 
Rica, “el debido proceso constitucional no sólo es aquel que nos da las grandes 
líneas o principios a los que debe estar sometido cualquier proceso 
jurisdiccional, o administrativo, sino que  también contiene las prevenciones 
necesarias para evitar que la autoridad, judicial o administrativa, con motivo 
de su trámite afecte o lesione los derechos fundamentales de los ciudadanos. 
Así el debido proceso puede ser concebido como un sistema o medio, para 
garantizar la justicia la equidad. Estos principios han llevado a esta Sala a 
mantener en sus sentencias que el principio del debido proceso…rige tanto 
para los procedimientos jurisdiccionales como para los administrativos” 
(Sentencia 15-90).  Para la aplicación y materializar estas “grandes líneas o 
principios”, el debido proceso exige para las personas sometidas a la 
jurisdicción y al Proceso Administrativo, que los jueces y magistrados (de la 
Administración de justicia) y los servidores públicos (de la Administración 
pública) tienen la obligación de garantizar de forma escrupulosa, exquisita y 
celosa los principios siguiente, entre otros: El respeto a la garantía del Principio 
de Legalidad, Audiencia, de la Presunción de Inocencia, a no ser obligado a 
declarar contra sí mismo ni contra su cónyuge o compañero en unión estable, 
o sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de 
afinidad, ni a confesarse culpable; causalidad, a que se respete la dignidad 
humana, Derecho a la Defensa (material y técnica), tiempo y las condiciones 
precisas para preparar su defensa, a que los actos de las autoridades se lleven 
a cabo de forma racional y dentro de los límites de la más estricta racionalidad 
(Principio de Proporcionalidad), derecho a la única persecución (non bis in 
idem), cosa juzgada (eficacia formal de la sentencia), culpabilidad, 
fundamentación o motivación de las resoluciones o sentencias, eficacia 
material de la sentencia, igualdad, imparcialidad, in dubio pro reo, 
irretroactividad, iuria novit curia, juez natural, justicia pronta y cumplida 
(celeridad procesal), ley más favorable, nulla poena sine iuditio, prejudicialidad, 
pro homini, pro libertatis, pro sentencia, libertad probatoria, la licitud de la 
prueba, reforma en perjuicio, reserva de la ley, seguridad jurídica,  el derecho a 
impugnar las resoluciones que le causen agravios (derecho a recurso o doble 
instancia), que el proceso se realice sobre la base de la acusación (en el 
Proceso Administrativo, a partir de la notificación inicial), en forma oral (queda 
prohibido cualquier proceso o procedimiento jurisdiccional o administrativo 
escrito), pública (salvo en aquellos casos que la ley restrinja), contradictoria y 
concentrada, desarrollándose de forma ininterrumpida (Principio de 
Inmediación), correlación entre acusación y sentencia; la intervención de un 
juez independiente e imparcial, la instrucción del imputado en el menor tiempo 
posible de los motivos de la acusación, pudiendo interrogar y hacer interrogar 
ante el juez a los testigos de cargo y comparecencia y declaración de los 
descargo. Ahora bien, todos estos principios y garantías, como hemos 
advertido, se aplican y materializan dentro del proceso, ya sea jurisdiccional o 
administrativo. El proceso, como lo ha expresado en una importante sentencia 
la Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia (véase Sentencia de cuatro 
de febrero del año dos mil nueve, de las nueve y treinta minutos de mañana), 
inicia con el primer acto de investigación y finaliza con la extinción de la 
responsabilidad de la persona, lo mismo que para el Proceso Administrativo. 
Para el caso del Proceso Administrativo que lleva a cabo la Contraloría General 
de la República, y habida cuenta de que el mismo puede concluir en 
responsabilidades, especialmente en Presunción Penal, deben de garantizar el 
Debido Proceso, tal y como lo indica esta Sala, a los servidores públicos que son 
sujetos de Proceso Administrativo, es decir, la autoridad jurisdiccional y 
administrativa, debe asegurar que se respeten cada uno de los principios y 
derechos derivados del debido proceso, de lo contrario toda resolución en 
contra de los mimos se sancionará con nulidad y se tendrá sin efecto legal, 
respetándose el non bis in idem. En este sentido, son válidas las premisas 
planteadas por BERNARDIS, en donde “el debido proceso constituye una 
garantía y un derecho fundamental de todos los justiciables que les permitirá, 
una vez ejercitado el derecho de acción pueden, efectivamente, acceder a 
un proceso que reúna los requisitos que lleven a la autoridad encargada de 
resolverlo a pronunciarse de manera justa, equitativa e imparcial. Es decir, 
aquellos elementos que resultan exigibles por los justiciables para que el 
proceso que se desarrolle, cualquiera que este sea, pueda permitirle acceder a 
la cuota de justicia a la que este debe llevarle. De esta manera, el proceso se 
constituirá en el vehículo que proporciona y asegura a los justiciables el acceso 
a la justicia, entendida esta como valor fundamental de la vida en sociedad”. 
Por tanto, el debido proceso, según MAX BERAUN, “es un derecho 
fundamental, subjetivo y público que contiene un conjunto de garantías, 
principios procésales y derechos procésales, que tienen todas las partes en el 
proceso (sea jurisdiccional o administrativo). El cumplimiento del debido 
proceso garantiza la eficacia del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 
Estas garantías, principios procésales y derechos son númerus apertus (son 
dinámicos, no estáticos), teniendo como parámetro a la valoración jurídica de 
la justicia y la dignidad humana, es decir, el ser humano como centro de la 
sociedad y su convivencia dentro de un Estado Social de Derecho basado de 
una democracia sustancial como presupuesto para el desarrollo y eficacia del 
mismo”. (Entre paréntesis es nuestro). El objeto del procedimiento por tanto, 
debe ser claramente comunicado al interesado al igual que las alegaciones 
contra él, dándosele todos los mecanismos legales que le permitan conocer sus 
derechos fundamentales y el desarrollo de los mismos, y así se promueva al 
investigado a tener un rol más propositivo y activo dentro del proceso. No basta 
con mencionar o reconocer formalmente a las partes sus derechos, sino 
además la autoridad jurisdiccional o administrativa debe cerciorarse, certificar 
y garantizar que las partes lo hacen efectivos. Así pues, cualquier texto jurídico 
que no armonice su contenido con el debito proceso y sus principios, es 
inaplicable constitucionalmente y la autoridad jurisdiccional (juez o magistrado) 
y administrativa (autoridad, funcionario o empleado público) tiene la 
obligación, por tanto, de no aplicarlo. El debido proceso que establece el 
Artículo 52 de la Ley 681/2009, son garantías mínimas: presunción a la 
inocencia, derecho a la defensa, resolución motivada, igualdad de trato y 
respeto a la dignidad humana. Sin embargo, la auditora debe tener presente 
que además de las garantías mínimas citadas, debe de asegurar otras que no 
están en la referida ley, pero que se desprende de las mismas y de las que la 
Constitución establece, y descritas en el presente considerando. Así, el 
auditor(ra) debe desarrollar, como garantía del debido proceso, el 
procedimiento de forma oral y pública (Artículo 59, Ley 681/2009), que los 
medios probatorios deberán presentarse en forma contradictoria, continua y 
concentrada en audiencia oral, haciendo constar en Acta la Audiencia Oral y 
Pública, ante un funcionario que dirija el Proceso Administrativo, dotado de 
imparcialidad. Para esta Sala de lo Constitucional, la legalidad y legitimidad de 
todo proceso, ya sea jurisdiccional o administrativo, dependerá, del respeto y 
protección sin discriminación alguna a los derechos fundamentales de las 
personas sujetas al mismo (Artículo 27 Cn.). 
POR TANTO: 
De conformidad con todo lo expuesto, artículos 424, 426 y 436 Pr., artículos 3, 23, 24, 25, 
26 y 27 y siguientes de la Ley de Amparo vigente y demás disposiciones citadas, los 
suscritos Magistrados de la Sala de lo Constitucional Resuelven: I. HA LUGAR AL 
RECURSO DE AMPARO interpuesto por los señores JOSÉ ENRIQUE PADILLA SANTOS, JOSÉ 
GABINO FLORES PINEDA, JOSÉ MANUEL HAWSKINS PORTILLO, y SALVADOR FRANCISCO 
CUADRA SOMARRIBA, todos en su carácter personal, en contra del Doctor GUILLERMO 
ARGÜELLO POESSY, Presidente en funciones del Consejo Superior de la Contraloría 
General de la República, Doctor LINO HERNÁNDEZ TRIGUERO y Licenciado FULVIO 
ENRIQUE PALMA MORA, ambos Miembros Propietarios del Consejo Superior de la 
Contraloría General de la República y Licenciado CRISTIÁN PICHARDO RAMÍREZ, 
Miembro Suplente del Consejo Superior de la Contraloría General de la República, 
todos mayores de edad, casados, con domicilio legal en la ciudad de Managua, de 
que se ha hecho mérito. II.- En consecuencia, queda sin valor legal la Resolución No. 
RIA 121-08, de fecha trece de marzo del año dos mil ocho, de las nueve y treinta 
minutos de la mañana, emitida por los Miembros que integran el Consejo Superior de 
la Contraloría General de la República que firmaron la resolución citada. Esta 
sentencia está escrita en diez hojas de papel bond de tamaño legal, con membrete 
de la Corte Suprema de Justicia y Sala de lo Constitucional y rubricadas por la 
Secretaria de la misma. Cópiese, notifíquese y publíquese.  
 
 
 
